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TEMA I 

LA INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD DE JURADOS Y ASESORES 

La participació~ d~ ~j~;~,~do~ y asesores en el proceso de­

decisión j udiciaL no es ~~~;;~go común a todos los ordenamientos 

juridicos dei mundo. Los-perfiles ~e distintos paises que se 

son ciudadanos no 
0

perito-s ·-en derecho, mientras que los asesoies­

son seleccionados atendiendo a sus especiales conocimientos o 

competencia técnica. Desempenan sus funciones con carácter col~ 

giado. 

En muchos ordenamientos, sin embargo, la denominación de 

asesor o juez asociado se utiliza para designar a los jurados no 

letratlos escogidos entre los habitantes de la zona sin tener en­

cuenta su posible competencia técnica en materias especializadas. 

Los asesores escogidos por su competencia técnica en alguna mat~ 

ria especializada son en cierta medida peritos independientes a 

quienes se asigna además un cometido en la función juzgadora. 

En algunos ordenamientos, la intervención de los asesores técni­

cos en la operación de enjuiciamiento es de carácter consultivo: 

en otros el asesor participa come juez, ya sea con estatuto liml 

tado o como miembro del tribunal con todos los derechos. Los 

asesores pueden ser abogados, legos o expertos técnicos. 

El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia facul-

ta ésta para disponer que haya asesores con asiento en la Cor 



2. 

te o en cualquiera de sus Salas, pero sin derecho a voto. En Es 

cocia y Sudáfrica, el título se utiliza también para designar a­

los abogados especializados que acompañan a un juez ¿2 rango in­

ferior para as'esorarle en materia sustanti\"a y procesal. 

También se aplica al funcionario de un organismo local -

que tasa la propiedad para establecer un justip.recio.· En la'. ma­

yoría de las constituciones socialistas, el ase·sarctie1le'c1os mi.!!_ 

mos derechos y obligaciones que ei juez. Los asesores conocen -

en primera instancia de casi todos los asuntos. Los asesores 

son electivos y destituibles en la misma forma que los jueces y 

tienen idénticas funciones y responsabilidades. 

Ec algunos países, los asesores son simplemente peritos-

o consejeros. Los miembros de los Nvava Panchayats, en la India, 

constituyen un tribunal propiamente dicho, que actúa independie~ 

ternente, sin intervención de ningún juez. Son como jueces legos 

electivos a quienes se atribuye una conpetencia limitada en mat~ 

ria civil y penal. Las funciones de los jurados varían también-

según los ordenamientos. En algunos ordenamientos hay juicio 

por jurados para asuntos civiles y penales, en otros, los jui 

cios por jurados para asuntos civiles son raros o inexistentes. 

En los asuntos civiles, el jurado fija la cuantía de la indemni-

zación. En muchos ordenamientos, el jurado sólo determina cues-

tiones de hecho, y su función se red~cc a pronunciar su verdicto 

la culpabilidad o inocencia del acusado. En otros ordenamientos, 
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el _; c:rado participa plenamente con los juer:es profec ionalcs en 

la declaración de la culpabilidad o inocencia del acusado y 

también en la fijación de la pena. En la mayor parte de los -

ordenamientos·, los jurados deliberan independientemente; en a..!_ 

gunos, conjuntamente con los magistrados. La norma fundamental 

que emana de todas estas diferencias es que la imparcialidad e­

independencia de los jurados y asesores, cuando éstos forman 

parte del sistema judicial, es esencial para un j~iciocjusto y­

una administración adecuada de la justicia. 

1/ 
El origen del juicio por jurados es oscuro-. Se cono -

ció e introdujo en muchos países europeos como parte del proce­

so de democrati:ación, pero ha sido abandonado, modificado o 

restringido a casos de delito grave. En algunos países ha sido 

sustituido por un tribunal unipersonal o colegiado, con o sin -

asesores no letrados, como ha ocurrido en Sudáfrica, donde el -
2/ 

sistema del jurado se abolió en 1969-. En la India, el sistema 

de jurado se había introducido inicialmente en algunas zonas, -

pero prácticamente había desaparecido mucho antes de que la Co­

misión Legislativa recomendara, en 1958, la total abolición del 

jurado. En Japón se previó la institución del jurado cuando se 

adoptó el código penal ale~án, pero no pasó de ser letra muer -
3/ 

ta- . 
. !/F?R!SYTH, W~~lia".1~ Hist'?rr or Trial by Jury, Londres (John W. 

ParKer), 18;,~, pag. 461', •. R. C0rn1sh, The Jury (Pelican Book), 
19-1, pág. 328; ~ort of the Dcpartmcntal Committce on Jury 
Service, Cmnd. 2627, 2965. 

2/CORNISll, ibid., pág. 18. 
l/~IEHREN, Artnur \'011. Law in .Ja pan, 1963, págs. 312 y ss. 
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En Francia, el Code d'Instruction Criminelle suprimió -

el jurado de acusación, pero conservó el jurado de sentencia, 

hoy en vigor, con arreglo al actual código de procedimiento pe-

nal. Las funciones del jurado de acusación se confiaron a un -

tribunal de magistrados profesionales. En virtud de la reforma 

de 1941, los miembros del jurado de sente~cia y los ma~istrados 

profesinales tienen los mismos_ poderes: ~eliberan juntos para -

determinar la culpabilidad del acusado. y, en su caso, la magni­

tud de la pena. La Audiencia de lo Criminal, compuesta de tres 

magistrados y nueve jurados, juzga lo~ delitos ~Is graves, corno 

el asesinato, el homicidio, la violación, las lesiones que oca-

sionan la muerte y el robo con circunstancias agravantes. Los-

jurados sen indemnizados por los gastos en que incurran en el -

desempefto de sus funciones. Reciben una retribución profesio -

nal y se les pagan los gastos de viaje y dietas. 

El magistrado Presidente de la Audiencia dirige las de­

liberacio~es, pero para dictar sentencia, cada miembro del jur~ 

do tiene un voto y cada magistrado tiene un voto, y los votos -

de los magistrados no son votos calificados. Las decisiones de 

la Audiencia se toman por votación secreta. Tanto los magistr~ 

dos como los jurados participan en la determinación de la culp~ 

bilidad y en la fijación de la pena. El Presidente no puede 

forzar a los miembros del jurado a aceptar un acuerdo. Todos -

los ciudadanos franceses mayores de 23 anos, que sepan leer y -

escribir francés y que disfruten de sus derechos políticos, ci­

viles y familiares pueden ser designados para formar parte de -

un jurado. 
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Pueden desempeftar funciones de jurado los inhabilita-

dos penal o civilmente. La participación en el jurado es un de 

ber cívico obligatorio, salvo para los miembros de algfin orga -
- -- ... 

nismo del E~tado, el personal de la administración pública, los 

miembros del Parlamento, los miembros del poder judicial, los -

funcionarios p6llciales y militares, los septuagenarios, las 

personas que no viven en el departamento donde tiene su sede la 

Audiencia y cualquier persona que se excuse por motivos justifi 

cados. Los jurados se eligen por sorteo del censo municipal de 

electores. 

El juramento prescrito define las obligaciones de los 

jurados: "Juráis y prometéis examinar con la r.iás escrupulosa 

atención los cargos que serán aportados contra X; no traicionar 

ni los intereses del acusado ni los de la sociedad que le acu -

sa; no hablar con nadie hasta después de vuestra declaración; -

no dar oídos al odio o a la malignidad, al te~or o al efecto; -

decidiros sobre la base de los cargos y de los medios de defen-

sa segfin vuestra conciencia y vuestra intima convicción con la-

imparcialidad y la firmeza propias de un hombre provo y libre;­

y conservar el secreto de las deliberaciones aún después de ce-

sar en vuestras funciones". En Francia, el juramento del miem-

bro jurado es una verdadera declaración de inparcialidad e inde 

pendencia. Los miembros del jurado pueden ser perseguidos pe -

nalmcnte por violación de la norma del secreto. 
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Las normas que regulan la recusación y las sospechas 

legitimas impiden que surjan-conflictos de intereses entre el­

acusado y uno o más miembros de, :la, ·Audiencia de_, lo -criminal. 

El acusado no puede rechazar más>de. _cinco miembros ·jurados, y_­

el Ministerio Fiscal más .de'c~~tro sin exponer las-razones de­

la recusación. De conformidad·con los principios génerales 

del derecho, los miembros- de.unaAudiencia no pueden ser proc~ 

sados ni sometidos a investigaciones por una decisión del tri­

bunal. Los miembros jurados de la Audiencia disfrutan de las­

mismas salvaguardias que los magistrados. Toda persona que 

trate de influir sobre los jurados de una Audiencia mediante -

amenazas o sobornos puede ser procesada. Los jurados también-

pueden ser sancionados por inobservancia de los principios de-

imparcialidad e independencia. 

En Bélgica se cumplió un mandato constitucional res-

tableciendo, mediante decreto de 19 de julio de 1831 del Con -

greso Nacional, el juicio por jurados para todas las causas 

criminales, asi como para delitos políticos y de otra naturale 

za. La Ley de 21 de diciembre de 1930 reorganizó la selección 

de jurados sobre una base más democrática: deseoso de garanti­

zar que los jurados fueran representativos de la población en 

su conjunto, el Parlamento belga decidió, entre otras cosas, -

admitir a las mujeres para ejercer el c~rgo de jurado. 

El juicio por jurados sólo se utiliza en los tribun~ 

les <le lo criminal en la fase oral del procedimient~ sobre 



asuntos determinados. El artículo 98 de la Constitución belga 

dispone que "se establecerá un jurado para cualquier materia 

criminal, delito político y de prensa". La gravedad de los de 

litos se define por referencia a la gravedad de la pena. No 

hay juicio por jurados para las faltas o infracciones menores. 

La Audiencia de lo Criminal estA compuesta por un Presidente y 

otros dos jueces, que reciben el nombre de asesores; juzga asi~ 

tida por un jurado. Los asesores son designados en cada caso -

por el Tribunal de Primera Instancia del distrito judicial don~ 

de se celebra la audiencia. 

El Presidente de la Audiencia dirige las actuaciones. 

Expone a los jurados sus deberes y explica el caso sobre el que 

han de pronunciar su veredicto. Los jurados tienen el derecho-

de interrogar tanto al acusado como a los testigos. Terminada­

la vista, el Presidente recuc~da sus funciones a los jurados y­

les hace las preguntas pertinentes en la forma establecida por-

la ley. Dcspuls, cuando el jurado ha terminado sus deliberaci2 

nes, el Presidente de la Audiencia pide que se pronuncie el ve­

redicto; firma el documento que recoge el veredicto y ordena la 

comparecencia del acusado. 

Si el veredicto es contradictorio, el Presidente está 

facultado para disponer que el jurado vuelva a la sala de deli­

beraciones. Si el acusado ha sido declarado no culpable, el -

Presidente pronuncia su absolución y ordena que sea puesto en -



8. 

libertad. Si el acusado es declarado culpable, el tribunal y­

los jurados, bajo la.dirección del Presidente, deciden conjun­

tamente la¡iena que debe aplicarse. Si los jueces acuerdan 

unánimemente ·que• los jurados han errado sustancialmente al em.!_ 

ti r un veredibt«;>,--de -culpabilidad, el tribunal puede .suspender­

su decisión, y: ~pl~zar el caso hasta la siguiente se.~ión para -
., , • • e ., ' - -.- : ~~ - ' 

su estudio:'P§I:. otro jurado. El tribunal sólo puede dictar es­

ta medida de oficio e inmediatamente después de haberse pronu!!_ 

ciado un veredicto de culpabilidad, y jam~s si el acusado es -

declarado inocente. 

El principio básico del sistema es que sólo el jura­

do puede pronunciar el veredicto de culpabilidad. Las normas­

en vigor establecen con toda claridad que el jurado debe deli­

berar y decidir sin recibir sugerencia alguna de representan -

tes de la judicatura. La ley, sin embargo, establece una 

excepción en favor del acusado. Cuando un acusado es declara­

do culpable del cargo principal por mayoría simple, la ley es­

pecifica que los jueces deben estudiar el asunto y, si la mayQ 

ría de los miembros del tribunal no están de acuerdo con la m~ 

yoria del jurado, el acusado es absuelto. Por otro lado, cua!!. 

do un acusado es declarado culpable de una violación de las 

disposiciones penales, los jueces y los jurados constituyen un 

cuerpo colegiado para decidir la pena por mayoría. 

Las calificaciones que deben reunir los jurados son, 
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en términos generales, análogas a las vigentes en Francia. En 

Bélgica los jurados deben ser mayores de 30 y menores de 60 

afios. Como tienen que estar registrados.en el,;:ensoel.~ctoral 
>;,:: .. ~, '·;:·::,:: .. _. 

general. los jurados tienen. qúe reunir •también' ias diversas e 
'.-:_:. !:,:__·,·.'·-~7'__;,' 

En Bélgica hay varias regiones ~~·~és:i.riiexi,1irigllisti­
co especial. Hay una región neerlandesa,~úna región de habla­

francesa, una región bilingüe de habla franconeerlandesa y una 

subregión de habla germánica. Como el procedimiento ante la -

Audiencia tiene lugar en la lengua que corresponda a la región, 

sólo puede designarse jurados a personas con conocimientos de-

la lengua utilizada en el procedimiento. Todo el que no cum -

pla esta condición será necesariamente borrado de la lista. 

Tampoco puede ser jurado ninguna persona que haya participado-

previamente en el asunto en funciones policiales, de investig~ 

ción o indagación, o que haya sido testigo, perito, intérprete, 

demandante, acusador o parte del mismo. 

El cargo de jurado es obligatorio. El artículo 316-

del Código Penal castiga con multa a quien se abstenga de res-

pender a la indagación de las autoridades para establecer las­

listas de jurados o a quien declare en falso para ser dispens~ 

do del desempeño de las funciones de jurado. También se casti 

ga con multa a todo jurado que, sin causa justificada, no com­

parezca en la audiencia el dia senalado, así como a todo jura-
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do que, habiendo comparecido, se retire sin permiso del Presi­

dente de la Audiencia antes de la. expiración de sus funciones. 

: El ·'~er~i~io de jurado se determina por sorteo de far 

ma que el mism.o jurado no tenga que participar en más de un. ca­

so durante el mismo periodo de sesiones ~ ~imtiltáneamente en -

dos audiencias. La inclusión del nombre de una persona en la-

lista definitiva de jurados no es susceptible de apelación. 

El proceso de selección de los miembros titulares del jurado -

entraña una serie de pasos por parte de determinados represen­

tantes del poder ejecuti~o y de los jueces. El jurado queda -

constituido cuando se completa una lista de 12 jurados no rec~ 

sados. Tanto el acusado como el fiscal pueden recusar hasta -

seis jurados. El juramento de los jurados en Bélgica es anál~ 

go al que se presta en Francia. 

Más adel.ante, .cuando los jurados se retiran a la sa­

la de deliberaciones, el jefe de los jurados debe leerles las­

siguientes instrucciones, que además deben exhibirse en gran -

des caracteres en la part:e más visible de la sala: "La ley no­

pide cuenta a los jurados de 10~ medios por los que se han con­

vencido; no les prescribe reglas de las que han de hacer depe~ 

der particularmente la plenitud y suficiencia de una prueba; -

les manda que se pregunten a si mismos en silencio y con reco­

gimiento y que busquen, en la sinceridad de su conciencia, qué 

impresión han hecho en su ánimo las pruebas aducidas contra el 



11. 

acusado y los medios de su defensa. La ley no dice: "Habéis -

de tener por cierto todo -hecho atestiguado po.· tal o tal núme 
- .. · ·' " . ''• 

ro de testigosuj- ni dice '"No habéis de considerar suficiente -
~ ~ . ~ .¡: ·.:·.'.·. -\' -. -. - -_ -,-

mente establecida ning~na prueba que no haya sido registrada -

en tales actas -~--~n tales documentos, atestiguada por tantos -

testigos o apoyaciapor t_ales indicaciones". En materia de de­

liberaciones del jurado ~era la norma del secreto. El Código 

de Instrucción Criminal establece que los jurados no pueden 

abandonar la sala durante las deliberaciones bajo ningún pre -

texto sin permiso escrito del Presidente. Los jurados no pue-

den comunicarse con el mundo exterior en relación con el asun-

to. Los jurados no pueden comunicarse con el mundo exterior -

en relación con el asunto. Todo el que obstaculice la labor -

del jurado y cualquier jurado que se dej~ ¿orromper ~-influir-

puede ser sancionado. 

Ginebra fue, en 1794, el primei _c¿aÚ6ki\Jrz~'°':~q-\Je iii­

t roduj o el proceso por jurado, que en 18.Íz;.~~-liJl:o~o~ii&~torio 
para delitos graves. Después lo hizo el_~~nt6~TcieV~~i~ des -

pués el de Berna y finalmente otros di~z •c·~~;~:~'e;-~- i~~iiiidos 
por las ideas democráticas del siglo xrx:>~ i:;~ '.iri~'-üt~¿ión se -

estableció a nivd federal en la Constitu~iÓ~· F~~~rá.1 'd.e 1848, 

que creó el Tril>unal Fe<leral. Los jur~J~~'-;;~~~~Jl. el nombre -

de asesores. 

La institución de lÓs asesore$ -se apoya en Suiza en-
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una an:cgua tradi~ión según :a cual el nuen sentido y la exp~-

rienci1 Jel jurado no letrado son beneficiosas para la adminis 

tracióü de justicia. Los jurados-asesores no son especialis -

tas en las materias sobre las cuales tienen que decidir, salvo 

en el caso de los tribunales especializados que convocan a es­

pecialistas como jueces transitorios. Los jurados-asesores 

partic~pan en los tribunales colegiados de primera instancia. 

El Presidente del Tribunal dirige las deliberaciones, 

pero p~r lo demás los jurados están a su mismo nivel. Los ju~ 

dos feéerales intervienen cuando la Audiencia Federal conoce -

de cau~as por delitos de alta traición contra la Confederación 

y de re~elión o violencia contra las autoridades federales; de 

los crinenes y delitos contra el derecho de gentes; de determ~ 

nados crímenes o delitos políticos; de hechos referentes a ca~ 

gos co~:ra funcionarios nombrados por una autoridad federal, -

cuando esta autoridad acuda a la Audiencia Federal. 

La Audiencia Federal se constituye muy excepcional -

mente. Su Presidente, que es vocal ,d~ la _sala de lo criminal­

del Tribunal .Federal, preside las. delib~raciones, redacta el -

cuestionario para los ju~~dos, les; ha~E,' ~cl.;,raciones de natur!!_ 

leza jurídica' y les explica sus deb~~es. Si el jurado no lo -
< ..... ~: .' 

desea, el Presidente pu~de sel< convocado a la sala de delibera 

ciones para _h_¡i.cer ac_lara.c~ónes suplementarias sobre puntos de-
; ·. . . ' ; -

derecho. Desde el pun~o de ~ista disciplinario, los jurados -

están sometidos·a la sal:a de lo criminal del Tribunal Federal. 
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A nivel cantonal, la normativa es bastante diversa. 

Mientras que los jurados federales s6lo deciden sobre los he -

chos r su califi,cación jurídica, los jurados de Berna delibe -

ran r votan cón~los jueces, en condiciones de igualdad, tanto­

sobre los hecho~ como sobre la pena que proceda imponer y cual 

quier otro punto que deba determinarse. El cantón de Ginebra-

tiene un sistema intermedio: la determinación del hecho justi­

ciable es competencia exclusiva de los jurados, pero éstos vo­

tan junto con el Presidente sobre la magnitud de la pena. Los 

jurados siempre tienen el derecho de interrogar a las personas 

que deponen ante el tribunal. Existe la posibilidad de presi~ 

nar al jurado para conseguir su acuerdo, dado que el Presiden­

te y los jueces tienen oportunidad de intervenir en las delib~ 

raciones a puerta cerrada. Todos los ciudadanos suizos con de 

recho a voto· tienen derecho a formar parte de un jurado del 

Tribunal Federal. El cargo de juradó es obligatorio salvo pa­

ra los ciudadanos que hayan alcanzado la edad de 60 a~os o 

sean incapaces -de. cumplir estas -- funciones por enfermedad o 

achaques. Los jurados _son e~egidos por el parlamepto ca11tonal 

antes .de la apertur_~ de fa au­

diencia, la_ s~ia de i~~;i~i~al del Tribunal Federal es'tablecé 

por sorteo una lista de jurados. El Procurador General de la­

Confederaci6n y' el acusad_o pueden recusar_ cada uno diez jura -

dos sin dar explicación alguna. De conformidad con el juramen-



14. 

to o afirmación de los jurados y con la tradición del juicio -

por jurado, los miembros del mismo se comprometen a observar -

la ley; a seg~ir con atención las. deliberaciones; a analizar -­

cuidadosamente las pruebas; a votar como jueces imparci~les, -

con plena conciencia y convicción .y. exclusivamente sobr'e la b!!:_ 
'<. _-.- . .- .. '. 

se de sus deliberaciones; y a iñ-11.nt~_n~i el secreto. 

En Ginebra, los jurados tienen estrictamente prohibi:_ 

do abandonar la sala de deliberaciones. Las normas de procedl:_ 

miento de Berna y de Ginebra exigen a los jurados mantener el -

secreto sobre sus deliberaciones y votaciones incluso una vez -

terminado el juicio. El aislamiento de los jurados durante las 

deliberaciones y las votaciones y su obligación de mantener el-

secreto son indudablemente, salvaguardias frente a toda presión 

que pueda ejercerse sobre ellos. Existen además ciertas dispo-

siciones generales que establecen sanciones penales aplicables­

ª quienes pretendan influir o coaccionar a los jurados. 

En Colombia sólo se celebra el juicio con interven­

ción del jurado en caso de homicidio. La legislación colombi!!:_ 

na no establece retribución pecuniaria o de otra naturaleza P!!:. 

ra los jurados. Los jurados son seleccionados por el Tribunal 

Superior del distrito judicial de que se trate; en las dos úl-

timas semanas de noviembre, cada uno de los miembros del Trib~ 

nal debe enviar al Presidente una lista de no menos de 100 no~ 

bres de candidatos honorables y competentes. El 1~ de diciem-



15. 

bre de cada afto, el Tribunal se reúne en pleno para designar a 

los jurados necesarios. Los que obtiene~ las ires cuartas pa~ 

tes de los votos de los magistrados·. aceptados~· El cargo de j~ 
,:<'···,-·: ~ ·, ____ /~ _- --. :: --: 

rado es de forzosa aceptaci6n salvo. par.a.los:niayores de 60 

aftos o los qúe puedan excusarse - por :r'a~one~ válidas. 

No se puede utilizar el procedimiento de recusá'cf6n·­

para conseguir o excluir jurados de un _sexo,.:color raza .o ant.!:_­

cedentes personales o profesionales determinados. El juez or­

dena que seis ciudadanos designados por sorteo actúen como ju­

rados y dispone lo necesario para que esta orden se les notifi 

que personalmente. Cada jurado recibe con la notificaciño una 

copia de los cargos presentados contra el acusado. Reunido el 

jurado, y puestos de pie todos los concurrentes, el juez toma-

juramento a cada uno de los miembros de aquél. No se permite­

ª los jurados mantener con nadie ningún tipo de conversación -

relacionada con el asunto en el que actúen o hayan actuado co­

mo jurados. 

En el sistema jurídico soviético, los asesores del -

pueblo desempeftan un papel importante!/. Se atribuye especial 

importancia a la naturaleza colegida del procedimiento judi 

cial. Los asuntos se estudian colectivamente en todos los tri 

±!Véase, Hazard, The Soviet Legal System. 
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bunales. Los tri!>unales de primera instancia están compuestos 

por un juez y dos asesores del pueblo~/. Mientras que los ju~ 
ces del pueblo en los tribunales populares rurales urbanos son 

elegidos para un período de cinco años por votación secreta en 

sufragio universal, igual y directo de los ciudadanos de la lo 

calidad, los asesores del pueblo son elegidos para un período­

de dos años en asagbleas generales de trabajadores de fábricas 

u oficinas y de campesinos celebradas en su lugar de trabajo o 

residencia, o en asambleas de los miembros de las fuerzas arm~ 

das celebradas en sus unidades~/. Tanto los tribunales provi~ 
ciales, territoriales o urbanos como los tribunales de regio -

nes autónomas o zonas nacionales o el Tribunal Supremo de cada 

República de la Unión incluyen en su composición a asesores 

del pueblo. También el Tribunal Supremo de la URSS. Todo ci_!! 

dadano de la URSS con derecho a voto y que haya cumplido los -

25 años de edad el día de la elección puede ser elegido juez o 
i/ asesor del pueblo- • En el desempeño de sus funciones en el -

tribunal, los asesores del pueblo disfrutan de los mismos der.!:_ 

chos que el juez!!. Los asesores del pueblo se incorporan a -

sus funciones, según una lista preestablecida, durante no m§s-

6/ 
7!/ 
!I 

"Fundamentals of legislation of the Judicial System of the -
URSS and of the Union an Autonomus Republics", 25 de dici•m­
bre de 1958 (1959) Vedomsti Verkhovnogo Soveta SSSR, No. ,l, 
!bid., (artículo 19 de "Fundamentals"). 
11>TO., artículo Z9. 
TliTCI., artículo 30. 
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de dos semanas al año, siempre que la vista de la causa incia-
• ·. 9/ 

da con su paricipación no se prolongue más-,•. Los· jueces y 

los asesores del pueblo pueden ser cesados y desposeídos de ª.!:! 

toridad antes de finalizar su mandato por d.ecisión de sus ele_s 
·-· . . -

tores o del organismo que los haya elegido.o.en virtud de una· 

condena judicia1101 • El. hecho de que los ai;esores tengan der~ 
cho a disentir y de que su opinión particular minoritaria pue­

da prevalecer en apelación.!.!/ es un ejemplo int.eresante de la -

eficacia e independencia de tª función de los asesores del.pu~ 

blo en el sistema judicial soviético. 

La Sexta Enmienda a la Constitución americana g~ran­

tiza un juicio rápido y público por un jurado imparcial. El -

Tribunal Supremo ha interpretado y expuesto numerosas veces la 

exigencia constitucional del juicio por jurado imparcial, que­

entraña la selección de jurados de todos los estratos de la c2 

munidad, sin exclusión •istemática y voluntaria de grupos eco­

nómicos, raciales, políticos y geográficos.!1.1 . Esto es, evi -

dentemente, condición fundamental para la imparcialidad del 

sistema de jurado. 

En el asunto Taylor v. Louisiana131 (1975), el Tribu -

nal Supremo declaró que las mujeres no pueden ser excluidas o-

9/ 
To/ 
11/ 

.!1,I 

_u¡ 

!bid., artículo 31 
T'EiTO., articulo 35. 
V:--Zaichuk, Ministro de Justicia de la RSS de Ucrania, "El 
voto particular", Izvestia, 2:: de mayo de 1975, pág. 5. 
Smith v. Texas, 311 U.S. 128 (1940); Thicl v. Southern Pa­
c1 fic Co., 328 U.S. 217 (1946); Fay v. Ncw York. 332 U.S.-
261 (1974); Swain v. Alabama, 380 U.S. 398 (1965), Taylor 
v. Louisiana, 419 Ü.S. 522tl975). 
Ibicl. 
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ex j rni<las automá t icamentc de 1 :;er,·ic io de j ura<lo simplemente -

por razón de su sexo, porque toda exclusión o exención de es­

ta naturaleza tendría como consecuencia la formación de jura­

dos que no representarían los diversos estratos de la comuni­

dad, y por consiguiente, serían incompatibles con la garantía 

de juicio por jurado imparcial establecida en la Sexta Enmie~ 

da. En la mayor parte de los Estados hay disposiciones form~ 

les que prohíben la exclusión del servicio de jurado por raz~ 

nes de raza, color, credo, religión, sexo u origen nacional. 

Estas exigencias formales no siempre se cumplen, pero son una 

manifestación de las salvaguardias esenciales para un juicio­

por jurado justo e imparcial. 

Un jurado compuesto por los pares o iguales del acu­

sado no es necesariamente imparcial. Un jurado puede ser im­

parcial en lo que respecta a las partes y al mismo tiempo no 

juzgar con criterios suficientemente justos. Puede ser repr~ 

sentativo y al mismo tiempo indiferentes a la protección de -

las minorías o la prevención de la discriminación. 

La forma en que son elegidos puede dar lugar a un 

juicio injusto. Hay riesgos de parcialidad!.i/derivados de la 

condición social de los jurados, de sus antecedentes persona-

(14)Un notable trabajo de Hans Zeisel, Sorne Data on Jurar -
Attitudes Towards Ca ital Punishment, Facultad de Derecho 

e a nivers1 a e 1cago, b , demuestra esta propor 
ción con métodos jurimétricos y conductistas. -
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les o profesionales; de sus intereses financieros o materiales, 

directos o indirectos, en el desenlace del asunto; de .sus sen t.!_ 

mientos, emociones y conocimientos, de sus impresiones, de la -

imagen que se han formado de las partes, de sus circulos de ami_ 

gos y sus opiniones y de miles de factores imprevisibles. La -

normativa y sus reformas deben encaminarse a garantizar·la ind~ 

pendencia e imparcialidad de los jurados y su falta de predisp2_ 

sici6n y prejuicio, porque el jurado es parte integrante de la­

administraci6n de justicia en todo asunto o pais donde se cele­

bre un juicio por jurados. 

Hay muchas instituciones y movimientos reformistas de­

dicados al sistema de jurado.!2.1 . En los Estados Unidos de Amé­

rica, el sistema de jurado ha sido objeto de investigaciones 

más numerosas, extensas y permanentes, tanto oficiales como ac~ 

démicas, que cualquier otro tema. El Chicago Jury Proyect es -

realmente un proyecto monumental de magnitud sin igual. Unive~ 

sidades, institutos, comités y comisiones han analizado en In -

!2_/ Américan Bar Association, Thc Im rovement of the Administra 
tion of Justice, Sth ed. l ; merican ar ssoc1at1on, 
Pro ect on Standards Relatin to Trial b Jur , May 1968; -

o ert ci an , attern ury nstructions, • Judicature-
Society, 1979). Relven and Zeisel, The American Jur~'" ibid 
Federal Jury Selection, Hearings before the Sub-Committee -
on the Jud1c1~ry (U.s. Senate), 90th Congress (First ses -
sion), March-July, 1967; How Can the Administration of Jus­
tice be Improved in the U.S? (Excerpts and B1bl1ography) -
compiled by Congressional Research Service (Library of Con­
gress), Docurnent No. 92-10, 92nd Congress (First Scssion), 
1971; An!hony Cainc an Marjorie Kravitz, Jurt Rcform (Nati2_ 
nal lnst1tutc of Law Enforcement and Crimina Just1cc), -
1978. 
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16 / d' l 7/ A l. N Z 1 d. -glaterra- , Cana a - , ustra ia, . ueva e an ia y otros pai 

scsl!!/diferentes aspectos de los defectos e imperfecciones del 

sistema de jurado, sugiriendo periódicamente muchas reformas -

concretas. Pese a la diversidad de países, hay muchos princi-

pios y perspectivas comunes. 

Mient_ras algunos consideran el ejercicio d_ei cargo de 

jurado como un deber molesto e inoportuno, otros lo tienen por­

un derecho~ ~alio_so e inalienable191
• Derecho o deber, oportu­

no o inoportuno, es en todo caso ·Un cargo de gran responsabil.!. 

dad, porqué 'del_- veredicto del jurado dependen tanto el destino 

de una persona como la debida administración de la justica en-

la comunidad. Los jurados tiene que ser independientes, impa~ 

ciales, equitativos y justos, carecer de información previa y­

estar exentos de -prejüici0s~1 . 

La composición del jurado es un elemento clave para -

un juicio justo. De ello se sigue, por principio, que el dese~ 
- --

peí\ o de las funciones de jurado debe generalizarse sin discri-

minaciones de ninguna especie por razones de raza, color, 

sexo, idioma, religión, opinión política o de otra naturaleza, 

origen nacional o social, propiedad, nacimiento o condicion -

16/Justice, The Futurc of Jury Trial (1974, inédito IALS) 
17/Law, Rcform Commission, Saskatchcwan, Proposals an Reform­
- of Jury Act, diciembre de 1979. 
18/Second Interim Rcport on the Comm ttce on Court Practice -
- and Procedu1·e, Jury Serv ice. Oubl n, 1966. Véase también -

Scottish Honc Dcpt, Civil Jury Tr al in Scotland, 1959, 
Cmnd. 851. 

19/Cmnd. 2627, pág. 7. 
_ZJ!_/Rcgina v. Box (1964) 1 Q.B. 430. 
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social, si bien con sujcclón ~ que se reúnan las condiciones 

proplas de la calidad de ciudadano. 

Lo-s nombres de los posibles jurados deben extraerse de 

una lista de candidatos compilada de una o dos listas, revisa -

das con regularidad, de personas residentes en la jurisdicci6n­

del tribunal. La lista de posibles jurados debe ser r.epresent.!!_ 

tiva de los estratos socialesI!/ e incluir el mayor número pos! 

ble de adultos de la jurisdicción. El tribunal debe revisar p~ 

riódicamente la reprcsentatlvad y amplitud de la lista de posi­

bles jurados. Si el tribunal decidiera que deben mejorarse la­

representatividad o amplitud de la lista general de posibles j~ 

rados, se tomarán las medidas correctoras adecuadas. Para evi-

tar manipulaciones en la composición de los jurados se utiliza­

rán procedimientos de selección. La frecuencia y duración de -

los períodos de tiempo en que las personas pueden ser llamadas­

ª prestar servicios de jurado y, por consiguiente, estar dispo­

nibles para ello, ser_án __ J,a$_,mínimas.- que permitan las necesida -

des de la justicia, para evitar que el servicio de. jurado ad 

quiera un matiz punitiijo, 

Las excusas o excendones'aut':oill&ticas:.def servici_o,del • .·: :.••',;".', ,,·,.< ',.,-, •r ;:• 

jurado deben reducirse para distribuir~ la r~sp~nsa~ilid11.d. de 

21/Daughtery, M.C., "Cross sectionahsm i~ Jur¿·;~e~2d~~o~ 
- dures, Ta,lor v. Louis iana", Tennessee Lit~. Reyi·ew.>•.vol. 

(Fall, 19 5), No., págs. 1 a 107~- . 

Proce 
43 -
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forma razonable y equitativa; sólo deben otorgarse exenciones 

por motivos funcionales. Debe evitarse el otorgamiento de 

exenciones automáticas anómalas e injustas. Sin embargo, las 

personas idóneas que sean convoc=das pueden ser excusadas del 

servicio de jurado, si bien sólo por motivos o razones vilidas, 

por disposición o autorización del tribunal. El examen de 

los posibles jurados debe limitarse a los necesario para de -

terminar si debe rechazarse a un jurado por causa justificada 

o en virtud de la facultad, autorizada por la ley, de recusar 

sin alegar el motivo. 

Si durante el examen de los posibles jurados el juez 

determina que un individuo es incapaz de conocer justa e im -

parcialmente del asunto concreto o no está dispuesto a hacer­

lo, ese individuo debe ser excluido de la lista. Esta deci -

sión puede tomarse de oficio o a instancia de una de las par­

tes. No debe aceptarse a ningún jurado que conozca la mala -

reputación o anteriores condenas del acusado. En los ordena-

micntos que permiten la recusación de un jurado sin tener que 

explicar los motivos en que ésta se funda, el número de este­

tipo de recusaciones y el procedimiento para su ejercicio de­

be ser uniforme para cada clase de asuntos. El número de re­

cusaciones de este tipo no debe exceder de .lo necesario para­

obtener una garantía razonable de formar un jurado no predis­

puesto. 
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En lo que se refiere a las condiciones y requisitos -

que se han de reunir para poder ser designado jurado hay algu -

nas restri~ciones que son objeto de poca o ninguna controver -

sia. Por lo general se considera que sólo los nacionales del­

país pueden desempeñar el cargo de jurado, y hay un límite de­

edad. Sin embargo, la exigencia de la nacionalidad puede pla~ 

tear dificultades cuando hay un gran número de inmigrantes que 

no tengan la condición de nacionales y existan prejuicios gen~ 

ralizados contra ellos en una comunidad dada. El limite supe­

rior de edad varia de país a país y con el paso del tiempo. 

Utilicemos el ejemplo de Inglaterra y Gales en lo que 

toca a las condiciones de idoneidad. El límite superior de 

edad se fijó en los 60 años. El Comité presidido por Lord Mo­

rris Borth-y-Gesst recomendó en 1965 un límite superior de 

edad de 65 años. Recomendó mantener el límite inferior de 

edad en los 21 años. También recomendó que no pudiera califi­

carse como jurado ninguna persona incapaz de leer, escribir, -

hablar y comprender el inglés sin dificultad, algo que no sie_!!! 

pre es fácil de comprobar en un país multirracial y multilin -

güistico con diversos grados de competencia por lo que se re -

fiere al idioma. 

Lo esencial es hacer esa calificación sin prejuicios. 

Para el cargo de jurado se exige también la conaición de resi­

dente. El Comité recomendó cinco años de residencia ininte 
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rrumpida desde los 16 años de edad. El requisito relativo a-

la fortuna puede dar lugar a prejuicios de clase y es censur.!!_ 

ble. En ~nglaterra, el requisito relativo a los bienes no 

constituye últimamente una regla estricta de exclusión porque 

el valor de los bienes exigidos como condición de idoneidad -

se estableció en 1825, fecha desde la cual las propiedades 

han aumentado sustancialmente de valor. Cierto número de 

personas son ahora elegibles para el cargo de jurado debido -

simplemente a la modificación del valor imponible de sus ca -

sas, sin que se haya producido cambio ·alguno en .gu capacidad­

º condición. 

En opinión del Comité Ministerial, la función de.ju­

rado es una valiosa experiencia social y educativa, y convie­

ne que participen en la administración de justicia el mayor -

número posible de personas. El requisito de la residencia en­

una localidad determinada parece razonable, pero las l_ocal_id.!!_ 

des no deben definirse de forl:la tan exclusiva que impida la -

aplicación de un criterio de representación de los estratos -

sociales en la selección del jurado. Dado que la función de-

jurado es privilegio de quienes tienen derecho a voto, cuando 

el sufragio está arbitrariamente restringido se producen ex -

clusiones y discriminaciones inaceptables. De la misma for -

ma, cualquier criterio de calificación basado en la educación 

y la inteligencia puede llevar a selecciones elitistas, aun -

que tendría como efecto mejorar la calidad de los veredictos-
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de los jurados. Todos estln de acuerdo en que los jurados de-

ben seleccionarse sobre una base genuina y cientificamente 

aleatoria para evitar toda sospecha de formación de jurados 

parciales. 

La exención del servicio de jurado plantea problemas 

vitales en relación con la representación en el jurado de to -

dos los estratos de la sociedad. Por principio, la responsabi 

lidad de las funciones de jurado debe ser compartida por todas 

los calificados para ellas, y no deben aceptarse exenciones in 

justas o anómalas. Los tribunales deben hacer uso del arbi 

trio judicial para aceptar las excusas. Hay, sin embargo, 

ciertas categorías que por su misma naturaleza pueden ser mer~ 

cedoras de exención. La cuestión de la exención debe conside-

rarse por separado en cada país y cada ordenamiento a la vista 

de las condiciones que allí prevalecen. Todo cuanto puede de­

cirse es que para la aceptación de exenciones y excusas deben­

predominar -consideraci~es funcionales ZZ/. 

La exclusión del cargo de jurado plantea problemas i~ 

portante. En muchos países están excluidos los sacerdotes. 

Por lo general, se excluye también a quienes sufren de incapa­

cidades físicas o de trastornos mentales que les inhabiliten -

22/ Comisión de REforma Legislativa de Australia occidental, -
Working Paper on Exemption for Jury Service Project, 71, -
agosto de 1978. Véase tambien E.J. Griew, Dishonesty and -
the Jury, Lcicester Univ. Press, 1974. 
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para cumplir con los deberes propios ~~l jurado. En muchos 

países se excluye del servicio de jurado a las personas que­

hayan sido condenadas por delitos. El Comité Ministerial br~ 

tánico se mostró de acuerdo con el Magistrado Superior God 

dard , en cuya opinión, manifestada en el caso Kelly 231 sería 

desastroso sostener que la condena por una infracción penal -

de menor importancia, clasificada técnicamente corno delito, -

deba suponer inhabilitación de por vida de un condenado a una 

pena que bien podía resultar meramente simbólica. 

El Comité recomendó que la inhabilitación por _estos­

rnotivos se aplicara sólo a las personas que en los Oltimris~ 

cinco aftas hubieran estado privadas de libertad por habe~ i{~ 

do condenadas por alguna transgresión del orden jurídico a 

una pena de tres o más meses o a una pena indetermianda, sin-

opción a multa. La exclusión sistemática del servicio de ju­

rado es el mayor peligró-para- la--credibilidad-de la institu<·~ 

ción. 

La lista de posibles jurados puede prepararse de fo.r. 
' -:--.. 

ma que algunas clase_s ria estén nunc~ rE'.presentad_as. Por eje!!! 

ple, en 1961, la Co~isión de Derech?s_Civilesºde ·los Estados­

Unidos informó que la exclUsión total o parclal de_ !Os 

]¿/ Cmnd. 2627 (1965); pá¡f. 44. 
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negros de las funciones de jurado era una práctica común en -

los Estados Unidos~/. En_l970, la misma Comisión sei'\aló que 

"en los tribunales estatales de muchas zonas del suroeste se-

produce una grave y generalizada subrepresentación de mexica­

no-americanos en grandes y pequei'\os jurados"~/. En su trab!!_ 

jo sobre Massachusetts oriental~/. H.R. Aler y sus colegas -

presentan la selección del jurado como un proceso social no -

exento de prejuicios. En muchos paises, los prócesos de se -

lección de jurados adolecen de prejuicios:contra"la~:mujeres, 

los menores de 30 ai'los. las minorias y iós mfembros- de '.los 

grupos de ingresos bajos~Z/. 

Las condiciones de ejercicio del· cargo de jurado y -

el grado de descontento varian de pais a pais. Por lo·gene -

ral, el jurado medio ve con cierta inqüietud y recelcf las fun 

cienes que se ve obligado a cumplir~.!!/. La selección de cada 

jurado en particular exige también bastante tiempo. El sis­

tema de recusación sin alegación de causa cont:empia-do-~por al 

gunos ordenamientos permite a las partes excluir a alg~nos j~ 

rados sin justificación alguna. Cuando se permiten~stas re­

cusaciones, su número y los procedimientos para el ejercicio-

24/ 
25/ 
26/ 

y_¡ 

28/ 

Rita Simon, op. cit., pág. 30 
lb id. 
~. Aler et.al., "Jury selection", Law and Society Re -
view. ---
----n:a11, 1976), págs. 9 a 41. Charles Gary and Demis Rior­

din, "Grag Orders: CuiBono" , Stanford Law Review (fcb. 
1977). 

Comisión de la Reforma Legislativa del Canadá, The Jury 
in Criminal Trials, Working Paper 27, 1980; Manitoba Law­
Rcv1cw Rcform Commission, The Administration of Justicc -
in Manitoba (A Review of Jury Systcm), 1975; Sarah McCabc 
and Robert Pirvcs, The Jury at Work, Oxford, 1972; mismos 
autores, Thc Shadow Jurf at Work (1974). Anthony A. Cain­
and M. Krav1tz, Jury Re ·orm. Ib1d. 
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del ~crrespondiente derecho deberían ser uniformes en la medi 

da de lo posible. Debería aplicarse un criterio :funcional, de 

modo que el número de estas recusaciones y el procedimiento a 

seguir respondan al objetivo de obtener.un jurado ~xento de -

prejuicios. 

El examen de los posÍ.bles Jurados es avec~s muy pr.!:!_ 

lijo, lo que provoca consternación, desconcierto y aversión a 

prestar el -servicio. Este examen deberí~ limitarse a lo nec~ 

sario para determinar si debe recha.zarse a un jurado por cau­

sa justificada y en ejercicio del derecho de recusación sin -

alegación de causa. Si durante el examen de los posibles ju­

rados el juez decide que un individuo no es idóneo para cono­

cer del asunto justa e imparcialmente o no está dispuesto a -

hacerlo, este individuo debe ser excluido de la lista. Esta­

decisión puede tomarse a instancia de parte o de oficio. 

La función del sistema de jurado y la responsabili -

dad de su administración corresponden formal y cualitativame~ 

te al poder judicial en diversas etapas. Para empezar, la no 

tificación que convoca a una persona para cumplir el deber de 

jurado debe ser escrita, fácilmente comprensible y entregada­

con anticipación suficiente. Debe contener una explicación -

breve y lúcida de la naturaleza de la labor del jurado. Los­

tribunales deben dar algún tipo de orientación o instrucción­

ª las personas convocadas para ampliar su comprensión del sis 
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tema judicial y ayudarles a cumplir adecuadamente ese deber. 

Los tribunales deben utilizar los servicios de los posibles -

jurados en la forma más ventajosa posible y con mínimo de in-

comodidades y perjui~ios económicos. Los tribunales deben 

proporcionar siempre a los jurados protección adecuada frent~ 

a toda amenaza e intimidación y proteger la intimidad privil~ 

giada de las deliberaciones del 

Los tribunales deben proporcionar a los jurados un 

entorno físico adecuado a sus necesidades~ y deben instalar -

al jurado de un modo que reduzca al mínimo los contactos en -

tre los jurados y las partes, los letrados y el p6blico sin -

priar al jurado de una comodidad razonable • Las personas lla-

madas a desempeñar el cargo de jurado deben percibir una re -

tribución razonable. Debe prohibirse a los empleadores que -

sancionen a los empleados llamados a formar parte de un jura­

do. 

Inmediatamente después de constituido el jurado, el­

juez debe dar una sencilla explicación preliminar recordando­

la función del jurado y el procedimento a seguir; antes de 

que comiencen las deliberaciones, debe instruir al jurado so-

bre la ley. Se aisla al jurado simplemente para preservar a 

sus miembros de toda información o influencia impropia. Deben 

establecerse normas generales que permitan reducir al minimo­

las incomodidades que el aislamiento puede suponer para los -

jurados. 
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Las deliberaciones del jurado son secretas y no puede 

pedirse a sus miembros que justifiquen su veredicto. Esta no.!. 

~a tradicional, muy encomiable, es característica de la natur~ 

leza misma del cargo y las funciones de los jurados. Estos no 

son jueces letrados conocedores de la ley. En los Estados Un~ 

dos, la grabación de las deliberaciones de un jurado se consid~ 

raría como un delito de escucha ilegal~·~/. 

Otro principio de parecida import:)ncia esll.ue ~Fjur~ 

do no debe ser intimidado ni amenazado por el juez. Natural -

mente, tendrá que ser un tribunal superior quien determine qué 

constituye intimidación o amenazas a un jurado. El Tribunal -

de Apelaciones de Inglaterra tuvo ocasión de revisar la norma­

tiva sobre la materia en la causa contra Rose y otros, (1982) -

2 All ER 536. En esa ocasión, el secretario del Tribunal en -

tró en la sala del jurado e informó a éste que sería disuelto-

si no alcanzaba a pronuncia su veredicto en un plazo determina 

do de tiempo. 

EL T.ribunal de Apelación deploró esta grave irregula-

ridad y anuió"la condena. Sin embargo, los tribunales ejercen 

una influencia considerable en los veredictos de los jurados, 

si bien los jueces norteamericanos tienen menos libertad para 

29/ Connish, op.cit., 125, Busch, Law and Tactics in Jury 
Trials, capitulo 23 citado por Coni·sfi, :7upra, pag. 312. 
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ello que los ingleses 301. 

La American Barr Association y el American Law Insti­

tute han pedido que se restablezca el sistema inglés. Debe s~ 

ñalarse que en varios Estados de los Estados Unidos, las ins -

trucciones del juez se presentan por escrito y se entregan an­

tes de que los letrados se dirijan al jurado. Pero ello no 

obsta para que el jurado sea libre de determinar su veredicto­

confo>=~ a los dictados de ~u '~nciencia, y en este sentido 

los jurados no están sometidos al juez. Entre el juez y el j~ 

rado hay un delicado equilibrio de poderes y funciones que se­

establece mejor cuando se observan y cumplen los principios de 

independencia e imparcialidad. 

La historia del sistema de jurado y los pt~blemas re­

lativos a su funcionamiento en los diversos países del mundo -

indican _que_ exis_te un_ amplio consenso en _torno al concepto bá­

sico de la imparcialidad e independencia de los jurados. En -

el centro de este concepto está la norma fundamental del prin­

cipio de la representación de todos los sectores de la socie -

dad en la composición del jurado y del principio de no discri­

minación en la selección de jurados. 

La oportunidad de des~mpeñar el cargo de jurado debe-

30/ 21 Orcgon Law Rcview 1, citada por Cornish, ibid. 
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ofrecerse sin distinción de ninguna especie por motivos de ra­

~a, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra­

naturaleza, origen nacional o social, propiedad, nacimiento o­

condición social. No se debe tratar de excluir a ningún grupo, 

clase o matiz de opinión. Para garantizar la observancia del -

principio de representación de todos los sectores de la socie­

dad y alcanzar el objetivo de no discriminación en la selecci6n­

de los posibles jurados, es necesario ejercer una vigilancia -

constante sobre la evaluación de-los procedimientos y prácti­

cas de selección de jurados. En términos generales, los nom­

bres de los posibles jurados deben extraerse de una lista de­

posiblcs jurados compilada de una o más listas renovad~s pe -

riódicamente de personas residentes en la jurisdicción del 

tribunal. La lista de jurados debe ser representativa e in -

cluir al mayor número posible de adultos de la jurisdicción. 

El tribunal debe revisar periódicamente la lista de posibles­

jurados para garantizar que sea verdaderamente completa. El­

tribunal debe tomar las medidas correctoras adecuadas cada 

vez que considere necesario efectuar mejoras en la represent~ 

tividad y amplitud de la lista. 

Deben utilizarse procedimientos de selección aleat~ 

ria en todas las etapas del proceso de elección de jurados. 

Es necesario eliminar toda excusa o exención automática. Los 

jurados que reúnan las circunstancias requeridas sólo deben -

excusarse por razones justificadas y siempre por disposición-
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del tribunal o con su autorización. En muchos ordenamientos, 

los posibles jurados pueden ser recusados por alguna de las -

causas legítimas de recusación. Para mantener la dignidad 

del sistema de jurado es necesario restringir el examen de 

los posibles jurados a los asuntos pertinentes para los efec­

tos de la recusación por causa justificada o para el ejercí -

cío del derecho de recusación, sin expresar la causa. -Si un­

juez determina que un posible jurado no podrá conocer de un -

determinado ~sunto justa e imparcialmente o no está dispuesto 

a hacerlo, el individuo de que se trata"debe ser relevado de­
las funciones de jurado •. 

,<_ ,' 

El número de_ recusaciones •\Sin expresión de moti VO y 

el procedimiento para; ~.:i ~r~itaáas d~be ser lo máS uniforme -

posible. El número de esa:S,recu~aciones no debe ser mayor de 

lo que se requiera y corresponda para garantizar razonableme.!!_ 

te la formación de un jurado imparcial. La responsabilidad -

de la administración-del sistema de jurado debe recaer en el­

poder judicial, ya sea por ley especial o mediante un conjun­

to de normas claramente formuladas. 

Las personas llamadas a desempeñar las funciones de 

jurado deben recibir una indemnización razonable por concepto 

de dietas. Hay que disponer que cuando la administración de-

justicia no pague a los jurados una retribución adecuada, co-

rresponda a los empleadores la obligación de retribuir a los-
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empleados por el ejercicio de las funciones de jurado. Debe-

prohibirse a los empleadores que apliquen sanciones contra 

los empleados llamados a formar parte fte un jurado. 

Los tribunales deben proporcionar un entorno adeé:u~ 

do y satisfactorio a los jurados e inst~larlos de forma que -

se reuuzca al mínimo su contacto con las partes, los abogados 

y el público. Debe proporcionarse atención adecua a los jur~ 

dos para aislarles de amenazas, influencias, presiones, inter 

ferencias o intimidaciones, y deben tomarse las ffiedldas nece­

sarias para garantizar que los jurados no pierdan el tiempo -

ni sufran de incomodidades excesivas, asi como para utilizar­

e! tiempo del jurado en la mejor forma posible. 

Los tribunales deben proporcionar la necesaria orie.!!_ 

tación e instrucción a las personas convocadas para ayudar a­

las posibles jurados a comprender mejor el sistema judicial y­

las funciones que les corresponden eR el procedimiento judi -

cial. Antes de iniciarse la vista, el juez debe hacer una e~ 

posición preliminar para explicar en términos sencillos la m_i 

sión del jurado y el procedimiento a seguir, y en la fase ad~ 

cunda del procedimiento debe instruir al jurado sobre la ley. 

Debe garanti~arse estrictamente el secreto de las -

deliberaciones del jurado. En ningún momento debe exigirse a 

los jurados que justifiquen su decisión. Se debe aisia~ al -
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jurado para que sus miembros no estén expuestos a informacio­

nes o influencias impropias, pero deben tomarse las medidas y 

disponerse los procedimientos necesarios para r·educir al mín.!_ 

mo las incomodidades y molestias que la incomuni~ación púeda­

suponer para los jurados. 



TEMA II 

INDEPENDENCIA DE LOS ABOGADOS 

El origen de la profesión jurídica es muy antiguo.!/ 

Es muy posible que en un pasado confuso y distante, a medida­

que la ley desplazaba a la fuerza bruta, las lides sangrien -

tas y los duelos judiciales fueran sustituidos por decisiones 

de los tribunales donde los abogados ocupaban el lugar de los 

contendientes. Entre los antiguos hindúes, las personas con.2_ 

cedoras de la ley prestaban asistencia jurídica gratuita por-

razones de mera justicia o de parentesco o relación social, -

pero los profesionales del derecho no existían como clase~/. 
Entre los antiguos atenienses no había una clase profesional­

independiente de hombre cuya ocupación consistiera en hablar­

en nombre de las partes litigantes ante los tribunales de ju.!_ 

ticia; no existía.una clara diferenciación entre la función -

del agente del Íitigante y la del abogado2/. 

La abogacía era un arte, -la fuerza de la elocuen -

cia de los oradores y la virtud persuasiva de los patroni cau 

saru- mas no una profesión organizada. Niebuhr-~/ nos dice que 

y 

1./ 

3/ 
!I 

Roscoe Pound, The Lawyer from Antiquity to Modern Times 
(1953) 
"The Legal Profession and its Social Responsabilities", 

The Indian Advocate (1971). R. Jois. Constitucional and -
Legal History of India, (1984), vol. I. Muchos textos an­
t1guos, 1ncluyendo !os smitritis, hacen referencia a la -
función del abogado. 
Law·ers and Liti ants in Ancicnt Grcccc (1972). 

istory o· orne, , p gs. a ~ , citada por muchos au 
tores. Will1am Forsyth, Hortensius (An flistorical Essay on 
thc Office and Duties of an A<lvocate), Londres, John Mur -
ray, tercera edición, pág. 1.879. 
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origen de la relación entre cliente y letrado se remonta a la 

protección paternal de los patroni sobre sus clientes. La e~ 

presión advocat~s ~o se usó paracdisignar al abogado hasta 

después de Cicerón. rnicialmen'te · s i~ffificaba "un amigo que, -

mediante ·su presencia en.· el ·tribunal-: apoyaba y daba aplomo -

al acusado'~fl. 

La exigencia de representa-ción legal dió nacimien­

to a la práctica de designar un agente o personero llamado 

cognitor o procurado~/. Con el paso del tiempo, los repre -

sentantes en los litigios se convirtieron en abogados. La 

tradición juridica islámica otorgaba un puesto de honor a los 

juristas y jurisconsultos, muy respetados por los jueces is­

lámicos, pero la representación por abogados profesionales no 

estaba reconocida explicitamenteZ1 . 

En nuestros tiempos, cabe senalar que en Francia,­

por poner un ejemplo, el 31 de diciembre de 1982 babia 15.250 

abogados, 3.369 de ellos en período de formación. En Fran -

cia, la profesión de abogado tiene indiscutiblemente el cará~ 

ter de profesión liberal e independiente y nadie considera 

5/ 
°§__/ 

21 

Ib1d. 
Roscoe Pound, Jurisprudence, vol. V. parte 8 (The System -
of Law), 1959, pág. 693. 
Osman Abd-el-Malek al-Saleh, "The Right of the Individual­
and Personal Sccurity in Islam" en The Islamic Criminal Jus 
tice Systcm, editado por M. Cherif Bass1oun1, !982, págs. 
55 a 90, pá~·· 83. Awad M. Awad, "The Right of the Accused­
under Islnmic Criminal Proceduer" en Bassiouni (ed), ibid., 
págs. 98 y 99; y Al-Khushani, Kitab Al-Quadt Bi-Qwituoa,-­
citado, ibid., pág. 99. 
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que un abogado sea un "asalariado". Toda actividad que ame-

nace la independencia y el carácter de profesión liberal se­

tiene por incompatible eón l~ práctica del Jerecho. 

Para ejercer la profesión d-e abogado en Francia 

se exige la nacionalid~d fiin~~~~.-u~ titulb de licenciado o 

doctor en derecho, que supC:ui'e cuatro afies-de estudios tres -

el bachillerato superior, y un afto de formación teórica y 

práctica en un centro de formación profesional. Cumplidos -

estos requisitos, los candidatos. prestan juramento e inician 

un período de pasantía de dos afios, ampliables a cinco a pe­

tición propia. Tras este periodo de formacion, los nuevos -

abogados pueden ser incluidos en una lista para su admisión­

al ejercicio de la abogación. 

Los cursos para estudiantes de derecho en los ce~ 

tros de formación profesional comprenden estudios de legisl~ 

ción y formación deontológica, así como formación práctica -

en materia de redacción de dictámenes y documentos jurídicos, 

práctica procesal, protección y ejercicio de los derechos y-

alegaciones orales. También se organizan cursos suplementa-

rios. 

Los aspirantes a abogado que se incorporan a un -

colegio de abogados asisten a las vistas orales y generalme~ 

te trabajan como pasantes en el bufete de un abogado. 
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Los abogados del ámbito de la jurisdicción de cada 

tribunal de primera instancia constituyen el barrcau (colegio 

de abogados), administrado por el Conseil de l'Ortl~e (Junta -

de Gobierno)~ La ley reconoce formalmente el carácter autón2 

mo de los colegios de abogados, que son personas jurídicas de 

derecho público. Su organización y administración están re -

glamentadas por disposiciones legislativas y estatutarias. 

Su función es regular el ejercicio de la profesión y proteger­

sus intereses. Disfrutan de estatuto legal. Cada colegio de 

abogados está representado por su decano (batonnier), asisti­

do por los miembros del Conseil de l'Ordre. Los miembros de 

los colegios de abogados están sometidos a sus normas y re 

glamentos. 

Los Conseils de l'Ordre garantizan el cumplimiento 

de las obligaciones de los abogados y la defensa de sus dere­

chos. Las funciones del Conseil de l 'Ordre son, entre- otras,-­

defender los principios de honestidad, imparcialidad, modera­

ción y compafterismo en que se basa la profesión y emprender -

cuanta tarea de supervisión exijan el honor e integridad de -

sus miembros; garantizar que los abogados se comporten adecu~ 

<lamente en los tribunales y realicen en ellos las funciones -

que Les son propias; tomar medidas disciplinarias por su pro­

pia iniciativa o a petición del Ministerio Público o el Dec~ 

no del colegio de abogados. 
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El organismo disciplinario de primera instancia es 

el Conseil de l' Ordre, y el de segunda el Tribunal de Apela-

~iones. Toda violación de las' leye~ y reglamentos o de la 

~ormativa profesional y toda acción deshonesta; indigna o fa~ 

:a de tacto, aunque sea en suntos no relacionados con la pro­

fesión de abogado, puede exponer al abogado ~.medidas disci -

;'linarias. La acción disciplinaria se distingue de la acción~ 

penal y de la acción civil. Las medidas disciplinarias pue­

Jen adoptar forma de advertencia, amonestación, suspensión 

;:ior un plazo no superior a tres años, ex.pl1lsión de la asocia­

~ión o de un curso de formación y retirada de títulos honora-

!"ios. Tanto el abogado de que se trate como el Ministerio 

Fiscal pueden elevar estas medidas disciplinarias al Tribunal 

Je Apelaciones. 

Como miembros de un colegio constituido legalmen -

te, los abogados tienen derechos y obligaciones. Expuestos -

suscintamente • sus derechos son: a) asesorar y formular opini!!_ 

nes sobre asuntos jurídicos y adminstrativos; reconciliar a -

la partes en disputa; preparar los documentos pertinentes; 

b) asistir y defender a sus clientes ante los tribunales o en 

procedimientos disciplinarios. Los abogados están sometidos-

a la disciplina de su profesión y obligados por su código éti 

co. 

Los abogados- deben--.gtÍardar. eL,secreto profe_sional, 
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aplicable a toda declaración o documento aportado confidencia~ 

mente por un cliente o que aparezca en el curso de la investi 

gación. Están obligados a defender su dignidad profesional. 

Tienen prohibido hacer gestiones para buscar crientes. Sólo se­

permite la publicidad que procura el püblico una información-

necesaria. Por lo general, los abogados deben celebrar las -

consultas en sus bufetes. Tienen el deber de defender su in-

dependencia frente a todos. 

Para salvaguardar su independencia material, sus -

minutas no pueden estar vinculadas en exceso a los beneficios 

pecuniarios que sus clientes puedan obtener del resultado del 

proceso. Para salvaguardar su independencia moral e intelec-

tual, están en libertad de rechazar o renunciar a un caso~ 

Son responsables de los argumentos que exponen ante los trib~ 

na les. No deben aceptar relación alguna de subordinación con 

nadie' y en particular con ninguna empresa que -par-tfcipe -eri- ~--

el litigio de que se trate. 

se con tacto. 

Tienen la obligaci6n de conduci~ 

El mismo abogado no puede asistir o representar a­

partes cuyos intereses estén en conflicto~ Los honorarios 

profesionales se determinan mediante acuerdo ent-re el abogado 

y su cliente, pero no se permite fijar la~minuta por adelanta­

do en relación con el resultado del asunto. Los abogados de-

ben asumir responsabilidad por todo ca'o que acepten. Están-
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ob,igados a respetdr a los jueces. Deben cumplir sus deberes 

c~~ sus colegas y fomentar la solidaridad profesional. 

Toda actividad que amenace la independencia del 

abogado y la naturaleza liberal de la profesión jurídica es -

in~~mpatible con la práctica de la abogacía. La práctica de-

la abogacía es incompatible, por ejemplo, con toda actividad­

cc~~rcial, ya sea directa o por intermediario, con las funci~ 

fi~~ Je socio de una sociedad colectiva o de director de una -

cc=pañía de responsabilidad limitada y con el cargo de presi­

de~~e o miembro de un consejo de administración o el puesto -

de ¿irector general de una sociedad anónima o de director de 

una sociedad civil, salvo que ésta tenga por objeto la admi -

nist~ación de intereses familiares o profesionales. 

Ningún abogado que haya sido elegido consejero ge­

neral puede, durante su manda to. reari z-ar- directa o indirect!!_ 

mente ninguna de las funciones propias de su profesión contra 

el Departamento donde ha sido elegido o los municipios o los­

servicios públicos de dicho departamento o dichos municipios. 

Todo abogado que haya sido elegido miembro del Parlamento es­

tá sujeto a las incompatibilidades previstas en el Código 

Electoral. 

La práctica de la abogacía es también compatible -

con todo cargo o puesto gubernamental y con-1as-~faoores de 
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auditor, contable ?rofeslonal o contable ofirial. Los aboga­

dos no pueden aceptar ningún trabajo asalariado. No pueden -

aceptar ningún empleo o función pública ni siquiera bajo la -

jurisdicción de los tribunales, salvo la sindicatura. 

La práctica de la abogacía es compatible, en cam -

bio, con- las funciones educativas, las funciones de juez su -

plente, de asesor de los tribunales especiales para arrenda -

illientos de fincas rústicas, de juez en los tribunales de tra­

bajo y de miembro de las comisiones de primera instancia de -

la seguridad social o de la mutualidad social agrícola. 

Los abogados que accedan a cargos municipales no -

pueden realizar ninguna de las funciones propias de su profe­

sión, ni directa ni indirectamente, contra el municipio. Los 

abogados que hayan sido funcionarios del gobierno no pueden,­

durante un período de cinco afios desde el momento en que cesa­

ron en sus funciones, practicar la abogacía contra ninguna d~ 

pendencia del departamento ministerial al que pertenecieron. 

Ningún abogado esta obligado a aceptar un caso. Puede acep -

tar o rechazar libremente cualquier caso sin obligación de 

justificar su decisión. 

Los abogados disfrutan de ciertas inmunidades mie~ 

tras defienden su caso ante los tribunales. No pueden ser d~ 

mandados por difamación, insultos o irijurlas por las declara-
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cienes que hagan o los documentos que presenten al tribunal. 

Pero estas libertades no eximen a los abogados de la obliga­

ción de actuar discret~~ente y de respetar a los tribunales. 

Las personas detenidas están autorizadas a comunl 

carse con su abogado durante la investigación, en el proceso 

y en la fase de sentencia. Las comunicaciones entre el abo-

gado y su cliente son confidenciales. Inmediatamente después 

de la primera audiencia, el acusado puede comunicarse libre­

mente con su abogado. No hay excepción a esta regla. 

Este derecho se puede ejercer una vez concluida 

la investigación y a lo largo de todo el proceso, así como -

en caso de citación directa. Vista la causa para sentencia, 

las personas declaradas culpables pueden seguir comunicándo­

se con el abogado que les asistió durante el proceso. También 

puede autorizarse la comunicación entre ~el acusado y otros -

abogados que no le hayan asistido durante el proceso. 

Todo abogado tiene que estar asegurado, ya sea i~ 

dividua! o colectivamente, quizá por intermedio del colegio­

de abogados, contra reclamaciones po~ la responsabilidad ci­

vil profesional en que pueda incurrir como resultado de ac -

ciones u omisiones en el ejercicio de sus funciones. Los 

abogados son también personalmente responsables de todos los 

fondos, bienes o propiedades que les hayan sido confiados en 

representación de su cliente o en interés del mismo. 
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Aunque la norma general es qce no hay minutas fi­

jas, si~o que se estipulan entre el ab0¡ado y su cliente, a~ 

gunos coiegios de abogados han publicado recomendaciones so-

bre honorarios. Sin embargo, el Servici~ de la Competencia-

Comercial y de la Formación de los PreciJs dictaminó el 9 de 

noviembre de 1981 que estas recomendacic~es podrian llevar a 

los abogados y a sus clientes a considerar que los honorarios­

fijados son minutas minimas, lo que no cebe permitirse porque 

J jmHar:a .,,1 C'jercicio de la libre com;:i~:cncia. También está 

regulada la asistencia letrada gratuita o subvencionada por­

el Estado. 

-Mónaco, que _sólo tiene 14 abogados, sigue el sis­

tema fráncés, y también en Bélgica el marco general en que -

se encuadra el ejercicio de la abogacia se parece mucho al -

francés. Los rasgos esenciales son los ~ismos. El más cara~ 

terísticc es el compromiso con el servicio público. En Bél­

gica, los abogados tienen el monopolio de la defensa procesal 

con pocas excepciones, previstas por la ley. Para poder ac­

ceder al ejercicio de la abogacia, hay ~ue pasar por un pe -

ríodo de ?asantia de tres años. Los abogados en período de­

pasantía se ocupan fundamentalmente de la asistencia jurídi-

ca de las personas más desposeídas. El sistema judicial ex~ 

ge la in~ervención de abogados en representación de los int~ 

resadas a:ite los tribunales de todos los ::iveles. Sólo los -

abogados de la jurisdicción de un tribunal de casación tienen 
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derecho a defender causas ante dicho tribunal. Estos abogados, 

cuyo número es muy reducido, constituyen también una corporaa­

ción (Ordre des avocats). El principio fundamental de la ind~ 

pendencia de los abogados se expresa en el articulo 444 del C~ 

digo Judicial en los siguientes términos: "Los abogados practi_ 

carán libremente su profesión en defensa de la justicia y la -

verdad". 

La Ley de 9de abril de 1980 prevé la remuneraci6n -

de los pasantes de abogado que presten asistencia jurídica. Es­

ta disposición pretende fortalecer el sistema jurídico y arrpliar 

la experiencia profesional de los abogados en periodo de pasan­

tía. Las universidades imparten enseñanzas de derecho no sólo a 

los destinados a la abogación y a los que han de realizar fun -

cienes judiciales sino también a los futuros candidatos para 

cargos públicos y puestos en empresas privadas que exijan conci_ 

mientos jurídicos. 

Los planes de estudio de las universidades no hacen 

especial hincapié en la deontología jurídica y los derechos h~ 

manos durante la formación de los pasantes de abogado. No ob~ 

tante, estos temas son objeto de alguna atención. Los aboga -

dos disfrutan del mismo derecho que cualquier otro ciudadano a 

la libertad de asociación garantizada por la Constitución, sin 

perjuicio de sus normas de ética profesional. 
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Corno sucede en Francia, los Conseils de l' Ordre -

(Juntas de gobierno} funcionan corno organismos gestores de 

los colegios de abogados, y el Decano (batonnier) del Conseil 

representa a los abogados. Los colegios de abogados regulan-

y salvaguardan las estructuras que determinan la práctica de­

la profesión; garantizan el ejercicio ordenado de la práctica 

profesional; y sancionan a los abogados que se apartan de la -

disciplina. 

El juramento establecido en el artículo 429 del C~ 

digo Judicial impone a los abogados la fidelidad a las leyes­

del pueblo belga. Conforme al artículo 456, el consejo de ~la 

Orden está encargado de.mantener los principios de dignidad, 

de probidad y de delicadeza que constituyen la base de s1.lpr.2_ 

fesión. El artículo 445 del Código Judicial prohíb~ a ·1os 

abogados todo tipo ,de ataque malinteoncionado, espec_ia1lii_eJ1te a 

las autoridades establecidas. 

La función, primordial de los abogados en .período -

de pasantía es prestar asistencia jurídica. El artículo 446-

del Código prohíbe a los abogados negarse a prestar sus serví 

cios cuando son de_signados de oficio, salvo excusa o irnpedi -

mento. El Conseil de l' Ordre es "sefior del escalafó y de la 

lista de abogados en período de pasantía". 
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La enseftanza del derecho y la formación juridicn­

práctica y la ética juridica se imparten a los dbogados en -

periodo de pasantía en cursos organizados por el colegio. de­

abogados o con la asistencia que proporciona a los pasantes­

su "superior". De todos es sabido que en la práctica esta .­

ayuda suele ser muy limitada. Las reformas legales son pro­

movidas fundamentalmente por catedráticos de derecho de las­

universidades y a veces por abogados en periodo de pasantia, 

que a menudo trabajan cc:::o profesores adjuntos y participan­

en seminarios. Al parecer, la abogacia no desempefta un pa -

pel muy activo en la promoción de reformas legales. 

Los artículos 444 a 446 del Código Judicial esta­

blecen las normas que gobiernan la ética profesional de los­

abogados. Estas normas exigen respetar el honor y la reput~ 

ción de los individuos y abstenerse de atacar malévolamente, 

de palabra o por escrito, a las instituciones. Establecen -

la obligación de proporcionar asistencia jurídica. 

En Bélgica, como en otros países, las normas de 

ética sólo se expresan parcialmente en los textos legales. 

El Código Judicial se limita a formular unas pocas obligaci2 

nes fundamentales de los abogados y establece además posi 

bles sanciones y sus procedimeintos de aplicación. Las nor­

mas disciplinarias son en buena parte derecho no escrito. 

El Conseil de 1' Ordre y el Conseil Génlral de l' Ordre ga -
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rantizan el respeto a las normas de ética profesional. Las -

normas que regulan el procedimiento disciplinario se recogen­

en una serie de disposiciones formuladas en el Código Juiicial, 

el sistema es parecido al francés. 

Las_incompatibilidades y prohibiciones, que. afectan­

al ejercicio de la abogacía se basan en-la independencia pro~ 

pía de dicha profesión. El Código Judicial establece la in -
• 

compatibilidad absoluta del ejercicio de la abogacía con las-

profesiones de magistrado efectivo y secretario del tribunal­

y con las funciones públicas de notario y funcionario de los­

tribunales. 

El carácter de funcionario del Estado y las activi­

dades comerciales por cuenta propia son también enteramente -

incompatibles con el ejercicio de la abogacía. Existen incom 

patibilidades relativas, cuya determinación queda a criterio­

de las autoridades competentes de la Ordre. En principio, 

los cargos y actividades públicas o privadas son incompatibles 

con el ejercicio de la abogacía si ponen en peligro la inde -

pendencia del abogado o la dignidad de la profesión. Los ab~ 

gados que sean miembros de las Cámaras Legislativas o consej~ 

ros provinciales están sujetos a prohibiciones establecidas -

en el Código Judicial. Sin embargo, la participación de los­

abogados en la vida. política, social y cultural del país no e.:!_ 

tá sujeta a ninguna limitación. 
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El artículo 29 (I) del Real Decre~o de 21 de mayo -

de 1965 estable~e que los abogados pueden comunicar libremen­

te a cualquier,horad,el día: 

a) 

b) 

c) 

d) 

e) 

con. los detenidos que no hayan sido definitivamente 

C()JÜienados y hayan solicitado sus servicios o cuya -

asistencia se les haya encomendado, si bien sólo tras 

la priemra audiencia y siempre que no se haya prohl 

bido dicha comunicación de confor~idad con la ley; 

con los detenidos a disposición de las fuerzas de -

seguridad pública en vía de extracición que hayan 

solicit•do sus.servicios o cuya asistencia se les -
--- ' 

-· -·-

haya encomendado; 
. -":- .---~·; ~ :_ 

c~n los diii~ientes mentales internados en virtud -

de la, le~' de defensa social a quienes hayan asisti-

do c~~o l~trados; 

con los c.ondenados por sentencia firme y los reincl 

dentes internados a quienes hayan asistido ~orno le.-
' •' ·:·:· ... ··:_--

trados cuando estos detenidos soliciten. ó.11cepten -

la visita: 
.- -. :·: :< .:::~;-, . ' > .:·:_:: -.:--->. << : 

previa autorizació~ ~~lllec~n~ el~ la Ordre~de{·•· dis­

trito donde esté ~{:et;~o e{ ~lit~ble~imtii~to,· co~ 
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las personas condenadas por sentencia firme y dete­

nidas en virtud de la ley de defensa social a quie­

nes no hayan prestado previamente asistencia como -

letrados. Los detenidos tienen análogas libertades 

y derechos de comunicación con los abogados de su -

elección sin censura de ninguna naturaleza. 

En el campo de su actividad profesional, corno en 

cualquier otro, los abogados están sujetos a la crítica. Son 

responsables de sus infracciones disciplinarias ante las aut2 

ridades de su Orden. Son perseguibles ante los tribunales c! 

viles cuando ocasionan perjuicios a otra persona, porque !as­

faltas de los abogados dan lugar a responsabilidad civil. Es 

tas faltas pueden derivar de cualquier error o demora en sus -

actividades en favor de su cliente. En determinados casos, 

la ley estipula expresamente la obligación de reparar. Los -

abogados responden también por dados y perjuicios. 

Los abogados pueden, con carácter particular, tomar 

una póliza de seguro para protegerse de reclamaciones por da-

dos y perjuicios. De hecho, el número de colegios de aboga -

dos que firman contratos colectivos con companias de seguros­

en beneficio de todos sus miembros es cada vez mayor. En es­

te último caso, dado que la cantidad a pagar está a menudo -

sujeta a un limite superior, la mayoría de los abogados con­

sidera conveniente hacerse un seguro personal suplementario. 
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Una de las prerrogativas del abogado es determinar él mis1'10 el 

monto, si bien con la debida moderación. .En Bélgica, el der~ 

cho de los abogados a determinar ·sus-honorarios está -sometido 

a estipulaciones contractuales y_ 

ciación. 

' ' - ,, 

El ordenamiento belga condena 1os acuerdos de_ cuota 

litis-y toda cláusula que relacione la minuta con eL ;esuÚ:ad~ 
del proceso mediante la aplicación de un sistema de porcent~~­

jcs. Un análisis de las minutas revela que algo menos del 

25\ de los abogados percibe ingresos bajos; otro 25\ percibe-

ingresos relativamente altos; un 10\ percibe ingresos altos; 

y casi un 17\ percibe ingresos muy altos. La situación de 

los 96 abogados en período de pasantía encuestados revela que 

su método de remuneración es muy variable. Treinta y seis de 

ellos cobraban por asunto; 24 cobraban salarios fijos, a men}:!_ 

do inferiores al salario mínimo oligatorio; 15 cobraban por -

un sistema mixto; 11 cobraban por horas y 10 no cobraban en -

absoluto. En estos casos, la remuneración era la-acordada- -

por sus "superiores"; esto no cubre los itigresos personales -

que los pasantes puedan obtener con los asuntos propios, que­

na son muchos y producen pocos ingresos. 

En Suiza, las disposiciones destinadas a proteger -

la independencia y libertad de los abogados están recogidas -

en usos y costumbres y.en. los estatutos de los colegios de -
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abogados cantonales, que codifican las convenciones general -

mente aceptadas y normas de ética jurídica. La independencia 

de la profesión de abogado está implícita en el desarrollo 

del sistema jurídico y se inculca como valor fundamental en -

la enseñanza universitaria y la formación profesional que se­

exigen para la admisión al ejercicio de la abogacía. Los ca~ 

didatos deben ser ciudadanos suizos domiciliados en el cantón 

donde desean ejercer la profesión. Deben poseer un titulo de 

una universidad suiza o haber pasado un examen teórico y pr5~ 

tico especial. También tienen que cumplir un periodo de apre~ 

dizaje profesional de dos años en un bufete y pasar después -

un nuevo examen. Durante el periodo de prueba, la retribu 

ción pecuniaria es muy reducida. Tanto los cursos de las uni 

versidades cono los organizados por las asociaciones de abog~ 

dos incluyen en su temática la ética jurídica y los derechos­

humanos. 

Suiza tiene actualmente 24 colegios de abogados ca~ 

tonales, que agrupan a más del 90% del total de abogados en -

ejercicio. Desde el punto de vista jurídico, con la excepción 

del cantón de Tesina, son asociaciones de derecho privado, d~ 

finidas en el artículo 60 del Código Civil. Las asociaciones, 

a su vez, se agrupan para formar la Federación Suiza de Abog~ 

dos (FSA). Existe también una Federación Suiza de Abogados -

Democráticos, que cuenta con unos 120 abogados miembros. 
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La Federación Suiza de Abogados y los colegios de -

abogados cantonales tienen fines comunes, a saber: 

proteger los intereses profesionales y económicos -
>:_:<.(,:~'..-: .'. ' . . . - ' 

de.· sus miembros; 

salvaguardar el honor y ia dignidBd d~ í6~ ·abogados;; 

es.tablecer y mantener buenas. relaciones''entr~· los. -

miembros como corres~.onde ~ ~?l~'herma.nd~c·Ú 
contribuir al desarrollod~lde;echo. 

La Federación también tiene como o_bjetivos: soluci2 

nar controversias que puedan surgir ~n~ie colégios cantonales; 

representar los intereses de la': Jr.o:E:~sión ante las autoridades 

fedt:>~a les; man tener contacto :con' ·lf>s' -~~l~gios de abogados de-
. : . -: ~ " '~ :. .... ,. . ~- ; . ,.. . ; - - -. - . . ' . : - ' 

otros países. 

Los colegios de abogados de· Berna y de Ginebra ofr~ 

cen al público consultas sencillas a un costo módico y organ.i 

zan consultas gratuita~ regulares mediante un sistema de rota 

ción (aproximadamente una vez por miembro y año) •. Este ser-

vicio es obligatorio para los miembros del Colegio de Aboga -

dos de Berna. Análoga importancia tiene la prestación de asi~ 

tencia jurídica a precios reducidos. El Colegio de Agobados-

ginebrino publica también folletos explicativos sobre protec­

ción jurídica de detenidos, de la mujer, de los arrendatarios, 

etc. Los colegios de abogados, con ayuda de las universida -

des cantonales, organizan conferencias sobre diversos temas -

jurídicos. La mayor parte de los colegios de abogados publi-
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ca también un boletín de circulación interior. El Colegio de 

Abogados de Ginebra organiza anualmente varios cursos de éti­

ca profesional y técnica procesal para abogados en perio'do de 

pasantía. 

La !=Ónsulta a los colegios de abogados es un trámi­

te normal en'ei~esarr~llo de las actividades legislativas 
-.,--.--·--,-., 

cantonales y;':fe'derales; El Colegio de Abogados de Ginebra 

tiene un fondo' de emergencia que le permite ayudar a cualqui~ 

ra de sus miembro• que se encuentre en dificultades económi -

cas. También- act(1a, por ejemplo, cuando hay que buscar un 

sustituto para uno de sus miembros que se encuentre gravemen­

te enfermo. 

I.a_independli)ncia del_abogado signi:fica que éste de­

be tener posibiliáad de ejercer libremente su pro:fesión. Si& 

nifica también que el abogado debe mantener su independencia­

con respecto a su cliente y no identi:ficarse con él hasta el-

el punto de olvidar sus deberes con el sistema jurídico, sus 

colegas y la ética profesional. Tanto él como sus colaborad~ 

res y empleados están obligados a mantener el secreto pro:fe -

sional. No debe trabajar al mismo tiempo para personas cuyos 

intereses estén en conflicto. Las minutas de los abogados d~ 

ben adaptarse a la tarifa establecida por los colegios a los -

que pertenecen, teniendo en cuenta el tiempo dedicado al asun­

to, su complejidad y la situación económica del cliente. Nin -
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gún abogado debe entrar directamente en contacto con la parte 

contraria cuando esta última haya acudido ya a otro abogado. 

Las normas de ética profesional son también aplicables a las­

relac iones entre el abogado y sus colegas. No debe aceptar -

un caso que implique a un colega salvo que los intereses de -

su cliente lo hagan inevitable. 

En el cantón de Ginebra se exige para tal efecto la 

autorización del Decano del Colegio de Abogados. Tampoco de­

be el abogado aceptar un asunto previamente encomendado a uno 

de sus colegas sin informar a este último y sin tratar con su 

cliente del pago de los honorarios de su colega. Los confli~ 

tos o diferencias de opiniones entre los abogados pueden som~ 

terse al Decano para su conciliación extrajudicial. 

En el seno de un colegio de abogados, el Decano y -

el Consejo de Gobierno son responsables del cumplimiento de -

las normas de ética profesional. Los estatutos del Colegio -

de Abogados de Ginebra facultan expresamente al Consejo de Go 

bierno (Conseil de l' Ordre) para tomar medidas disciplina 

rias (distintas de las de la Comisión de Vigilancia) que van­

<lesde la amonestación hasta la exclusión. 

La Clmara Cantonal, en el caso de los ~bogados d~ -

Berna, y la comisión Cantonal de Vigilancia,.en el caso de 

los ginebrinos pueden, como organismos oficiales .de vigilan -



57. 

cia, imponer sanciones disciplinarias, inclusive la suspen -

sión o prohibición del ejercicio de la abogacía. En los can 

tones de Berna y Ginebra, respectivamente las controversias­

sobre los honorarios de los abogados pueden elevarse a la f.á 

mara Cantonal de Abogados y a la Comisión Cantonal de Tasa -

ción, organismos facultados para comprobar si los honorar~os 

se atienen a las tarifas o directrices aplicables. 

En el cantón de Berna, la Cámara de abogados está'i 

compuesta por nueve miembros, concretamente cuatro ab_ogado·~-' 

y cinco jueces bajo el Presidente del Tribunal Supremo CantE!_ 

nal. Impone sanciones disciplinarias en forma de adverten 

cias, multas de hasta 300 francos, suspensión hasta un.ai\o y 

prohibición del ejercicio de la abogacía. En el cantón de 

Ginebra, la Comisión de Supervisión está compuesta por dos -

miembros designados por los abogados, el Procurador General, 

el Presidente del Tribunal de Justici_a, el Presidente del 

Tribunal de.Primera Instancia y cuatro miembros designados -

por el Gran_Consi:;jo y el Consejo de Estado, respectivamente • 

. ,· . -. . . . ~. . . -. : 

La legislación ginebrina establece expresamente\ 

que la profesiÓn~ de abogado es incompatible cori. lá -~~C>.-fe~ión 
de notario. Esto no es así en el cantón de Berna. Los/e'st,!! 

tutos del Colegio de Abogados de Ginebra y lÍ>s ~¿os 'y>-¿()~~~ 

-,·:-· '-; ·_: ·f ·, 

car su principal actividad al ejercicio de su profesión. Sólo 
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puede realizar actividades accesorias cuando éstas sean comp~ 

tibles con la dignidad de la profesión. No lo serían las ac-

tividades puramente comerciales ni las actividades remunera -

das a destajo. Teóricamente, los abogados no pueden ser al -

mismo tiempo funcionarios o corresponsales o empleados de al­

guien que no sea abogado, ni trabajar asociados con él. Es­

ta misma idea de independencia y dignidad de la profesión ju­

rídica se manifiesta en los usos y costumbres de la abogacía­

de Berna. No hay restricciones a la participación de los ab~ 

gados en la vida política, social y cultural del país, siem -

pre que esta participación no tenga como fin hacerse publici­

cidad con elobjetivo de ampliar las actividades profesionales. 

La norllla1:iva procesal del ámbito federal (civil, P!:. 

nal y adminsitrativa) dispensa expresamente a los abogados de 

la obliga~ión de dar información o de testificar ante el tri­

bunal en asuntos que afecten a sus clientes. Lo mismo ocurre-­

en la dormativa procesal de Berna y Ginebra. Esto significa­

también que los documentos dirigidos a un abogado o transmiti 

dos a éste por el cliente para permitirle el ejercicio de su -

profesión, o mientras la está ejerciendo, no pueden ser confi~ 

cados. La autoridad competente para designar letrados defens~ 

res puede, en la medida de lo posible, tomar en cuenta los de­

seos expresados por el acusado. 

La relación jurídica entre el abogado y- el _cliente -
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tiene naturale~a de contrato regulado por las disposicones 

del Código de Obligaciones, en virtud del cual el abogado ti~ 

ne que ejecutar fiel y adecuadamente su mandato. Es respon~~ 

ble de los perjuicios que pueda causar a su cliente, tanto 

por dolo como por negligencia. Esta norma es apllcable, por-

ejemplo, si deja pasar los plazos establecidos o si la natur~ 

leza de su actuación equivale al abandono de sus deberes pro­

fesionales. 

El Tribunal Federal ha d:'..ctaminado que en los proc~ 

dimientos judiciales el abogado disfruta del derecho a criti­

car libremente, que en realidad es consecuencia del derecho a 

defenderse que asiste a la persona a quien él representa. En 

este sentido se tolera hasta cierto punto la exageración. El 

abogado sólo habrá abusado de la confianza en él depositada -

si actúa de mala fe o se expresa incorrectamente. 

El-Tr-ibunal Fedefral no es tan explícito en lo que- -

toca a las declaraciones públicas (por ejemplo, conferencias­

de prensa) de los abogados. Sólo las admite en circunstan 

cias excepciona'Pes, por ejemplo para salvaguardar los intere­

ses del cliente o si el abogado tiene que defenderse de ata -

ques personales. En estas circunstancias se exige al abogado 

objetividad en sus declaraciones y en la forma de hacerlas. 

En asuntos de carácter político no son infrecuentes las medi -

das disciplinarias. 
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En Inglaterra, como en Francia y en otros países, -

la representación. p_or .letrado evolucionó lentamente. En la -

antigOedlJ.d,. el nombi.amiento .de url attorney (agente del liti -

gante) sólo:· se ~ef~i.·t:í{~~r inoú,·os especiales y mediante au­

torizaciód. fó€,;~1-de{ {rÍ.bun~l u orden judicial especial·!!/. 

Pero el siglo XIII, en el reinado de Eduardo I, ya existían -
.. "'' 

dos tipos ~e-ab6gados~ los attorneys (agentes) y los pleaders 

(defensores); La distinción •ntre esto dos tipos de abogados 

era muy marcada. Aunque hasta el siglo XV los attorneys po -

dlan ser miembros de las asociaciones denominadas Inns of 

Court, en a_lgún r.iomento del siglo XVI sus vínculos con éstas­

se cortaron y los attorneys se quedaron sin organización, sin 

verdadera tradición profesional y sin disciplina efectiva al­

guna. Ya en el siglo XV otro grupo de personas, llamadas~ 

citors (mandatarios), empezaba a comparecer en la Cancillería, 

pero hubo que esperar hasta 1750 para que una ley dispusiera­

la admisión de los solicitors como attorneys y para que se 

fundieran estos dos tipos de agentes de los litigantes. En -

1825 se fundó la Incorporated Law Society, que en 1831 reci_­

bió un estatuto otorgado y a fin de siglo ya era reconocida -

como la autoridad para "la enseñanza, admisión y regulación -

de los solicitors y la represión de las prácticas profesiona­

les viciadas".2./. En Inglaterra, el término "solicitar" ha 

§_/ 

9L 

Glanville, ne le ibus et consuetudinibus re ni An~liBe -
(1187-1189)~ 11 ro I , capp1tulo 1 y tra uccion carnes, 
1900), pág~. 223 a 226. Citado por Roscoe Pound, Juris~ru 
prudence, Vol. V. parte VIII, "The System of Law", 195 , 
pag. 685. 

Pound, op. cit., pág. 687. 
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sustituido actualmente al término "attornev". 

La otra rama de l~ profesión de abogado, formada por 

los barristers, es de antiguo e ininterrumpido linaj~. A me­

diados del siglo XIII aparecen los serjeants-at-law, (abogados 

de orden superior) y sus aprendices, origen de los futuros ba­

rristers. Fortescue (1386-1479), Presidente del Tribunal del­

Banco del Rey de 1442 a 1461, distingue tres categorias en la­

profesión juridica: a) jueces y serjeants; b) aprendices orga­

nizados en las corporaciones o colegios llamadas Inns of Chan­

cery; y c) attorneys. Habia cuatro Inns of Court y unas 10 

Inns of Chancery. Las Inns tenian benchers (miembros de la 

Junta de Gobierno) y estudiantes que enseñaban y aprendian 

derecho. Posteriormente, los attorneys se asimilaron en la 

profesión juridica a la rama de los solicitors, y la categoria 

de los serjeants evolucionó hasta convertirse en la categoria­

superior de abogados (senior barristers), denominados abogados 

consejeros del Rey (o de la Reina) (Queen's [o King's] Counsel 

o, en forma abreviada Q.C.). Las Inns conservan su carácter -

de instituciones de enseñanza juridica y calificación profesi~ 

nal y actúan como organismos profesionales homogéneos que des­

empeñan un papel importante inculcando en los estudiantes un -

poderoso sentido de la ética profesional y de la responsabili­

dad pública. Tanto los jueces como los barristers pertenecen­

ª las Inns. 
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Los jueces sólo se nombran entre los barri~ters más 

distinguidos, de prestigio reconocido en la abogacía. La his 

toria de. la_ independencia de la:profe~ión jurídica, cuna de -

la cultura jurídica inglesa. Fue·;;e~ iÍas Inns de los abogados 

donde se desarrollaron las más decisivas batallas de ideas. -

donde se ~esolviero~ las dcuaciones.-institucionales de la im­

parcialidad e independencia de la administración de justicia­

y la libertad del pueblo británico, donde se afirmó la digni­

dad y libertad de la profesión ju~idica y donde la ltica y 

etiqueta de la profesión jurídica llegaron a convertirse en -

una tradición viviente. 

Aunque la composición y cultura de la profesión ju­

rídica haya reflejado a veces prejuicios de clase o color, 

una cierta sensibilidad a la responsabilidad pública y un pr2 

fesionalismo apoyado en principios firmes permiten a la comu­

nidad de abogados, esencialmente conservadora, avan=ar con el 

tiempo. Merece destacarse que la profesión jurídica británi­

ca, sus ideas sobre la imparcialidad e independencia judicial 

y su compromiso con la libertad e indepedencia de la profesión 

jurídica han ejercido una poderosa y perdurable influencia en 

el mundo entero, y especialmente en las antiguas colonias y d2 

minios británicos • 

. Entre.las colonias de Gran Bretafia, Nortcamirica e~ 

pezó por expulsar a abogados en litigios. No tardó en descu-
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brirse que "la labor que debiera haber estado en manos de pro­

fesionales capacitados y responsables recaía por necesidadcs­

en manos de funcionarios auxiliares de los tribunales, fulle­

ros y picapl.eitos".!Q/. En el siglo XVII, los oficiales de 

justicia, alguaciles, secretarios judiciales y jueces de pa:-

en Sueva York y Maryland proliferaban como abogados en ejcrc! 

cio en sus propios tribunales, y hubo que promulgar leyes pa­

ra prohibírseloll.1 . La confusión aún persistía en 1759, cua_!l 

do John Adams encontró el ejercicio de la abogací en las "áv­

das manos de algua~iles, picapleitos e incluso agentes de po-

1 ic ía .. .! ... ~/. 

Sin embargo durante este período no faltaron aboga­

dos instruidos y capaces en los estratos más altos de la pro-

fesión jurídica. Según Warren, 115 americanos fueron admiti-

dos en los Inns of Court ingleses desde 1760 hasta la Revolu­

ción.!2.1. Antes de la Revolución se habían creado ocho insti-

tuciones edu.cativa donde se imp_ar1;íaJ1 e,nsei\anz¡¡s liberales a­

los futuros abogados. Sin embargo, la Revolución tuvo efec -

tos muy desfavorables p'ara la prof~sión jurídica. 

La decadencia de la idea y la 6tic~ profesion~l~tti­

vo como consecuencia un virtual derrumbamiento de la• condi 

10/ 
11/ 

12/ 

13/ 

!bid., pág. 688. 
lIT"I'ey, "The Development of the Legal Profession in Mary -
land" (1899), citado por Pound, ibid. 
Works of John Adams, 2 (edición publicada en 1856), págs. 
58 y 271, citada por Pund, op.cit., 688. 
Warrcn, Historv of the American Bar (1911), págs. 194 y 
SS. 
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cienes generales de la enseñanza y formación profesional de -

los abogados, partlcularmente tras la guerra civil. En 1860, 

sólo nueve de.las 39 jurisdiccionPs entonces existentes,exi -

gian un periodo determinado de preparación para la ad~isión -

al ejercicio de.la abogacía. Ni siquiera se pedí~ una~educa­

ción general prélil!linar, New Hampshire, Maine, Wisconsin e -

Indiana abolieron todos los requisitos educat.i vos. Los a pre!!_ 

dices estudiaban derecho en los despachos .de abogados en: ej e.r. 
.- ·- - - -

cicio que rara vez se esforzaban en ensetlanYtes o supervisar-

su labor profesional. 

Había un sentimiento general de oposición a una ab~ 

gacía instruida y competente y aun poder judicial independie_!l 

te, experimentado v permanente. La historia de las institu -

ciones jurídicas y5ociales de los Estados Unidos revela que -

el resurgimeinto y renovación de una profesión jurídica imbui 

da del espíritu de los tiempos e inspirada por el ideal del -

servicio público durante poco más de los últimos cien años ha 

supuesto un cambio decisivo en la calidad de la enseñanza del 

derecho, el calibre de la profesióri jurídica, el prestigio e­

influencia social de los abogados y los profesores de derecho 

y la utilización del derecho pára fines de ingeniería social­

Y como vehículo de los derechos humanos. 

L~s principales facultades de derecho y las asocia­

ciones de abogados. han desempeñado a clO largo de los at\OS un-
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papel esencial en la transformación de la sensibilidad y act~ 

vidades de la profesión jurídica. Los abogados y jueces ame­

ricanos ocupan actualmente una posición·eminente en la.sacie;:-

dad americana. La abogacía americana es actual111ent·e un cuer­

po amplio, cor.pacto, próspero e influyente. Consciente de,­

sus responsabilidades sociales, tiene la voluntad y los recu!:. 

sos necesarios para avanzar hacia el cumplimiento de sus obj~ 

tivos. Su imagen institucional para avanzar hacia el cumpli­

miento de sus objetivos. Su imagen institucional de hoy es -

la de un pilar de la libertad, fundamento de los esfuerzos de 

la sociedad por alcnnzar el ideal de justicia. Las generaci~ 

nes más jóvenes de abogados encabezan un movimiento para pro­

mover la igualdad en la administración de justicia, y espe 

cialmente para paliar las circunstancias engendradas por la -

discriminación y la pobreza. En el contexto del presente es­

tudio destacan especialmente el Comité de Derechos Humanos I~ 

ternacionales de la American Bar Association, su Subcomité s~ 

bre independencia de los abogados--en otros países y su r-ed-de­

corresponsales activos, ejemplos de la solidaridad y preocup~ 

ción de la profesión jurídica americanos por los derechos hu­

manos en general y los abogados de otros países en particular. 

En otros paises antafto colonizados por Gran Bretafta, 

la profesión jurídica se inspiró en los Inss of Court, la Law 

Society inglesa y la Facultad de Abogados de Escocia. Flore-

ció como profesión independiente en el subcontinente indio, -
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posteriormente India, Pakistln, Bangladesh y Birmania, inclu­

so durante la era colonial. Muchos abogados indios de la ép.2_ 

ca fueron adimitidos al ejercicio dci;~a abogacia en Inglate -

rra. Otros lo inicii~on ~n ~~¡pr6pio país. Muchos de los 

abogados indios llegaron a ser jueces de Tribunales Superiores 

y Federales. Durante el dominio bri_tánico, tanto la costur.I -

hre como la legislación reconocían el principio de ~a autono­

mía de la profesión jurídica, que llegó a tener considerable-

influencia. 

Hoy en día, sólo la India tiene más de un cuarto de 

millón de abogados en el ejercicio de funciones propias de su 

profesión. Un número muy r~ducido de ellos alcan~a el grado-

de abogado superior, basadcen su prestigio en el seno de la -

abogacía. La Constitución de la India establece firmemente -

las garantías para un juicio justo y asegura a todos los ciu­

dadanos los cuatro derechos más importantes, a saber, el der~ 

cho a la libertad de expresión, la libertad de asociación, la 

libertad de reunión y la libertad de ejercer cualquier profe-

sión. 

La admisión al ejercicio de la abogacía y la organi 

zación de los Consejos de la Abogacía, así como sus poderes y 

funciones, ~stán regulados por ley. En cada Estado hat un 

Consejo de la Abogacía (Bar Council), cuyos miembros son ele~ 

gidos por todos los abogados inscritos en las listas del Esta 
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do. Regula la admisión al ejercicio de la abogacía con dispE_ 

siciones de aplicación uniforme a todo el país. Tiene juris­

dicción disciplinaria. Existe tanbién un organismo, reconoci 

do por la ley y denominado Consejo de la Abogacía de la india, 

con jurisdicción sobre toda la icdia y poderes de apelación -

en asu!\tos disciplinarios y asuntos relativos a la ética juri_ 

dica, el bienestar de los abogados y la enseñanza del derecho. 

Los tribunales no tienen sobre los abogados mis jurisdicción­

disciplinaria que la derivada de la institución del desacato. 

La enseñanza del derecho se imparte fundamentalmen­

te en las universidades en un ciclo de tres años que culmina­

con una licenciatura en derecho tras un curso universitario -

de tres años. Sin embargo, el consejo de la Abogacía de la !!!_ 

dia tiene faculades de supervisión de los planes de estudios-

jurídicos elaborados en las universidades. Actualmente, los-

licenciados en derecho que desean inscribirse en la lista de 

abogados no tienen que hacer un examen especial. La enseñan­

za del derecho es relativamente barata, y los sectores más 

desposeídos de la sociedad reciben ayudas financieras para 

subvencionar carreras universitarias. 

Aunque la enseñanza específica de la ética jurídica­

Y los derechos humanos no ocupa un lugar importante en la en­

señanza del derecho, el estudio del derecho constitucional i!!. 

dio tiene un fuerte componente de derechos huamnos. Algunas-
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facultades de derecho tienen instituciones de asitencia jurí-
14/ 

<lica e imparten cursos sobre derecho y pobreza-:--. 

Lafundáci.óridel Con~eJo de la Abogacía celebra al­

gunos seminado~',:;_gC~so~ prá~ti,cos y cursos de educación per­

manente. El,, Consejo de.la Abogacía de la India _ha tomado re-
_, - . - - - -

cientemente la iniciativa de estable..;er una facultad nacional 

de derecho-e-~c-elentemente dotada y de introducir en todo el -

país un ciclo.de ensei'ianza de derecho de cinco ai'1os
15

/, con 

cursos más especializados y mayor énfasis en- la-orientación- -

profesional. El número de facultades y estudiantes de dere -

cho es tan grande que el Consejo de la Abogacia no puede su -

pervisar estrechamente el contenido y la calidad de la ense -

i'ianza del derecho ni impartirle un sentimiento de finalidad y· 

orientación. Por lo demás; -las universidades son autónomas y 

no siempre están de acuerdo con el Consejo de la Abogacía en­

lo que se refiere a la ensei'ianza del derecho. 

Aunque los recién incorporados a la profesión jurí­

dica pasan a menudo bastantes apuros durante los primeros 

ai'ios, el escalón superior de la abogacía india es excepciona.!_ 

mente próspero e influyente. Desde la independencia, el núm~ 

ro de abogados ha aumentado extraordinariamente. La abogacía 

14/ S1nghv1, L.M. et.al. (ed), Law and Povertl, 1971. 
15/ ~ort: on Lega~cation del ConseJo dea Abogacía de -

Talnd1a, · 1987. 
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india es ahora más representativa de todos los sectores de la 

sociedad. En este sentido, su composición actual tiene un 

origen social de base más amplia. Aunque por ello mism~ pue­

da haber perdido algo de elitismo y homogeneidad, su cohesión 

y solidaridad profesional, conformada por su importancia num! 

rica, su transparencia y accesibilidad pública y la generali­

zación de los litigios de derecho público, son factores que -

contribuyen mucho a reforzar su adhesión al espíritu de la in­

dependencia profesional y su lealtad al imperio del derecho. 

'Además de los Consejos de la Abogacía de los Esta -

dos y del Consejo de la Abogacía de la India, que son organi.!!_ 

mos establecidos-por la ley, los abogados con ejercicio ante­

los tribunales o cualquier jurisdicción especial pueden cons­

tituir asociaciones voluntarias de abogados. Cerca de cada -

Tribunal Superior existe el correspondiente colegio de aboga­

dos. El colegio de abogados del Tribunal Supremo tiene fama­

de ser un organismo profesional de primera categoría y disfr~ 

ta de tanto respeto como influencia ejerce. Hay muchas otras 

organizaciones de abogados de carácter voluntario. 

Todas ellas luchan activamente por la causa de la -

independencia del poder judicial. 

Algunas se interesan por la promoción y protección -

de los derechos humanos; otras por la asÍstenciá'.iurÍdÚa o la 
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reforma legislativa o el bienestar de los abogados. Existe un 

Centro Nacinal Indio para la Independencia de Jueces y Aboga -

dos (ICIJL). Un comité encabezado por un juez de Tribunal Su­

premo de la India, hoy en día presidente de dicho organismo, -

está ejecutando actualmente en todo el territorio de la India, 

con importante apoyo financiero del Gobierno, un programa gen~ 

ral de asistencia y asesoramiento jurídico en especial atención 

a los litigios de interés público y a la enseñanza de fundame~ 

tos de derecho al hombre de la calle, 

Las normas de ética profesional están codificadas y­

constituyen también parte de las convenciones y tradiciones de 

la profesión. El ejercicio de la abogacía es incopatible con­

cualquier puesto en el Gobierno o la empresa privada, sa.lvo en 

algunas jurisdicciones, para la prestación de ~ervicios juríd~ 

cos. Los abogados tieneri prohibidas todas las actividades co­

merciales o mercantiles y el ejercicio de cualquier profesión. 

Pueden participar libremente en la vida política, s~ 

cial y cultural del país. De hecho ocupan lugares eminentes -

en la vida social y política. Los abogados no pueden anuncia~ 

se ni buscar clientes. Deben conducirse siempre de forma coh~ 

rente con la dignidad y el honor ·de la profesión jurídica. D~ 

ben mostrar el debido respeto a los jueces. Se espera de ellos 

que sean libres, imparciales y valerosos en el ejercicio de 

sus funciones. Los abogados disfrutan de inmunidad por lo que 
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destempladas ni difamatorias. 

. .. . 
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No deben utilizar expresiones 

Los jueces pueden amonestarles por violar .. las nor -

mas de etiqueta y, en.casos determinados, informar al ·consejo 

de la Abogacia par~que 6ste adopte medidas disciplinarias. 

Los abogados están obligados a trabajar fiel y diligentemente 

en beneficio de sus clientes. Sin perjuicio de las sanciones 

disciplinarias, que comprenden amonestaciones, suspensión o -

prohibición del ejercicio de la abogacia, los abogados respo~ 

den de los daños causados por negligencia profesional. Teór.!_ 

camente, los abogados no pueden negarse a aceptar un caso sin 

motivo justificado. La costumbre exige no negar jamás la 

asistencia jurídica gratuita a los acusados indefensos o ind.!. 

gentes. 

Las comunicaciones entre los abogados y sus clien -

tes son confidenciales, pero los abogados puede hacer una ex­

cepción al principio para evitar que se cometa un crimen. 

Ninguna inmunidad o privilegio protege a una maquinación en -

tre un abogado y su cliente para cometer un crimen. Todo de-

tenido tiene un derecho garantizado a comunicarse con su abo-

gado, y viceversa. Todo cliente tiene derecho a elegir y su~ 

tituir a su abogado. 

El derecho de los abogados a.retirarse de un caso -
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ya aceptado estl sometidoa la autorización del tribunal. Los 

abogados son responsables por los daños causados con motivo -

de su actividad profesional, pero en la India las querellas -

por prácticas profesionales viciadas o negligencia son práct! 

camente inexistentes. Los seguros contra riesgos profesiona­

les no son corrientes. Los honorarios de los abogados tienen 

el carácter de contratos privados. Aunque existe una escala-

reglamentaria de honorarios para la determinación de las car­

gas fiscales imponibles a los honorarios y las costas, dicha­

escala no es vinculante para los abogados en lo que toca a la 

aceptación de compromisos profesionales. 

El número de abogados de Bangladesh y Pakistán es 

bastante elevado. En Pakistán hay más de 23.000 abogados. 

La profesión jurídica está regulada en Pakistán por la Ley s~ 

bre Profesionales del Derecho y Consejos de Abogados de 1973. 

Los Consejos de Abogados son organismos con facultades de au-

togobierno. Se ocupan de los asuntos disciplinarios relativos 

a los abogados. Para incorporarse a las listas de abogados -

se exige una licenciatura en derecho obtenida en una univers! 

dad. 

Además de los Consejos de Abogados previstos por la 

ley, existen asociaciones voluntarias de abogados, que son -

autónomas e influyentes~ Los Consejos de Abogados establecen 

las normas de éti~a y etiqueta profesional. Tienen también -
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jurisdicción disciplinaria. Los abogados no pueden ejercer -

actividades comerciales ni profesionales de otra naturaleza. 

En virtud de la sección 59-A de la Ley sobre Profesionales 

del Derecho y Consejos de Abogados de 1973, los Consejos de -

Abogados y las asociaciones de abogados tienen prohibido par­

ticipar directa o indirectamente en actividades políticas. 

Las comunicaciones entre los abogados y sus clientes tienen ~ 

carácter confidencial. Toda persona detenida y su abogado 

tienen derecho de acceso reciproco, J,os abogados pueden rec~ 

zar todos los casos que quieran. No hay una escala obligato­

ria de honorarios. 

En Singapur, los abogados se denominan advocates 

solicitors. Hay más de 1.000 advocates y solicitors. Entre 

las normas que garantizan la independencia de los abogados 

destacan la Ley sobre la Profesión Jurídica, la Ley del Trib~ 

nal Supremo_deJudicatura, la Ley sobre los tribunales infe -

rieres y la Ley sobre las pruebas. 

Los abogados tienen libertad para ejercer su profe­

sión en cualquier rama del derecho. Son considerados jurídi­

camente como funcionarios del Tibunal Supremo de Singapur. La 

obstaculización del cumplimiento de sus deberes para con el -

tribunal puede ser considerada como desacato. Los abogados -

tienen sus propios comités de ~nvestigación y disciplina pa­

ra todo lo referente a su conducta y ejercicio profesional. 
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Estln tambiln sometidos al control del tribunal Supremo. La­

ensenanza del derecho que se imparte a los estudiantes compre~ 

de diversas ramas de derecho susta~tivo y procesal, entre elias 

el derecho constitucional y el derecho administrativo, que co~ 

prende el estudio de las libertades fundamentales de los, sere.s 

humanos, la independencia e importancia del poder judiciiú pa­

ra garantizar el imperio del derecho y los recursos efe ~Je 'Ji~ 
ponen las personas agraviadas por acciones o decision~s:j;d~l,' Go 

bierno. También se han introducido estudios de ~humanidades·. P.!. 

ra ampliar la cultura general del estudiante de der'(icb.o'.· 

' ··, 

L8: Constit~ción establece ~l d~r~C:ho a:· c.rear. asocia­

ciones. L8: Ley sobi't;':1a Profesión Jurídica :c~eis' un organismo­

denominado Law .Soi:i~~y of Singapore. ' Todos los ildvo~ates y so 

licitors son miembros de la Sociedad. Los fines de l* misma,­

enumerados en la Ley sobre la Profesión Jurídica son, entre 

otros, los siguientes: mantener y mejorar las normas de conduc 

ta e instrucción de la profesión jurídica; facilitar la adqui-

sición de conocimientos jurídicos a miembros de la profesión -

jurídica y a otras personas; asistir al Gobierno y a los trib~ 

nales en todo asunto que afecte a la legislación y a la admi -

nistración y práctica de la ley en Singapur; representar, pro­

teger y asistir a los miembros de la profesión jurídica en Si~ 

gapur; representar, proteger y asistir a los miembros de la 

profesión jurídica en Singapur y promover, en la forma que la-

Society considere adecuada, los intereses de la profesión juri 
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dica; facilitar y a otras personas; asistir al Gobierno y a -

los tribunales en todo asunto que afecte a la legislación y a 

la administración y práctica de la Ley en Singapur; represen­

tan, proteger y asistir a: los" ;;¡iembros de la profesión juríd.!_ 
,'::··'·- . 

ca en Singapur y promover~ eri :ra .·forma. que la Society consid~ 

re adecuada, los intereses de. la pl"ofesión jurídica en Singa­

pur; establecer o ayuda rea prJ1iC>ver ·un ·sistema. para que las -

personas indigentes acllsadas'.dé. delitos no. castigados con pe­

na de muerte sean representadas· por advocates •. 

. . 

La acti~i~ad de los abogados·estlregulada por el -

Reglamento de los Advocates y Solicitors (ejercicio y protoc~ 

lo) de 1936. En términos generales, estas normas regulan la­

conducta reciproca de los abogados en los procedimientos judi_ 

ciales, prohíben la publicidad y la bQsqued~ de clientes, así 

como el reparto de gastos o beneficios con terceros no calif.!_ 

cados, y contienen también. normas sobre contabilidad. 

Por. lo general, la Law Society se encarga de vigi -

lar el cumplimiento de estas normas de ejercicio y protocolo. 

Hay normas que regulan los procedimientos ante el Comité dis­

ciplinario. El abogado demandado puede testificar, mas no 

ser obligado a ello. Puede comparecer ante el Comité disci -

plinario personalmente o representado por otro abogado. Este 

procedimiento está regulado por la Ley sobre las pruebas, y -

el Comité disciplinario tiene en consideración la práctica y­

procedimientos de los tribunales. 
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Los abvgados están también sometidos al control del 

Tribunal Supremo _y, si hay motivos justificados, pueden ser ex 

cluidos de: la lis_t,tF de advocates y soriC:it"<:>rs o suspendidos en 

el ej ercici~ d~: l~ ;~c>fes:Í.ón por un período no superior a dos 

aftos, o_ amoncis'~~~c)~~ P~eílen' ser excluidos de la lista, suspe_!!. 

di dos en_ el ejercicio de sus funciones por un período inferior 

a dos aftris~o censurados si ejercen por sí mismos o por inter­

medio de __ te:rcceras_ personas o trabajan como empleados en cual­

quier comercio, negocio o profesión que afecte a la reputación 

de la profesión jurídica o sea en cualquier :forma incompati -

ble con ella. La inclusión de un negocio, comercio o profe -

sión en el ámbito de esta disposición se determina de confor­

midad con las características del caso. 

El Consejo de la Law Society de Singapur ha dictam! 

nado que los abogados pueden trabajar a tiempo parcial corno -

secretarios de empresas de responsabilidad limitada, y también 

como directores de empresas. También pueden participar en la 

vida política, social y cultural del país. Hay abogados que-

son miembros del Parlamento, o m.iembros de clubes sociales, -

partidos políticos y grupos religiosos, y otros que participan 

activamente en coros y orquestas, 

NingQn abogado está profesionalmente obligado a 

aceptar asuntos. Puede rechazar un asunto si existe la posi­

bilidad de que éste plantee conflictos''de 'intereses, o si el-
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caso afecta a una rama del derecho en la que no es competente. 

Debe observarse. e'l secreto profesional en las mismas condici.!:!_ . ' ' 

nes que en la'. r:;,:<l).a..·: Ei'ai'.t.iculo 9(3) d,~_i:a:·'ca,nstituci6n de-

Singapur dispone 'que: "Toda p~r~of;¡¡- cÍet~it"i~~;L~.~-l:(in,i:qcf~:k~a -

tan pronto collio. s~ii ~osible ·de lo{~6~i~éisfd.~ ;~U.'ci~t,~nci6n, y 

se le permitfrá c;~ns~Üar al ab~gad.-> qll~'~ei,'i~ ~j-~~~-·~iij;~ pa-

ra concertar•·-con'·él su' defensa;'.' -~e_+;.· ·· ·"·;,_, - -~~~--~··· ... 

En relación con.sus deberes prof..!sioria}.e~ con el 
·' . ~ ' . . 

cliente los abogados·pueden incur~ir·en responsabilldad .. por -

negligencia. Los abogados pueden asegurarse contra las recl!!_ 

maciones nacidas de dicha resposabiidad. Como es nattiral, la 

importancia del seguro dependerá de sus medios y del alcancé-

de la labor jurídica que hayan emprendido. Toda persona que-

intimide o amenace a un abogado que haya asumido una causa i~ 

popular puede ser acusada de desacato a la justicia. Siempre 

que sea necesario, se solicitará a la policia __ qué __ proteja ad~ 

cuadamente a los abogados dentro y fuera de los tribunales, 

Para litigios civiles, el reglamento del Tribunal -

Supremo y de los tribunales inferiores establece el costo fi-

jo de determinadas actuaciones, el coste discrecional de otras, 

y un limite mínimo y máximo para las restantes. La Ley de 

1974 sobre los honorarios de los solicitors regula la escala-

de honorarios para asuntos no contenciosos. En asuntosº crim.!_ 

nales, no existe ninguna disposición legal que. establ~~_ca_ una 

escala de honorarios, por lo que se deja que la minuta sea d~ 

terminada por el cliente y su abogado. 
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En Indonesia~/ todo ciudadano, aunque no cuente 

con calificaciones profesionales, tiene derechu a comparecer­

ante o los tribunales, Y.ª· sea· en nombre propio o en represen-.. .-, --~ 

tación de otfas p~rsonai.- , Asi, pues, muchas personas ejer -

cen la profesión de ab,'ó&'l'l.dos sin haber aprobado los correspo!!_ 

dientes exámenes~ que los califica y habilita para la abogacia 

y sin haber recibi_do n.ingún tipo de formación juridic_a ofi 

cial. 

Hay dos asociaciones de abogados, la Peradin que re 

presenta a los profesionales en ejercicio calificados y la 

Pershai que admite a todos los que practican la profesión ju-

rídica, estén o no calificados. Los "abogados legos", que 

practican la profesión sin contar con una preparación formal­

en la ciencia del derecho, parecen constituir una categoria -

paraprofesional. 

En un país con más de 250.000 abogados dotados de -

formación jurídica oficial e inscritos· para ejercer la aboga­

cía, muchos opinan que se necesita un número considerable de­

paraprofesionales de este ramo de actividad para atender los-

servicios que hacen falta. Gran parte de los que ejercen es-

tas actividades parajurídicas se dedican ya a la preparación-

~/Boletín del CIJA, No. 12(octubre de 1983), pág. l. 
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de escrituras y otros instrumentos jurídicos y a la partic_i 

pación en los cam 

po. 
" . . . '::· -. _:~:.: _:_ : . . . 

La cu'.esti6n .de ias normas- de cálidad profesionales-

plantea una seria dificultad cuando se trata de personas que 

no han recibido ninguna educación ni formación juridica y 

que ne están sujetas a la vigilancia disciplinaria de una 

asociación o colegio de abogados. Parece que en Indonesia 

no se ha establecido un código de 6tica ni un sistema para -

exigir responsabilidades di~ciplinarias a las personas que -

ejerce~ la profesión, calificadas o no. Sin un código de é-

tica ~i un órgano autónomo de la abogacía que ejerza una ju­

risdicción disciplinaria, no parece que pueda garantizarse -

debidahlente la independencia de la profesión jurídica ni de-

las funciones del abogado. Para quienes ejercen actividades 

juri¿icas con carácter paraprofesional, cuando hagan falta -

esta categoría de profesiones y de servicios, debería-e~~ª -

blecerse un sistema de formación juridica y de inscripción, 

así como un código de conducta y un sistema que permita exi­

gir responsabilidades ante una jurisdicción disciplinaria. 

La profesión Jurídica en Israel está regulada con -

carácter autónomo por el Colegio de Abogados, instituido en-

virtud de la Ley sobre el colegio de abogados de 1981. No -

obstante, está sujeta a la insepección del inspector del Es-
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tado (ombudsman). Al ser admitido para el ejercicio de su -

profesión, el abogado declara solemn=mente qu~ se obliga a -

preservar el honor de la profesión y a actuar lealmente en -

interés de sus clientes y a asistir al tribunal para que se-

haga justicia. 

Aparte de las disposiciories generales que atribu -

yen a toda persona el derecho a estar representada por un 

abogado ante cualquier organismo estatal ~ local o cualquier 

otro órgano o persona que desempeñe funciones publicas en 

virtud de la ley, el abogado tiene la obligación legal a ac-

tuar en consonancia con la ética profesional. Tiene además-

la obligación de guardar el secreto profesional a menos que-

el cliente le dispense de ello. Las normas relativas a la é-

tica profesional establecidas en 1966 disponen que el aboga­

do tiene que defender con tesón y sin temor los derechos d.el 

cliente. No puede representar a partes que tengan intereses 

contrapuestos. 

Tan pronto como un abogado ha comenzado a ocuparse 

de un asutno tiene que seguir encargándose de él y no puede -

retirarse del conocimiento del asunto a menos que surjan se -

rías diferencias con el ciente o que no pueda seguir conocie~ 

do de él por mandato de la ley o por razones de ética profe-

sional; si el asunto se encuentra ya ante los tribunales só-

lo puede retirarse de él si se le retira el mandato o si el -

cliente ha designado a otro abogado. 



so. 

Egipto tiene unos 40.0000 abogados. Los abogados­

están divididos en dos fategorias: a) los abogados que ej=r­

cen la profesión po~ su cuenta-y~b) ~os abogados al servicio 
- '. . -, _.~ :· . . 

del sector pQblico y de órganos~ instituciones del Estado.-

El artículo 10 de la nueva Ley No. 17 de 1983 relativa a la­

práctica de la a_bogacia, que corresponde al articulo 56 de -

la Ley No. 61 de 1968 dispone que se inscribirá en un regis­

trogeneral el nombre, el domicilio y la dirección del despa­

cho profesional de todos los abogados en ejercicio. Cada r~ 

gistro lleva como anexos las listas siguientes: a) los pasa~ 

tes de abogado b) los abogados que pueden actuar en estrados 

ante los tribunales de primera instancia o equivalentes, c)­

los abogados que pueden actuar en estrados ante los tribuna-

les de apelación o su equivalente, d) los abogados que pue -

den actuar en estrados ante el Tribunal de Casación, y e) 

los abogados que no están en ejercicio. El nombre, la direc 

ción y el empleador de los abogados empleados en el sector -

pQblico y en los organismos e instituciones del Estado debe-

registrarse en una lista aparte. 

La Ley No. 17 de 1983 prohibe a todo abogado que -

figure en la lista del sector público la participación en ac­

tuaciones o actividades del tipo que normalmente practican -

los abogados que ejercen por su cuenta, en interés de alguna 

persona o entidad distinta de la que les emplea. Toda acti­

vidad realizada en contravención de esta disposición se tendrá 
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por nula y carecerá de todo efecto. El articulo 56 de la 

Constitución egipcia, promulgada en septiembre de 1971 dispo­

ne que: "Será un derecho garantizado por la ley:· la .constitu -

ción de sindicatos y federaciones sobre una base democrática. 

Dichas entidades gozarán de personalidad jurídica. 

La ley organizará la participación de los sindicatos y feder.e_ 

e.iones en la ejecución de los planes y programas sociales, 

así como en la elevación del nivel de actitud y en la conso­

lidación del comportamiento socialista de sus miembros y en -

la protección de los fondos de aquéllos. Los sindicatos y fe 

deraciones estarán obligados a pedir cuentas a sus miembros -

acerca de su conducta en el ejercicio de su actividad, con 

arreglo a códigos de honor moral, así como a defender los de­

rechos y libertades reconocidos por la ley a sus afiliados". 

La Ley No. 17 de 1983 dispone que ~os abogados no -

pueden ser sancionados por desacato al tribunal ni pueden 

ser detenidos por delitos o faltas de carácter sindical. En­

tales casos, se prepara un memorando que se envía al Ministe­

rio Fiscal y se da aviso también al Colegio de Abogados. Así 

mismo, los abogados no pueden ser perseguidos criminalmente o 

detenidos con carácter preventivo en relación con delitos de­

este tipo, salvo por orden del fiscal general del Estado o 

por uno de los fiscales actuando en SU representación (.artÍC.!:!_ 

los 49 y SO). 
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Los abogados no pueden ser interrogados y el bufete 

no puede ser objeto de registro, salvo por un miembro de la -

Fiscalía, y la ley d;spone que, =n tales casos, hay que dar -

aviso oportunamente al Colegio de Abogados de que se va a 

adoptar esa medida (artículo 51). Con arreglo al artículo 54, 

que corresponde al articulo 98 de la Ley No. 61 de 1968, todo 

el que de palabra, ce obra o con gestos o amenazas atente co~ 

tra un abogado durante el desempeño por éste de sus deberes -

profesionales, o a consecuencia de ello, incurre en la misma­

pena que se impone al que comete este delito contra un juez. 

Para el ingreso en la abogacía se observan los cri­

terios y se aplican los requisitos que se indican a continua­

ción: el candidato debe tener la nacionalidad egipcia; gozar­

de su plena capacidad civil; poseer un título de derecho de -

una universidad egipcia o de una universidad extranjera, a 

condición, en este caso, de que este título esté legalmente -

convalidado; no haber estado condenado por ningún delito o 

falta que pueda menoscabar su honor, su integridad o su mora­

lidad, a menos que haya sido rehabiliado posteriormente; ser 

persona de buena conducta, buena reputación y digna del resp~ 

to que merece la profesión; no haber sido condenado por deli­

tos o faltas de disciplina; no haber sido destituido de su 

cargo ni expulsado o separado de su profesión por razones que 

sean en descrédito de su honor, su integridad o su moralidad; 

no ser miembro activo de ninguna otra asociación profesional; 

tiene que pagar los derechos de registro y las cuotas anuales 

prescritas. 
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Ademls no debe contravenir las disposiciones del ar 

ticulo 14 de la ley que prohibe combinar el ejercicio de la -

profesión jurídica con cualquiera de los cargos siguientes: 

Presidente de la Asamblea del Pueblo o del Consejo Consulti -

vo; el Ministro; un cargo de funcionario del Estado, de enti­

dades públicas o de administraciones locales; el ejercicio 

del comercio, el cargo de presidente de un consejo de admini~ 

tración, director gerente o vocal permanente del consejo de -

administración de una compañia anónima o el cargo de gerente­

de una compañia de responsabilidad limitada o una compañia c~ 

lectiva; el ejercicio de un oficio o una ocupación religiosa. 

La norma legislativa relativa a la prlctica de la -

profesión forense en Egipto destaca la independencia profesi~ 

nal de los abogados y establece variásllormas eficaces y jur.!_ 

dicas relativas al comportamiento que deben observar los le -

trados después de haber prestado el juramento de guardar el -

carácter confidencial de la profesión de abogado como condi -

ción esencial para el ingreso en la abogacía. El articulo 62 

de la Ley No. 17 de 1983 establece también que, en su compor­

tamiento profesional y personal el abogado tiene la obliga 

ción de observar los principios del honor, la probidad y la 

integridad y debe cumplir todos los deberes que le correspon­

den en virtud de la ley, los estatutos y reglamentos del Cole 

gio de Abogados y las costumbres y tradiciones de la profesión 

El Articulo 66 de la Ley No. 17 de 1983 que regula el ejerci-
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cio de la profesión jurídica en Egipto preceptúa que el que 

renuncie a un cargo público o privado para ejercer la aboga 

cia no puede encargarse de las funciones de consejero juridi­

co, personalmente o por medio de un abogado que trabaje en su 

bufete por cualquier concepto, cuando se trate de actuaciones 

dirigidas contra su antiguo empleador mientras no hayan tans­

currido tres años a partir de la fecha en que se interrumpió­

su relación con tal empleador. 

Esta prohibición se aplica también a los abogados -

que han sido miembros de la Asamblea del Pueblo, del Consejo­

Consultivo o de los consejos locales en caso de que se incoe­

un procedimiento contra tales entidades. El artículo 64 de -

de la Ley dispone que "el abogado proporcionará asistencia j~ 

rídica, en las condiciones señaladas en la presente Ley, a 

los ciudadanos ndigentes o que por otro concepto no pueda de-

fender sus derechos. Todo abogado a quien se encargue la re-

presentación de tales personas procederá con la misma dilige~ 

cía que procedería en la defensa de cualquier otro cliente". 

El artículo 93 de la Ley regula la prohibición de asistencia­

jurídica a los indigentes por medio de las filiales del Cole-

gio de Abogados. Esas filiales designan a un abogado para 

que represente a toda persona exenta del pago de derechos por 

falta de recursos económicos (artículo 94). 

La Ley No. 61 de 1968, que fue derogada posterior -
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mente, impuso muchas restricciones a los abogados y a sus li­

bertades. Los abogados han constituido un Colegio de Aboga -

dos central que tiene el carácter de persona jurídica y ha e~ 

tablecido oficinas filiales dentro del ámbito jurisdiccional~ 

de cada tribunal de primera instancia. Con arreglo a la le -

gislación en vigor se han constituido juntas de gobierno del­

Colegio de Abogados general y de sus filiales. 

Las reglas deética profesional y los códigos de co~ 

docta abarcan los tres aspectos del comportamiento del aboga­

do en relación con a) su cliente, b) sus colegas y c) el po -

der judicial. El primer aspecto esto es el comportamiento -

del abogado para con su cliente, está regulado por los artíc~ 

los 77 a 92 de la sección III. Por ejemplo, el artículo 79 -

dispone que el abogado debe guardar el carácter confidencial­

de la información que recibe de su cliente. El artículo 80 -

prohíbe que el abogado preste ninguna clase de asistencia o -

asesoramiento al adversario de su cliente. 

El artículo 81 prohíbe que el abogado compre los d~ 

rechos en litigio o una parte de ellos. Por lo que se refiere 

al segundo aspecto, esto es, el comportamiento del abogado p~ 

ra con sus colegas, el artículo 68 dispone que: "En sus rela­

ciones con sus colegas, el abogado se atendrá al código de 

conducta y a las tradiciones de la profesión jurídica. Salvo­

en casos urgentes, el abogado tiene que pedir permiso a la fi 

lial del Colegio a la que pertenece si quiere demandar a uno-
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de sus colegas. Por lo mismo, no puede encargarse de ninguna 

actuación o acción dirigida contra un colega mientras no haya 

obtenido permiso :del Decano· de la filial del Colegio de Abog.!!_ 

dos al que pertenece. 

Por lo que se refiere al tercer aspecto, esto es, -

el comportamiento del abogado ante el tribunal, el artúclo 67 

dispone·que: "Al dirigirse al tribunal durante la vista el 

abogado procederá con el debido respeto y cuidará de que sus­

rel aciones con los miembros de los órganos judiciales se ba -

sen en la cooperación y estima mutuas". En el artículo 70 de 

la nueva Ley se prohíbe al abogado que haga exposiciones o de 

claraciones relativas a asuntos judiciales en los que partic~ 

pe en calidad de abogado defensor. Se prohibe también al abo 

gado divulgar hechos que puedan influir en el curso de las ac­

tuaciones en beneficio de sucliente o en perjuicio de su ad -

versario. 

Con arreglo a la ley que reglamenta el ejercicio de 

la aboacía, la Junta de Gobierno del Colegio de Abogados está 

facultada para reprender o apercibir al abogado que ha falta­

do a las reglas de ética profesional o las normas de conducta. 

Otras sanciones disciplinarias, tales como la amonestación, -

la expulsión o la exclusión definitiva del registro, son de -

la competencia de un consejo de disciplina que se compone del 

Presidente del Tribunal de Apelaciones de El Cairo, dos Presi 
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dentes de sala del mismo Tribunal y dos vocales de la Junta -

de Gobierno del Colegio de Abogados, uno de ellos elegido por 

el abogado sometido al ·"élCpediente disciplinario:. 

El abogado puede decidir libremente ,si''acépta o- no­

actuar como abogado defensor en algún asunto determinad~ (ar-
--, - - - , 

t ículo 48) . Pero no podrá negarse a defender-al acusadode un 

delito a menos que, en-vista de las circunstaricias o compleji. 

dades delcaso, no se considere en condiciones de desempeftar -

esos deberes de letrado defensor co'n -competenciá y- seguridad-

(articulo 63). 

El abogado designado por el tribunal o por el Cole­

gio de Abogados rio puedé quedare dispensado de s~ obligación 

de defender al acusado a menos que el tribunal dé su consenti_ 

miento para ello. En tal caso, el abogado tiene que seguir -

actuando ante el tribunal hasta que haya sido relevado de sus 

obligaciones~en-virttid-dernombramiento de otro abogado (ar -

tículo 64, párr. 2). 

c;;n arreglo a la Constitución, el código de procedi_ 

miento penal y la ley que reglamenta el ejercicio de la abog!!_ 

cía, el abogado tiene derecho a comunicarse con su cliente 

cuando éste se encuentre detenido. Esta comun~=ación sólo 

puede negarse en los casos relacionados con la seguridad del­

Estado o en virtud de lo dispuesto en la ley de emergencia, -
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con arreglo a la cual el Ministerio Fis~al puede negar ese d~ 

rccho hasta que hayan terminado las investigaciones. La ley-

no establece ninguna restricción al derecho dél cliente a ·el~ 

gir abogado o a renunciar a sus sen·icics. 

El· .. abOgado no es responsable iie las actividad.es de­

su cliente. 'Sóib es responsable en la r..::-dida de su mandáto -

para actua como representante de su clie~te. Los abogados no 

están asegurados con respecto a SU5 ac:!~idades profesionales. 

Los abogados que se encargan profesional~ente de causas impo­

pulares o que defienden a personas perse;~idas o ju=gadas por 

delitos contra la seguridad del Estado y ::; actividades subve.r. 

sivas gozan de inmunidad 6nicamente en l~s tribunales. 

Con arreglo a las disposiciones de la ley, los hon~ 

rarios se determinan de común acuerdo en~re el cliente y su -

abogado. La ley sólo interv~_eE.~c:c.uando ne hay acuerdo escri-

to; en tal caso los honorari·os de.ben deter:ninarse teniendo en 

cuenta cierto número de consideraciones ta!es como la cuantía­

del litigio, la importancia del esfuerzo exigido y la media -

en que ese esfuerzo ha sido eficaz para la consecución del r~ 

sultado apetecido. 

De todcs modos, los honorarios r.~ deben ser inferi~ 

res al 5% ni superiores al 20% de la cuant!a del litigio. Pa 

ra los efectos de calcular los honorarios, la ley no hace di~ 
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tinción entre las distintas categorías en que están registra­

dos los abogados, aunque la costumbre es que tengan en cuenta 

tales categorías. En defecto de tal acuerdo, los honorarios -

son determinados por la filial del Colegio de Abogados a la­

que pertenece el abogado. Cuando la cuantía exceda de 500 li 

bras egipcias, su determinación sólo puede ser impugnada_ante 

el tribunal de apelación, pero si se trata de cuaniias meno -

res puede impugnarse ante la sala de apelación de un tribun'al 

de primera instancia. 

En marzo de 1983 había 193 abogados registrados en­

la lista permanente de abogados autorizados para actuar ante­

los tribunales kuwaitíes. Para ingresar en la profesión juri 

dica se requiere un título de derecho de la Facultad de Dere­

cho de la Universidad de Kuwait o un diploma en derecho islá­

mico (shari'a). Pueden ingresar en la Facultad de Derecho o­

en la Facultad de la Shari'a todos los que posean un certifi­

cado general de estudios secundarios. Los abogados tienen d~ 

recho a colegiarse. La Unión de abogados Kuwuaitíes es una -

asociación voluntaria de abogados dotada de unos estatutos en 

los que se definen los fines de la profesión jurídica y los -

deberes de los abogados. 

La jurisdicción disciplinaria sobre los abogados es 

ejercida por una junta compuesta por el Presidente o el Vice­

presidente del -Tribunal General, que la preside, dos magistr.!!_ 
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del mismo Tribunal que son designados anualmente por el Tribu 

nal en pleno y dos abogados elegidos por la Junta de Gobierno 

de la Unión de Abogados. La Junta de Disc:l.plina es.tá.fac.ulta-

da para i~~orier co~recciones. 

- - ' - -'~· 

!-os abogados que dejan de cumplir sus debe_r,e~ () que 

con su conducta en las actividades profesionales o en otras -

actividades deshonran o desacreditan a la profesión juridica­

pueden incurrir en alguna de las sanciones siguientes: 

a) apercibimiento, b) reprensión, c) suspensión por un perío­

do de hasta tres anos y d) expulsión. La Ley 42 de 1964 dis­

pone que el ejercicio de la profesión de abogado es incompatl 

ble con a) el cargo de Presidente de la Asamblea Nacional, u­

otro cargo público; b) el desempefto de un cargo o el ejercí -

cio de una actividad que no esté en consonancia con la digni-

dad de la profesión de abogado. 

Con arreglo a la ley, el abogado es libre de acep -

tar un asunto o de rechazarlo; en este último caso no está 

obligado a aducir razones para ello. El abogado percibe de -

su cliente los honorarios conforme al acuerdo escrito concer-

tado con él. No obstante, el tribunal que conoce del asunto­

puede, a instancias del cliente, reducir la cuantía de los ho 

norarios convenidos, si considera que esos honorarios son 

excesivos en función del esfuerzo requerido o en función de -

los beneficios obtenidos por el cliente. Los honorarios no -

podrán reducirse si han sido convenidos después de terminado­

el trabajo. 
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El abogado no podrá en ningún caso comprar en su to­

talidad o en parte los derechos litigiosos; tampoco podrá es­

tipular que se le atribuya una parte de tales derechos en lu­

gar de sus honorarios o que se base su remuenración en la 

cuantía o el valor de la rpetensión jurídic·a o de la senten -

cia pronunciada en el procedimiento relativo a tal pretensión. 

En ningún caso podrá el abogado concertar un acuer­

do sobre los honorarios que pueda conferirle un interls o de-

recho sobre el objeto del litigio o trámite de cuya gestión -

estl encargado. La relación entre el cliente y el abogado no 

termina hasta la fecha de la ejecución definitiva de la sen -

tencia o resolución dictada en las actuaciones para las que -

se hayan requerido los servicios del abogado, y éste no tie -

en derecho a percibir la totalidad de sus honorarios hasta la 

fecha, salvo que en el contrato se haya estipulado otra cosa. 

En caso de desavenencia en cuanto a los honorarios, 

y si no hay acuerdo escrito respecto de éstos o el acuerdo 

fuere nulo, el tribunal que haya conocido del asunto, a soli­

citud del abogado o de su cliente, determinará los honora 

rios del abogado de modo que corresponda a la importancia del 

trabajo realizado y al provecho obtenido por el cliente. 

El cliente tiene derecho a contratar los servicios-

<le un abogado de su elección. Tiene también derecho a revocar 
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los poderes de representación legal que haya otorgado. El ar 

tículo 22 de la Ley 42 de 1964 dispone que: "El abogado res -

ponderá ante su cliente del cumplimiento de los deberes que é~ 

te le haya atribuido de conformidad con las disposiciones de­

la ley y con las estipulaciones consignadas en los poderes de 

representación leg~- El artículo 34 de la Constitución disp~ 

ne que "el acusado se pri;sumirá tnoccnte mientras no de haya­

aprobado su culpabilidad en un juicio en el que se le hayan -

deparado las garantías necesarias para el ejercicio del dere­

cho de defensa. El articulo 27 de la Ley 42 de 1964 dispone­

que el Tribunal de lo Criminal designará a un abogado para 

que defienda al acusado del delito que se le imputa. 

De conformidad con el articulo 120 del Código de 

Procedimento Penal, el abogado así designado tendrá que estar 

presente para defender al acusado durante todo el juicio, pero 

se le habrá de proporcionar gratuitamente una copia auténtica 

del expediente correspondiente, con la debida antelación an -

tes de la fecha fijada para la vista del asunto. Si el abog~ 

do, sin una razón injustificada deja de cumplir este deber, -

el Tribunal de lo Criminal podrá imponerle una multa de hasta 

cien dinares. No existe un seguro para responder de las res­

ponsabilidades del orden pecuniario que puedan derivarse del­

ejercicio de las actividades profesionales del abogado. 

La profesión jurídica está reconocida-y reglamenta-
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Ja en Túnez por la Ley 58-37 de 15 de marzo de 1958. El artí 

culo 9 dispone que, al ser admitido por primera vez para el -

ejercicio de la abogacía, el abogado formulará ante el Tribu­

nal de Apelación el juramento siguiente: "Juro ante Dios CU!!! 

plir los deberes de mi profesión ton honradez e integridad, -

guardar el secreto profesional, obedecer las leyes y no apar­

tarme nunca del respeto debido a los tribunales y a las auto­

ridades públicas" •. 

En ejercicio de la abogacía es incompatible con cui.!_ 

quier cargo público, salvo el cargo de profesor o lector en -

la Facultad de Derecho, y algunos cargos cuyo desempeño es i~ 

demnizado con cargo a fondos del Estado, de las comunidades -

locales o de establecimientos públicos. El ejercicio de la -

abogacía es también incompatible con cualquier tipo de activ.!_ 

dad comercial. Las personas a las que se ha conferido un man 

dato parlamentario están sujetas también a ciertas restricci~ 

nes por lo que se refiere al ejercicio de la abogacía mientras 

dure su mandato. 

El Consejo de la Abogacía responde del mantenimien­

to de los principios de la integridad, imparcialidad, modera­

ción y confraternidad en que se funda el ~jercicio de la pro-

fesión jurídica. El Consejo ejerce la vigilancia que se nec~ 

saria para velar por el honor y los intereses de la profesión. 

forense. Actúa además como órgano disciplinario de la. profé-
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sión juridica y se ocupa de todas las cuestiones relacionadas 

con el ejercicio de la profesión, la defensa de los derechos­

de los abogados y el cumplimiento estricto de sus deberes. 

Todo abogado que incurra en faltas u omisiones en -

el cumplimiento de los deberes profesionales_o act6e en des -

crédito de la abogacía puede ser objeto de las- sigu_ientes co­

rreciones disciplinarias: apercibimiento, reprensión, suspen­

sión por un periodo de hasta dos aftos, expul~i6n por un peri~ 

do de hasta tres aftos y expulsión definitiva. Eri su jurisdic­

ción disciplinaria, el Consejo de la. Abogacía puede actuar de 

oficio o a instancia de la Fiscali"" Geperal·, .. en virtud de una 

En Belice hay unos 20abdgadós que.ejercen por.su -

cuenta y 10 abogados al servicio de la_ ~dmin:ist~a:c{;()~ del Es­

tado. La profesión jurídica se rige por la normativa legal -

consignada en la Orden No. 8, de 1980. No hay restricciones-

para realizar los estudios de derecho, pero no existen en Be-

lice instituciones legales para completar los estudios de de-

recho. Las personas que quieren ejercer la profesión jurídi­

ca tienen que hacer los estudios de licenciatura en la Univer 

sity of West Indies y dos aftos de derecho en la Norman Manley 

School de Jamaida o bien estudiar en Inglaterra. 

Con arreglo al artículo 40 de la Ordenanza sobre la 
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Profesión Jurídica, la Bar Association (Colegio de Abogados)­

es una persona juridica. Todoso los abogados son rnie~bros de 

la Bar Asso_ciation, que es la que determina su admisión para­

el ejercicio de la abogacía. Es una entidad autónoma que re­

gula el ejercicio de la profesión juridica. Suelen tomarse -

como normas las aplicables a la profesión forense británica. 

Hay un Comité de la Abogacía que intervie_ne en caso de viola­

ción de la ética profesional. El abogado puede ser de~andado 

en caso de negligencia. 

Los abogados no están sujetos a ninguna restricción 

por lo que se refiere a la participación en la vida política, 

social o cultural del país. El abogado no tiene ninguna obl~ 

gac ión profesional de tornar a su cargo un asunto. Las cornunic!!_ 

clones entre los abogados y sus clientes están amparadas por­

el secreto profesional. Los funcionarios de prisiones toman­

las disposiciones oportunas para que las personas detenidas -

puedan comunicarse con sus abogados. En cualquier juicio se­

guido en virtud de la Ley de.urgencia el detenido tiene dere­

cho a estar representado por un abogado defensor de su elec -

ción. 

La profesión jurídica en Colombia, don_de hay unos -

30.000 abogados, es bastante numerosa. Í.a Coríst_itución de C-2_ 

lornbia señala que toda persona tiene libertad 'de -escoger sú "­

profesión u ocupación. Esta libertad está <sujetS:, natural me_!! 
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te, a los requisitos de admisión para el ejercicio de la abo-

gacía. Es indispensable haber cursado en una universidad los 

estudios prescritos de formación jurídica, que comprenden una 

serie de materias, unas obligatorias y otras facultativas y -

haber hecho un período de aprendizaje de dos ai'ios. Son abog~ 

dos titulares los que han obtenido ei titulo correspondiellt~e­

reconocido por el ordenamiento jurídico. 

Hay muchos colegios, consejos :y federá.ciones ;de ab.2, 

gados organizados y constituidos como organizacio~es ~olunta­

rias reconocidas por el departamento de ~suntos jurídicos del 

Ministerio de Justicia. El Colegio Nacional de Abogados (CONA~ 

BOS), que tiene sede en Bogotá, es el más prominente y prest~ 

gioso de ellos. Cuida de los derechos y de las responsabilid~ 

des de la abogacía, vela por los intereses de los abogados y 

por su protección para que puedan ejercer sus funciones con -

libertad y dignidad, asi como por la salvaguardia del imperio 

del derecho y del interés público por medio de las instituci.2, 

nes legales. Corresponde a la junta de gobierno del Colegio -

la aplicación de las sensaciones a los miembros que faltan a 

sus deberes. 

El Código de ética del ejercicio de la profesión 

jurídica está consignado en un decreto (Decreto No. 196 de -

1971). La jurisdicción disciplinaria en el más alto escalón­

la ejerce el tribunal de disciplina establecido en virtud del:-
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artículo 217 de_ la Constitución, el cual conoce de los asuntos 

en apelación o revisión. El Tribunal Superior de Distrito Ju-

dicial es competente para conocer en primera instancia de las­

fal tas cometidas por los abogados en el territorio de su dis -

tri to. El Tribunal Superior de Distrito ejerce la jurisdic 

ción disciplinaria por medio de la sala de lo penal. 

El ejercicio del derecho es incompatible en Colombia, 

lo mismo que en otros países, con los empleos en la administr~ 

ción pública, el servicio activo en las fuerzas armadas y alg~ 

nos cargos públicos electivos, en caso de que haya conflicto -

de intereses. También están inhabilitadas para el ejercicio -

de la profesión las personas privadas de su libertad por haber 

sido objeto de un procesamiento. 

El abogado no puede actuar en ningún asunto en el 

que haya intervenido en -el desempeño de un cargo-púlicoo con 

el que haya tenido que ver en el ejercicio de funciones ofici~ 

les; tampoco puede actuar ni realizar ningún actos de represe~ 

tación de un cliente ante organismos donde haya prestado sus -

servicios mientras no haya transcurrido un período de un año a 

partir de la fecha de su separación del cargo. El abogado pu!:_ 

de aceptar o rechazar un asunto sin expresar las razones de 

ello, pero tiene la obligación profesional de aceptar la repr~ 

sentación o defensa en un asunto cuando es nombrado para cllo­

por la autoridad instructora o por el juez. 
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Entre los deberes de un abogado para con su cliente 

figura el de respetar el carácter confidencial y guardar el -

secreto profesional de las comunicaciones que se .. le hagan, 

salvo cuando se trate de evitar la comisión de un delito. El 

abogado faltaría a su deber si, por ejemplo no expone con 

franqueza y precisión su parecer sobre el a·sunto que se le -

confía o acerca del cual se le consulta, o si ·garantiza al 

cliente que, en el caso de que se le encomiende la defensa del 

asunto, obtendrá un resultado favorable, o si asesora o repr~ 

senta a personas que tienen intereses contrapuestos, salvo si 

es en provecho común de esas personas y con el consentimiento 

de ellas; o si obtiene del cliente la atribución eventual de­

una participación en los resultados que se obtengan del liti­

gio, o si, aprovechándose de la necesidad, la ignorancia o la 

inexperiencia de un cliente, exige u obtiene una remuneración, 

un provecho o u na recompensa desproporcionados por su traba­

jo o los gastos. 

Con arreglo a los reglamentos de prisiones colom 

bianos, el abogado tiene acceso a las personas que se encuen­

tran detenidas. En virtud de las disposiciones pertinentes -

del derecho penal, el detenido tiene derecho a nombrar un ab~ 

gado para que le asista en todos los trámites consiguientes. 

Si no quiere o no puede nombrar un abogado, se le asigna uno­

por decisión judicial. Los abogados pueden incurrir en res -

ponsabilidd disciplinaria, sin perjuicio de posibles respons!!_ 
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bilidadcs civi}es o criminales, con respecto a sus activida-

des profesionales. Normalmente los abogados no están ~segu-

rados financieramenteJ~óntia \1tis>¡c~fories de .danos y perjui-
·c_, •':' • •¡_ ';'°'' '''•" .~·: •"·,._: ,~;: - ' •> "/;'•, , --

c i os concerni.;;nfes~'ats~~ ácú":i.~ades profesiOnal.Js: 

En" ;1~::;:;rru.u s .. L ,, º" •• : ••••• _ Los 

miembros deLColegio de Abogados estlin inscritos como aboga­

dos o como notarios. La profesión jurídica ocupa un lugar -

importante en la sociedad costarricense. Tanto la Unión Co~ 

tarricense de Abogados, que es u na asociación de tipo corp~ 

rativo, como el Colegio de Abogados, son entidades que gozan 

de sumo prestigio y que contribuyen considerablemente a ga -

rantizar la independencia de los abogados en el ejercicio de 

su profesión. La garantía constitucional básica de la líber 

tad de asociación y la libertad de expresión sirven de funa-

mento a la profesión jurídica en el mantenimiento de su ind.!:_ 

pendencia. Los costarricenses que se han graduado en derecho 

pueden solicitar la admisión en el foro. 

En el plan de estudios de derecho.~ que abarca cin­

co anos, figura la ética jurídica~ los decálogos del juez y­

el notario y los derechos humanos. La Facultad de Derecho -

de la Universidad de costa Rica cuenta con un consultorio j~ 

rídico que proporciona asistencia jurídica a las personas de 

bajos ingresos. 
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Para ejercer la abogacía hay que pertenecer al Col~ 

gio de Abogados. El Colegio de Abogados tiene los fines si -

guientes: a) favorecer' el progreso de la jurisprud~ncia y de~ 

la abogacía; b) colaborar con la Universidad p!Írf~esa'rrollar 
'· .... , .- - -. . . --'-, ;'_.-.- ·:. - .. -... -. 

el estudio del derecho y de. las materias.·afÍ.ne!i;;c) di~tami -

nar sobre a~untos de su competencia cuando.··~~· cons~l ta~o 
por uno delos tres poderes del Estado; df pr~se'r~ar y -~estim~ 
lar el espíritu de'dignidad entre los -juristas; e) promoVe'r y 

fomentar la dignidad y el prestigio de la pr~fesión jurídica; 

f) proteger los derechos de losmiembros del Colegio y tomar _­

todas las medidas necesarias para facilitar y garantizar su -

bienestar económico: g) organizar o dirigir, siempre que sea­

posible, la asistencia que se considere necesaria para la pr~ 

tección de los miembros que lo necesiten. 

El Colegio de Abogados presenta regularmente proye~ 

tos y hace sugerencias con objeto de mejorar la legislación -

nacional y es consultado a menudo con respecto a las reformas 

legislativas. El principal conjunto de normas que regula el-

comportamiento de los abogados es el código de ética: en él -

se dispone que el abogado en ejercicio debe proceder con dig­

nidad de tal modo que esté por encima de todo reproche, no s~ 

lo en el ejercicio de su profesión sino también en su vida 

privada. No debe faltar a las normas de la honorabilidad y -

debe proceder con la consideración que caracteriza a todos 

los hombres integras. Debe ser leal y veraz y proceder de 

buena·fé; por consiguiente, no aconsejará ningún acto fraudu­

lento ni consignará citas erróneas en sus alegatos escritos. 
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En el código se dispone que la justicia de la causa 

que defienJe estará siempre por e~cima del interés pe•sonal -

del abogado; que éste debe preservar su buena. reputación> pr~ 

cediendo con toda la debida circunspección y co.riilüé:iéndose 

con la máxima integridad moral; que debe -r~sp~tar ·~a ley y 

las autoridades públicas legalmente constituidas y velar por-

que sean respetadas; que no debe tener conversaciones partic~ 

lares con los jueces sobre una cuestión que esté pendiente de 

decisión; que debe mostrar respeto para con la opinión expre­

sada por los jueces en sus decisiones y los argumentes de sus 

adversarios aun cuando disienta de ellos; que debe mostrar 

siempre respeto y cortesía hacia quienes administran la justi 

cía, y asistir al poder judicial, aunque ello no supone subo~ 

dinación del abogado al poder judicial, ni dependencia respe~ 

to de éste; que debe proceder con respeto para con la digni -

dad de sus colegas y mostrarles cortesía lealtad y confianza. 

El abogado no debe anunciarse de modo excesivo o impropio; d~ 

be respetar las disposiciones- legales que_ de_te:rminan las cau­

sas de incompatibilidad con el ejercicio de la abogacía; el -

abogado en ejercicio puede ser amonestado si participa en po­

lémicas de la prensa relativas '.'a-' cue-stiones que están sub ju­

dice. 

El secreto -profesiÓnÚ es a,.la ,vez un derecho y un-

deber para el abogado. 
'/~ .· :.;···~:·:_,~·:·,,>: .. ··_ ~-» . ·:-: 
.'con respecto ª··su Cliente es>\.¡~ _de -
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con los jueces, es un derecho ya que no podría oír declaraci~ 

nes confidenciales si se supiese que puede ser obligado a re­

velarlas. Además, si un abogado es citado como testigo, tie­

ne que atender la orden pero en el curso "ºde las actuaciones -

tiene que negarse a contestar" las ~preguntas que, según su pr~ 

pio y plenamente independi~nte juicio, puedan suponer una vio 

lación del secreto profesional. 

La obligación de guardar el secreto profesional de~ 

aparece si el cliente incoa un procedimiento contra el aboga­

do. En tal caso, el abogado puede revelar lo que sea esencial 

para sudefensa y, para esos mismos efectos, presentar docume~ 

tos que le haya confiado su cliente. En Costa Rica un aboga­

do goza de libertad para aceptar o rehusar los asuntos que se 

le quieran encomendar. No obstante, una vez que ha aceptado­

el asunto, el abogado no puede revocar su decisión con objeto 

de representar al adversario de su cliente. Las violaciones­

de la ética profesional son de la competencia de la junta de~ 

gobierno del Colegio de Abogados que, con sucomité de conduc­

ta profesional, está facultad para imponer sanciones. 

Un abogado podrá ser suspendido en el ejercicio de­

su profesión por decisión del tribunal en pleno: a) si ha si­

do procesado por un delito que lleve consigo la pena de inha­

bilitación para el desempe~o de un cargo o empleo público o -

el ejercicio de una profesión, o está cumpliendo una senten -

cia que le ha impuesto tal pena, o ha sido suspendido en el -
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dcsempeno de un cargo o empleo público o en el ejercicio de­

su profesión; b) si se niega a rendir cuentas oportunamente a 

su cliente sin causa justificada; c) si resulta culpable de -

malversación, desfalco, extorsión o uso indebido de fondos en 

perjuicio de sus clientes; d) si se comprueba que ha certifi­

cado una firma falsa o permite que litiguen por su mediación­

personas no atitorizadas por la ley; e) si incurre en mala co~ 

ducta noto!"if1 a c-ausa de embriaguez escandalosa o frecuente; -

y f) si en general incurre en irregularidades o faltas de in­

tegridad o-ele honradez:en el ejercicio de su profesión. 

En- general, el~ ejerc'ici_o_ de la abogacia no es inco!!!_ 

patible con. otras actividades, oficios o profesión., Los abo­

gados que desempeñan cargos en dependencias del,poder ejecut_! 

vo o del poder judicial, no están autorizados para el ejerci­

cio de la abogacía por su cuenta. Los abogados de la procur~ 

duría general de la República se encuentran en una situación­

parecida. Los abogados pueden participar libremente en la v_! 

da política, social y cultural del país. 

El abogado tiene libertad para aceptar asuntos o p~ 

ra rehusarlos. Se considera muy natural que un abogado se 

abstenga de defender un asunto que sea contrario a sus convis 

ciones políticas, sociales o religiosas. No obstante, una 

vez aceptado un asunto, tiene que cumplir fielmente con su d~ 

ber hasta su conclusión. 
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El abogado debe guardar el secreto profesicnal so­

pena de incurrir en inhabi1itación para el ejercicio de la -

abogacía .por un periodo decseis meses a dos afl.os; ni siquie­

ra sus clientes pÜeden e~cus'~rl~ de la observancia .de este -

deber. Si se le Üama a.de~~lli~ar,, ,el abogado tiene que ne -

garse a contestar a· las pregunta~ que, según su propio y pl~ 
namente independiente juicio·~· puedan suponer una violación -

del secreto profesional~ También están amparadas por el je­

creto profesional las declaracio~es q~e un tercero haya he -

cha al abogada. Solamente queda.dispensado.el abogado de 

guardar el secreto profesional si él mii~ó es óbjeto de una­

acción de su cliente, en cuyo caso puede revelar lo que sea-

esencial para su propia defensa. 

El derecho de los abogados y de sus clientes a co­

municarse entre si está garantizado por el articulo 44 de la 

Constitución, que dispone que nadie podrá permanecer incomu­

nicado más de diez días. El incapacitado o el menor de edad 
• 

tienen plena libertad para escoger abogado. El acusado tie-

ne derecho a ser defendido por un abogado de su elección o -

por un abogadode oficio. 

El abogado puede incurrir en responsabilidad civil 

o responsabilidad penal exigible ante los tribunales por ac­

tos perjudiciales para sus clientes, por negligencia profe -

sional o~~o~ a~tos constitutivos de delito. El abogado debe 
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El abogado debe guardar el secreto profesional so­

pena de incurrir en inhabilitación para el ejercicio de la -
' -

abogacía por un período de seis meses a dos ai'l.os:; ni siquie_. -

ra sus clientés pueden" exciisa~le de la observanciii. ~e este -

deber. Si se le llama_ a dec.larar,: el abogado tiene que ne ..; 

garse a contestar a las preguntas que, según su-propio y.pl.!:_ 

namente independiente j~i~ici"', puedan··'suponer una violación -

del secreto profesional. También están amparadas por el se­

creto profesional las declaraciones qué un -ter~ero haya he -
cho al abogado. Solamente queda dispensado el abogado de 

guardar el secreto profesional si él mismo es objeto de una­

acción de su cliente, en cuyo caso puede revelar lo que sea­

esencial para su propia defensa. 

El derecho de los abogados y de sus clientes a co-

municarse entre sí está garantizado por el artículo 44 de la 

Constitución, que dispone que nadie podrá permanecer incomu­

nicado más de diez días. El incapacitado o el menor de edad 

tienen plena libertad para escoger abogado. El acusado tie-

ne derecho a ser defendido por un abogado de su elección o -

por un abogadode oficio. 

El abogado puede incurrir en responsabilidad civil 

o responsabilidad penal exigible ante los tribunales por ac­

tos perjudiciales para sus clientes, por negligencia profe -

sional o por actos constitutivos de delito. El abogado debe 

• 
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actuar siempre en conformidad con la ley y proceder siempre -

así en la gestión de los asuntos que tenga a su cargo. 

; . . 

Lo:: abogados mand~tarios tienen que contratar un S.!:_ 

guro contra el abuso de confianza, las malversaciones, etc. -

para cubrir sus responsabilidades financieras. Si se trata -

de los notarios, la protección contra la responsabilidad por­

falta o negligencia sólo abarca la contraída eri su· Clilidild de 

notario. Los honorarios de los abogados se rigen por el cód~ 

go de procedimeinto civil, que determina el tanto por ciento­

ad valorem que ha de percibir el abogado. El trabajo del abo 

gado y el trabajo del notario se remuneran separadamente. Las 

partes pueden decidir, de común acuerdo, que el juez fije los 

honorarios. Pueden también determinar los honorarios por me­

dio de un contrato privado. 

En Venezuela hay unos 20.000 abogados. El abogado-

inscrito en el Colegio de Abogados tiene derecho a ejercer en 

todo el territorio de la República. No obstante, tiene que -

colegiarse en la sección del Colegio de Abogados correspon 

diente a la jurisdicción en la que normalmente ejerce. Para­

ingresar en una facultad de derecho, es necesario poseer un -

certificado de estudios del bachillerato en las materias co -

rrespondientes o aprobar un examen de ingreso. 

Para ser admitido al ejercicio de .la abogacía s.e ri.!:_ 

ccsi ta poseer los conocimientos juridico_s acreditádoS por el -
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título, colegiarse en una asociación o colegio de abogados e 

inscribirse en el ~n~tituto de seguro social de los abogados. 

No está permitid.~.;ciis~riminación o preferencia alguna por m2 
··,, ·. ,~"'.·' --, : ,. ·,,• · .. ·:;·,":.·;· ;0. >· .. ', 

ti vos de ~aia•;Z:i'~x~ ~\¿redo/ o condición social. En las facul 

tades de ~~;ebJ~/f5~.;~~s~nan, entre otras materias, la ética­

j urídica }/~1 ·f';;~~···~e la función y responsabilidades sociales 

de los ab·~·gS:dos> ·Los letrados se consideran como colaborad.2. 

La Federación de Colegios de Abogados de Venezuela, 

que es la más alta institución de la abogacía, regula y pro­

tege el ejercicio independiente de la profesión jurídica y -

está integrada por todas las asociaciones o colegios de abo­

gados existentes. Es una entidad de carácter exclusivamente 

profesional, que tiene personalidad jurídica propia. Las 

normas de conducta de los abogados están consignadas en el"'­

código de ética profesinal. La independencia de los aboga -

dos está implícita en elsistema de administración de justi -

cia y en los recursos que asisten a los ciudadanos. Toda pe~ 

sona tiene derecho a estar representada por un abogado de su 

elección o por un abogado que designe el juez que conozca 

del caso. 

Las sanciones disciplinarias que pueden imponer en 

caso de violación de las reglas de ética profesional van de~ 

de la reprensión privada hasta las sanciones pecuniarias, la 
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suspensión o la prisión. No pueden ejercer la profesión de­

abogado los sacerdotes, los miembros de las fuerzas armadas­

en servicio activo y los funcionarios públicos. La exclusión 

del ejercicio de la abogacía por razón de conflicto de inte­

reses o de incompatibilidad, o en evitación de situaciones -

delicadas, forma parte de la ética profesional. Los aboga -

dos en ejercicio tienen libertad para participar en la vlda­

política, social y cultural del país. 

El abogado en ejercicio tiene el deber de defender 

a un acusado si ha sido nombrado por el tribunal a tal efec­

to. Los abogados tienen el deber de defender gratuitamente­

ª las personas que por resolución del tribunal puedan acogeE 

se al beneficio de pobreza. Los abogados tienen que obser -

var la regla del secreto profesional. Este deber fundamen -

tal debe observarse plenamente incluso después de haber ter­

minado el abogado de prestar sus servicios al cliente. 

El abogado tiene derecho a negarse a declarar con­

tra su cliente y puede abstenerse de responder a cualquier -

pregunta que suponga una violación de los secretos de su 

cliente. No obstante, el abogado que es demandado por su 

cliente queda excusado de la obligación del secreto profesi~ 

nal en la medida necesaria y esencial para su propia def~nsa. 

Si el cliente informa al abogado de su i~tención de~cometer­

un delito, el abogado puede, con arreglo a los dictados de -
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su conciencia, hacer las revelaciones que sean necesarias 

con objeto de evitar la comisión del delito y de prevenir 

los dai'ios. ínórales o materiales que puedan resultar .. de ·su. pe.!. 

pet racióti. 

Los abogados y los apoderados o representante¡; :le­

gales no pueden concertar, ya sea por sí mismos o·por medio­

de otras personas, ningún pacto o contrato con los clientes­

para la venta, donación, permuta u otra transacción análoga­

relacionada con los bienes o con otros objetos en litigio· en 

un asunto en el que estén actuando profesionalmente. En el­

sistema jurídico venezolano el pacto de cuotalitis o prácti­

ca de convenir unos honorarios condicionados al beneficio o~ 

tenido mediante el litigio se juzga reprobable, pues se est! 

ma inadmisible o poco ética. 

Los abogados tienen derecho a comunicarse con sus-

clientes. El ministerio público y sus agentes tienen el de-

ber de velar por que toda persona en detención preventiva r~ 

tenida por las autoridades de policía sea informada de los -

derechos constitucionales que le asisten de comunicarse con-

su abogado. Este debe proceder escrupulosamente, evitando -

conflictos de intereses y obligaciones o compromisos incomp~ 

tibles. 

Los abogados son. responsa.bles de las a·cti vid;des -

profesionales que realizan. en namore de un· ·~di~~t:e;;; yii 00que°' se 



108. 

les confia un mandato que tienen que cumplir; si dejan de ha 

cerlo, el tribunal de disciplina de la sección correspondie~ 

te del Colegio de Abogados conoce en primera instancia de las 

faltas contra las reglas de la ética profesional, tales como 

negligencia manifiesta, la violación de la norm~ del secreto 

profesional y cualquier otra falta o irregularidad en su con 

ducta profesional. 

El abogado puede también incurrir en responsabili­

dad por daños en ciertos casos. No exi.ste uri· sistema de se-

guro contra los riesgos profesionales. Existe un reglamento 

nacional sobre los honorarios minimos que indica la tarifa -

de los honorarios que pueden percibir los abogados. Normal­

mente, sin embargo, los honorarios son convenidos en una ne~ 

gociación o contrato privado. 

En Madagascar hay un solo Colegio de Abogados que­

se conoce con-el nombre de "Barreau de lá-Cour.d'Áppel d' A!!_ 

tananarivo". Los abogados colegiados pueden actuar ante el­

Tribunal Supremo, el Tribunal de Ap.elación, los tribunales -

de primera instancia y sus salas, y ante todos los tribuna -

les que forma parte de la organización judicial. 

También pueden actuar ante todas las comisiones 

disciplinarias en nombre de empleados y funcionarios del Es­

tado. En Madagascar no hay más que una categoría de abogados. 
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La indejendencia de éstos no astA mencionada en la 

Constitución, ~er~ está reconocida tlcitamente .en l~ Ley de-

reorganización de Colegio de Abogados . ,,,:;e> 

El 

de normas dé 

observancia 

~','.:-:~:.'?~:: 
~-:· .< -~~¿ . 

propio 'có:~Ú~~! de ética y 

eta que sus miembros as{.111ila.n' mediante la­

tradiciones, L.a instit1.lción' del "Barreau" 

no empezó a exist"r en Madagascar hasta que comenzó la colo­

nización, pero lo~ miembros franceses del foro de Antananari 
¡ . -- -

vo adoptaron esas ~radicione .. s y los miembros malgaches que -

hoy constituyen l~ mayoría de los colegiados han procurado -

seguir el camino ,lue en este sentido dejaron trazado sus pre 

cursores. 

El derec o a ejercer la profesión de abogado en M!!_ 

dagascar estl sujeto en general a las mismas condiciones pre!!_ 

critas en Francia. La Junta de Gobierno del Colegio de Abo-
- - ---l~- -----------,-o------,-~,----.---~--=-----~-=--·---=---

gados hace una invrstigación acerca de la reputación del can 

didato. Antes de ser admitidos encalidad de abogados pasan­

tes, los candidato tienen que 'ser .. ·presentados por el Decano 

del Colegio de Abo ados y prest¡ii; el juramento de rigor. 

Los pasa tes de abogad~ tienen que asistir a las -

clases que sé impa ten para su aprendizaje y frecuentar las­

audiencias de los. tribunales •. Ademls, en su período ·.de apre~ 

dizaje, el pasante tiene que trabajar un ai\o por lo menos en-
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el ~espacho de un abogado o de un notario o en la f1scalí~ -

adscrita al tribunal de apelación o a un tri~unal de primera 

instancia. Los abogados gozan de libertad de asociación. El 

Colegio de Abogados funciona como entidad autónoma. 

Rwanda no tiene letrados que ejerzan la abogacía. 

Tiene autoridades judiciales y funcionarios de justicia, pe­

ro el ejercicio de la profesión de abogado no es corriente. 

En algunos otros lugares del mundo tampoco existen los abog~ 

dos como categoría profesional que se ocupa de representar a 

los litigantes. 

En muchas sociedades se cuenta con mecanismos con­

vencionales más sencillos de solución de las controversias -

que no exigen la intervención de abogados. En varias juris­

dicciones existe un reducido número de abogados; son pocos -

los recursos de personal preparado y éste se utiliza en otras 

actividades. No se dispone de medios de formación jurídica­

no se cuenta con obras de derecho ni informes sobre cuestio­

nes legales. 

En la mayoría de las constituciones de los Estados 

no se prevé de modo expreso la independencia de la profesión 

jurídica como se prevé en el caso de los jueces o incluso de 

los jurados y asesores. Ello se debe tal vez a que la abog~ 

cía no constituye generalmente un órgano del poder del Esta-
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do y su independencia se da por supuesta separadamente de los 

órganos de los poderes del Estado, o bien se debe a que su a~ 

tonomia está garantizada por la legislación, por las tradici~ 

nes y convenciones sociales y profesionales y por la propia -

naturaleza del trabajo que los abogados realizan. En efecto, 

con su trabajo y su tradición juntos los que definen la natu­

raleza y el alcance de su independencia, porque ésta es, como 

la de los jueces o magistrdos, los jurados y los asesores, 

una condición sine qua non de su trabajo. Es la primera del­

servicio que realizan, y como ese servicio se presta mejor 

dentro de las tradiciones de libertad, la independencia es su 

aspecto más fundamental. 

El abogado no puede desempeñar y cumplir con f1.D1ci6n 

de representante o consejero bajo amenazas, restricciones, 

presiones, influencias, incentivos, intimidaciones o injeren­

cias exteriores de dondequiera que procedan, directas o indi­

rectas, ni en caso de conflicto de intereses. No puede ser -

totalmente imparcial o independiente respecto de su cliente,­

pero la ética profesional requiere de él cierto grado de obj~ 

tividad, libertad e independencia, incluso en las relaciones­

que median entre él y su cliente. El abogado representa a su­

cliente y a los intereses ~e éste, pero al aconsejarle, re -

presenta también la ley. El letrado tiene derecho a aconse -

jar a su cliente lo que puede y lo que no puede hacer, y no -

tiene que allanarse a las apremiantes exigencias de su clien-
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cuando éste le pida que deje de decirle lo_ que no puede hacer 

legalmente y que le diga, en cambio, cómo puede hacer lo que­

él quiere. Tampoco forma p~rte de los deberes del abogado 

identificarse con los. inte.reses ·,o· deseos de su clie.nte hasta-
: ' - o- " 

el punto de coilfabülarse para ·iacomisión de un delito o un -

hecho ilícito. 

La independencia de la ~bogacía es un derecho de 

los individuos e instituciones que buscan la protección jurí­

dica porque constituye para ellos la garantía funcional de 

que podrán acudir a los abogados para que les representen o -

aconsejen. Es evidente que un abogado expuesto a presiones o 

estímulos impropios cualquiera que sea su índole y proceden -

cia, no puede cumplir cabalmente sus deberes profesionales p~ 

ra con su cliente ni representarlo como es debido. Si sucum-

be a esas presiones, pierde el derecho a representar o acons~ 

jar a su cliente. 

Una presión o un incentivo de esa índole puede pro­

ceder de los adversarios de su cliente, o bien de la clase, -

el grupo o la raza a la que el cliente pertenece. Las presi2 

nes de la opinión pública en causas impopulares son igualmen-

te peligrosas. La discriminación obedece no pocas veces a un 

malestar social que se manifiesta en una disposición de ánimo. 

Si un abogado está afectado por un prejuicio o está influido-

por los prejuicios de otros. no es de fiar para el cumplimien-
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to de su deber. En tal caso, los grupos o clases que son 

víctimas d~ los prejuicios no tendrán acceso a la justicia. 

Incluso cuando se trata de litigios ordinarios, el abogado -

debe estar en condiciones de inspirar a--s~ ;;l~ente litigios­

ordinarios, el abogado debe estar en conci:i.c:i.olles de inspirar 

a su cliente total y absoluta confianza._ 

La fe y confianza que en su abogado tenga el liti­

gante (o toda persona que bus~ue asesoramiento jurídico) na­

ce la competencia del abogado,de su diligencia, su reputación, 

su libertad, su valor y su fidelidad a las más altas normas-

profesionales. Si las autoricades o el público identifican-

al abogado con su cliente o ccn la causa de su cliente, ind~ 

pendientemcnte de que sea popular o impopular, la libertad -

profesional del abogado queda comprometida. Desgraciadamen-

te, se trata de un fenómeno generalizado que hace que los 

abogados sean objeto de la rc?'obación pública y el ostraci~ 

mo social y estén expuestos incluso a perder su trabajo pro­

fesional, la libertad personal y la vida por estar vincula -

dos profesionalmente a un determiando asunto o tipo de asun-

tos o por proceder con valentía y honradez. Es bien sabido-

que los abogados son también recompensados con la asignación 

de altos cargos públicos por los servicios profesionales 

prestados a partidos políticos. Esto, no obstante, es com -

prensible y excusable, pero cuando se castiga o amenaza a un 

abogado con sanciones penales, civiles, administrativas, eco 
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nómicas o de otra indole por el hecho de haber aconsejado o 

representado a un cliente o a una causa, se crea una situa -

ción de intimidación.de la profesión jurídica y de violación 

de su independencia. 

En todo el mundo existen marcadas similitudes en -

lo que se refiere a tres aspectos fundamentales: a) el con -

cepto de la abogacía como profesión, b) la identificación a~ 

plia de una función que consiste en asesorar a los clientcs­

Y como clase profesional. Cada uno de estos aspectos es vi­

tal para el estatuto de la colectividad constituida por los­

profesinales que ejercen la abogacía y para su independencia. 

La función de los juristas como estudiosos y publicistas, que 

exige además particular erudición, objetividad e independen -

cia, está reconocida de modo general y tiene sus orígenes en 

la antigüedad. 

Dadas las compeljidades de la sociedad moderna, sea 

cual fuere la fase de desarrollo económico de un país, los 

abogados se han hecho indispensables. Los particulares, los 

grupos y el Estado necesitan asesoramiento jurídico en todos­

sus actos para prevenir y evitar problemas, y para ajustar y 

ordenar sus asuntos; necesitan juristas para que les repre -

senten. Los abogados poseen una formación y tienen unos co­

nocimientos técnicos especializados. Y, lo que es fundamen -

tal, tienen un sentido de responsabilidad social, una ética -
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profesional y un grado de independencia que son indispensa -

bles para el desempefio de sus funciones. 

,,.,,-

>¡;~ ia .;6ú~c1~a moderna no puede -hab-er una organiz.!_ 
'"--" ·~·-

ci6n satiSfai:toria o 'sistemática d_e las actividades económi­

cas y sociales en uná comun_idad o en el mundo (que hoy cons­

tituye una-comunidad), ni puede hab~r un sistema aceptable -

de decisión y ajuste de las controversias sin el derecho y -

los abogados. Y las libertades fundamentales y derechos hu· 

manos básicos no pueden protegerse adecuadamente y fomentar-

se eficazmente sin una participación activa de los profesio-

nales del derecho. Para realizar estas tareas, el abogado -

tiene que ser individualmente libre e independiente y la abE_ 

gacía debe ser libre y autónoma en cuanto profesión organiz~ 

da. El abogado y la profesión forense deban tener concien -

cía de los ideales a cuyo servicio están y del modo que de-

ben servirlos en el cumplimiento de sus obligaciones. 

El abogado tiene obligaciones para con su cliente-

y para con la sociedad. Entre sus obligaciones para con la-

sociedad se cuentan sus deberes profesionales y sus deberes-

hacia el prójimo. En este contexto la profesión jurídica 

puede definirse como la constituida por un grupo de hombres­

y mujeres "que profesan como vocación común un arte liberal­

con un espíritu de servicio público, servicio que no deja de 

ser público por el hecho de que, incidentalmente, pueda cons 

tltuir un medio de vida"·!.I/. Hay mucho lÍlásque tradicional -

17/ Hoscoe Pound, Jurisprudence, vol. 5 (The System of Law, 
1959, pág. 676). 
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dignidad y alegre camaradería en la idea de una profesión. 

Hay un e~peño intelectual y moral que es característico de -

la profesión jurídica. Hay un espíritu de-servicio público, 

una búsqueda de la justicia y la equidad; y uria.:.fidelidad a­

ciertos valores que justifican la denominación de.noble pro-

fesión. 

u• .L<u.•~" es esen-

cial, no sólo en interés. de fos~allogaéi'os sino porque éstos -
--,.-'.: ... ----. -- _.' _·._ '.----·_e : - .-_-. -

están al servicio de la causa fundamental de los derechos de 

los individuos y de la .sociedad. El desarrollo y la natura­

leza de la profesión jurídica están vinculados a la evolu 

ción y características del orden jurídico dentro de cuyo ma1:_ 

co actúan quienes la ejercen. El abogado sirve ese orden j~ 

ridico, contribuye a extender sus fronteras y procura refor­

marlo y humanizarlo. Un abogado es, en este sentido, no sé-

lo un mecánico, sino ta1?1bién un ingeniero y un arqu_itecto. 

Los abogados y la idea que ellos mismos tienen de­

su profesión atestiguan su sentido de la tradición y su con­

ciencia de su misión y de su responsabilidad social. La 

idea que los profesionales de la abogacía se hacen de su fu~ 

ción es una garantía de que las metas y los ideales de ésta­

no quedan relegados al olvido y de que las aspiraciones rec~ 

nacidas que conformas esa idea constituyen una especie de 

contrato social y un~ prenda de seriedad en el desempeño de -

esas funciones. 
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La forma en que los abogados enfocan su papel con­

duce a la adopción de normas y de usos éticos y protocola 

rios, escritos algunos, pero en su mayoría no escritos, que­

sufren la influencia de las presiones, las necesidades y las 

demandas sociales y están sujetos a cambios interno~y a ve­

ces a la intervención de los órganos legislativos o judicia-

les. Esto contribuye al proceso constante de socializaicón-. 

de la profesión. Los ideales de la abogacía son fundamenta.!_ 

mente universales, pero sin ser por ello uniformes. Su uni-

versalidad proviene de una base de valores compartidos y.de-· 

principios comunes que en todo el mundo se aplican a la pro-

fesión. Esos ideales no pueden conseguirse a menos que, co-

mo condición intrínseca, institucional y funcional, esté ga­

rantizada la independencia de los abogadosl!1 • 

Desde el punto de vista de la función del abogado­

y del principio de la independencia de éste es fundamental -

la formación y capacitación profesional de los letrados. Só 

lo mediante una buena formación jurídica y una capacitación-

práctica profesional pueden los abogados asimilar el derecho 

como ciencia y como arte y prepararse para el ejercicio de -

su profesión. 

18/ B. Barber. "Sorne Problems in the Sociology of the Profe-
ssions", 1963 (Deadaius, vol. 92, no. 4. pág. 672) 

Durkheim llegó a la conclusión de que una actividad ocupacio 
nal sólo pucd? ~cr eficazmente regulada por un grupo que, 7 
por estar suf1c1cntemente familairizado con ella, conozca su 
funcionamiento, aprecie todas sus necesidades y pueda seguir 
todas sus variaciones. Véase J. S. Gandhi, Lawyers and Totus 
1982. , 
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Los p~ofesionales competentes en el periodo prepa­

ratorio de su carrera profesional y como jóvenes abogados 

por último, que asimilan los conoc;mien'::os j;..rídicos y las -

técnicas de la abogacía que les transmiten sus mayores. Es­

en el curso de esa fase formativa de sus vidas cuando se corr 

figura su sistema de valores y cuando adquieren su sentido -

ético profesional, la conciencia de las responsabilidades s~ 

ciales de su ~rofesión y su interés por los derechos humanos 

y las libertades fundamentales. 

El ejemplo de las escuelas inglesas de pasantes de 

abogado (Inss of Court) subraya la importancia de la forma -

ción profesional en esta esfera. Esas escuelas son desde h.!!_ 

ce siglos verdaderos "viveros de abogados". Son ellas las -

que selcccionana a los aspirantes al ejercicio de la aboga.­

cía, se encargan de su formación y establecen las pautas de­

conducta y de etiqueta de la profesión. de ese modo se crea 

un ambiente de cohesión de homogeneidad. 

Una escuela inglesa de abogados es al mismo tiempo 

una universidad, un club y un gremio de profesionales unidos 

por una tradición y un ri~ual compartidos y transmitidos de­

generación en generación, pero al mismo tiempo abiertos a la 

vida moderna. Jueces, abogados y aspirantes al ejercicio de 

la profesión, todos son parte de esas escuelas que proporci~ 

nan una formación jurídica en un marco profesional. Los más 
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jóvenes asimilan los valores de la profesión y sus tradicio­

nes como parte de su educación y de su cultura jurídicas. 

A un observador exterior y crítico, es posible que las cscu~ 

las inglesas de abogados le den la iapresión de institucio -

ne3 muy cerradas y exclusivistas, que perpetúan una estruct~ 

ra clasista y mantienen el status qua. Es cierto que se -

trata de instituciones esencialmente conservadoras, que no -

responden con rapidez a repentinos vientos de cambio. Pero, 

por otra parte, han dado pruebas de su gran capacidad para -

adaptarse a la evolución de los tie~~os sin renuncjar a la 

tradición. La Law Society (Sociedad Jurídica), que es un ó~ 

gano profesional de abogados y procuradores desempeña análo­

gas funciones educativas, informa ti iras y disciplinarias. 

Ella y las Inss of Court, así como las universidades, incul­

can a los estudiantes los principios fundamentales y la man!:_ 

ra de entender la enérgica independencia de la profesión. 

En la mayoría de los países del nnmdo se registra -

una clara tendencia a reemplazar el aprendizaje profesional­

por los estudios universitarios para la formación de los ju-

ristas. Enmuchos países es requisito imprescindible para la 

inscripciónen el colegio de abogados poseer un primer grado­

universitario, seguido por un segundo título de especializa-

ción jurídica. Es un estudio inicialmente publicado en 1922, 

Max Weber establecía una relación entre el sistema de apren­

dizaje y el carácter pragmático del common law, que conparaba 
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c0~ la prdctica mfts intelectual y formalista del derecho a -

que daba lugar la formación universitaria en Europa. 

Des..!e, el 'punto de vist,a -, de ia independencia de los 

abogados, es necesario transmitir los, ideales de la profe 

sión y el valor básico de su independencia tanto mediante la 

formación universitaria ~orno en~l curso de un aprendizaje -

¡>rofesional, y tanto como parte del bagaje intelectual como­

en el sentido de un actitud pragmática. En todo el mundo, -

la finalidad de una edü~~ci6n y de una formación prlctica JE 

ridicas debería ser equipar al estudiante con: a) una compe­

tencia t6cnica profesional y un entedimiento, amplio y en 

función del contexto, del derecho, de su evolución y de su -

función; y b) una conciencia de los ideales y las obligacio­

nes 6ticas del abogado, así como de los derechos humanos y -

las ibertades fundamentales, y un sentido de responsabilidad 

social y de preocupación por las personas desventajadas o 

al:-andonadas. 

En este contexto, y a fin de subrayar la nueva d! 

mensión del segundo (pero no secundario) objetivo, Lord Wil­

berforce hablaba en Manila hace, algunos años de la necesidad­

de una nueva raza de abogados sensibles a las obligaciones -

de su profesión, y el juez P. N. Bhagwati ha patrocinado la­

idea de los abogados "tradicionales" o "consuetudinarios" en 

los países del tercer mundo, que 0 aún sin título oficial, pe!:_ 
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mitan responder a los nuevos retos con que ha de enfrentarse­

la profesión~/. 

No hay que olvidar que los distintos pai~es siguen 

sistemas de 1ormación de los profesionales del derecho, dis -

tintos tipos de programas de estudios y carreras de distinta-

duración. También, en función de los diferentes sistemas ju-

ridicos~ se utilizan distintos mltodos y técnicas pedagógicos. 

Y se acepta, por lo general, que la formación de un abogado -

no ha termi'nádo ..:uando acaba sus estudios de derecho en la 

universidad para empezar a ejerce-· la profesión. 

En muchos paises, son los propios letrados los que 

organizan los exámenes y exigen la observancia de ciertas fo~ 

malidades para el ingreso en el colegio de abogados. En In -

glaterra, se ha vuelto a destacar ahora la importancia de la-

formación universitaria de los juristas, pero para ejercer la 

profesión hay que pertenecer necesariamente al Colegio de-Ab~ 

gados o a la Sociedad Jurídica ya se trate de abogados para -

las instancias s~periores, o de abogados de instancias infe -

riores o procuradores, respectivamente. 

19/Kishore N. Gchind (Fiji). "Do we need 'Barefoot' Lawyers?", 
~ Papers Proceedings of the Commonwealth Law Conference (Hong 

Kong), 1983. 
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F.n la República de Corea, el ingreso e~ la profe -

sión se hace pasando u~ difícil examen, después de la oportu-

na formación jurídica en la universidad. En el Japón, las 

personas que han terminado sus estudios de derecho tienen que 

trabajar como pasantes para ser considerados como abogados 

;lenamente calificadosl.Q/. F.n distintos países hay cursos in 

tensivos organizados por los propios colegios de abogados. 

La idea principal es garantizar la competencia profesional, -

pero lo que tambiin se requiere es un considerable aumento 

del contenido de derechos humanos de las ensefianzas de dere -

cho y un especial hincapié en la independencia de la abogacía 

como institución profesional. 

El acceso a los estudios de derecho y a las carr~ 

ras jurídicas constituye evidentemente un factor importante -

de la función que el derecho y la abogacía desempeftan en la -

sociedad. Si existe una discriminación indirecta o una expu! 

sión sistemática para el ingreso en la facultad o el ejerci -

cio de la abogacía, esas trabas tendrán necesariamente cier 

tas repercusiones en el funcionamiento de la profesión. Pue­

de no haber una discriminación abierta, pero pese a ello es -

muy posible que por razón o por otra todo un sector de la po­

blación quede excluido de la formación o de las prdfesiones -

20/ Ley No. 205, de 1949. 
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de carácter jurídico. Con objeto de evitar las consecuencias 

perjudiciales de las discriminaciones por razón de clase y de 

ideología, así como de garantizar la independencia ·ae l~s ab2_ 

gados, el acceso a las ense~anzas jurídicas debe \s~rI~abie~to, 

igual, uniforme y sin discriminación. En .algunos paises~ es-

tá constitucionalmente permitido y es socialmente ·des.cable r!:_ 

currir, aunque moderadamente, a ciertas medidas qu~ aseguren-
- -·--~ ------~'·:~:~=~- _-;¿_-~,~-

una mayor accesibilidad y corrijan ·1os posibles desequilibrios. 

Una mayor accesibilidad a estas profesiones dará -

probablemente una mayor amplitud de visión a sus miembros y 

les permitirá responder mejor a las necesidades de toda la S2_ 

ciedad, con lo que se democratizará y socializará la profe 

sión misma y se impedirá que se haga exclusivista y elitista. 

Esa mayor accesibilidad puede muchas veces disminuir la horno-

geneidad social de la abogacía tradicional y reducir la cali-

dad y el nivel general de la profesión. Se requiere, por eso, 

una estrategia que ofrezca a los miembros procedentes de sec­

tores culturalmente más atrasados o socialmente más desvali -

dos de la comunidad plena oportunidad de alcanzar elnivel de-

los otros antes de ingresar en la profesión o poco después, a 

fin de que el nivel de la profesión en su conjunto no sufra -

un serio retroceso y de que no se creen disparidades de carác 

ter cualitativo. Cabe hacer notar que durante mucho tiempo,-

en lo concerniC"nte al ingreso en la abogacía·, . existía cierta­

dis.:riminaciófl basada, no sólo en la raza, el color y el origen 

social,sino también en el sexo. 
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A principios de siglo, las mujeres no rodian ser 

abogadas en muchos paises. En el curso de lo~ últiQOS años -

ha ido aumentando, sin embargo, constantemente el :iúmero de 

abogada~ en la mayoría de los paises del mundo. Su ingreso -

en la abogacía permite a ésta desempcftar su papel nis adecua­

damente ycon una mayor conciencia de los punt-os de vista fem~ 

ninos, lo que, a su manera, contribuye a su objetividad,y a -

su independencia. 

La existencia de un buen número de abogados en 

ejercicio tiene su importancia porque contribuye a awnentar 

su influentia y les permite desempeftar más adecuadanente sus­

deberes para con la sociedad. No existe ninguna fór~ula cst~ 

blecida para determinar el número ideal de abogados e:i cada 

país. Tampoco puede indicarse una proporción o porcentaje r~ 

zonables en relación con la población total. 

Ciertas sociedades son más legalistas o más plei 

teadoras _que: otras.- Tambiéff las distintas formas de riqueza y 

de propiedad, así como su distribución y los tipos de litigios 

que a ellas se refieran pueden indicar la mayor o menor nece­

sidad de abogados y los sectores en que deben estar especial~ 

zados. La necesidad de abogados depende también de la exis -

tencia de un sistema eficaz de recursos, el costo de sus ser­

vicios, así como el resto de las costas judiciales, del tiem­

po que se tarda en resolver las cuestiones y de la confianza-
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que inspire r lo s~tisfactorio que sea en general el procedi­

miento judicial en cada sociedad. El .problema de las costas, 
·~>. ,'-.; 

así como el de~,las •. demoras,.puede asumir grave~ proporciones. 

Los abogados!:i.~el1~n ).a C1bligaCión soCial ele procurar que los -

plazos se red.U~~~~~ al ni.friimo y de que SUS serYiCiOS no cues -

ten más de lo ·j \l~to • ·aunque en la mayoría de los países no es 
~ - '; ' . : _·-. ' . 

necesario iliy~ac:tible imponer una escala rígida o uniforme de 

honora'rios~7siempre que el sistema .no convierta la asistencia-

letrada en. alg~ que está exclusivamente reservado a los ricos. 

El método. ;¿ás.:aceptable parece ser por lo general la existen­

cia de un.i'iÍ1meroadecuado de abogados y la libertad de elec -

ción de éstos por el público. 

Demanda y oferta no pueden determinarse con preci-

sión, pero es generalmente interesante averiguar si existe e~ 

casez o superabundancia de abogados. La abundancia de letra-

dos ejerce ~iertas repercusiones en la sociedad, pero también 

es probable que rebaje el nivel de la profesión. Un gran nú­

mero de abogados de varia calidad reducirá inevitableaente la 

calidad general de los servicios. Un pequeño número, aunque-

de gran calidad, daría lugar a una escasez de asistencia y 

crearía cierto elitismo. La profesión tiene que estar equili_ 

brada tanto desde el punto d~ vista.de la calidad como de la­

cantidad. 

Los países corl"muy pocos abogados tropiezan con un 
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problema de fulta de publicaciones jurídicas, deficiencia en 

la preparación de informes y escasa calidad del discurso in­

telectual. Es difJcil crear un sentido de comur.idad cuando­

el n6mero de abogados es muy pequefto. Pero hay también pai­

ses, Rwanda por ejemplo, que no tienen abogados. 

si ia ensei\anza del derecho y la formación profe­

sional són factores positivos de la preparación de los futu­

ros abogados para una adecuada percepción de su función y de 

la importancia fundamental del principio de su independencia, 

la piedra de toque reside de hecho en el fiel desempeño de -

su papel, ya sea en calidad de asesores ya en la de represe~ 

tantes de sus clientes. Todo advocat, abogado o attorne, 

sea cual fuere el término que se utilice para designarlo y -

ya se trate de un veterano o de un principiante en la profe­

sión, desempei\a funciones de asesoramiento y de representa -

ción. 

En la mayoría, de los casos, la mayor parte, de ellos 

desempei\an esas funciones a cambio de una remuneración. Pero 

el problema esencial es si lo hacen de manera cuidadosa, com­

petente y diligente, con dignidad, honor y humanidad, y en 

consonancia con las normas deontológicas propias de su profe­

sión; si el abogado desempei\a sus funciones fielmente, sin t~ 

mor y con libertad e independencia, sin ninguna traba~ influen 

cia, injerencia, restricción, obstrucción, inducción, presión 



127. 

o intimidación de ningGn origen; si todo miembro de la soci~ 

dad puede disponer de los servicios de abogados y puede rec~ 

rrir a la justicia en condiciones de>m~yor o m~nor igualdad; 

y si la abo;a~ía ensu'conjunto contri.huy~ a mantener el im-

perio de 1a·1ey~ á proraovcr y protezcr los derechos humanos­

Y a fortalecer la verdad y la justicia_en la sociedad. 

--Eiia siraple prueba cuádruple es el criterio funda­

mental para .evaluar la función social del aboeado. ?ara po­

der soraeterse a ella de manera satisfactoria para sí misrno,­

para la comunidad pro~esional a que ~ertenece y para el con­

junto d.e la sociedad, todo abogado tiene que estar imbuido e 

inspirado por las nobles tradiciones de su profesión y ser -

consciente de los privilegios y de la posición <le responsabi 

lidad que ocupa en la sociedad. El marco fundamental de nor 

mas deontológicas que se le aplican es más o menos el mismo­

en los distintos ordenamientos jurídicos. 

La ética jurídica ofrece a los abogados como clase 

las reglas fundamentales para participar en el procesosocial­

civilizado de solución de los litigios y para ayudar a deci­

dir o a reparar injusticias con arreglo a la ley; a la equi­

dad ya una conciencia rectamente formada. La misión del ab~ 

eado consiste por lo general ~n buscar la justicia con arre­

glo a derecho. El puede ayudar a interpretar la ley a la 

luz <le la justicia en el caso de que se trate. Representa -
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una causa y un cliente, pero también rcpre~enta a la ley, con 

todo su ri~or y su sabiduría. Quizá no pueda ser totnlmente­

imparcial o independiente enrelaci6n con su cliente y con la­

c.:iusa de éste, ¡>ero en tanto en c.uanto su lealtad se debe en­

filtima instancia a la ~ey y él es un colaborador de los trib~ 

nales, su parcialidad no pue.de rebasar ciertos límites y el -

abogado tiene que mantener cierto grado de independencia pro­

fesional incluso ~n-relaci6n coa su cliente y con la causa 

que defiende. 

Los derechos_y los deberes de los abogados, asi co­

mo su conducta y sus motivos, han de interpretarse en todo ca 

so en función de las necesidades de su labor profesional y de 

ben ser tales "que merezcanla aprobaci6n de todos los hombres 

justos" 21 1. Los deberes de un abogado para con su cliente 

son asesorar a éste sobre sus derechos y obligaciones legales, 

adoptar las medidas que procedan en derecho para proteger a -
C> 

su cliente y sus intereses, y representar a su cliente ante -

los tribunales, cortes o autoridades awainistrativas. El abo 

gado puede, manteniéndose dentro del espíritu de la ley, ape­

lar a la conciencia del juez o del jurado, y persuadirles pa-

ra que apliquen la ley de modo que se haga justicia tal y co­

mo él la ve. 

21/Añíerican Bar Association, Oninions ;of the Committee on Pro 
~ fcssional Ethics with the Cnnons of Protess1onal Ethics, 

ed1c16n de 1967. 
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Y puede asesorar a su cliente sobre los aspectos p~ 

sitivos y negativos de su caso. Su &tica profesional exige -

que ese asesoramiento sea imparcial y .sincero y .esté basado -

en su sentido de la. res9onsabilidad, y '1Ue no fomente los lit!_ 

gios ni ayude a fabricar :::>ruchas o se haga. c6mplice de su 

cliente para la comisi6n de un fraude ·o i:i ·violaci6n de la 

ley. El abogado disfruta de inmunicd~d respecto. de las comun.!_ 

caciones confidenciales de su cli.e11te ¡ pero s6lo por razones­

de interés público, no para.poder ~ol1~~i.ra·r.o colaborar en la 

comisi6n de un delito. 

La confidencialidad de las relaciones entre el abo-

gado y su cliente es una condici6n importante !:'ara que el pr!_ 

mero desempefte sus funciones de manera independiente, objeti­

va y cre1ble. En la mayoría de los países, las comunicacio -

nes entre el abogado y su cliente se consideran reservadas. 

Cuando un abo3ado se compromete a defender a un cliente acus~ 

do de delito, el abogado tiene derecho a utilizar, honrada y­

ecuánimemente, todos los medios de defensa que permite la ley. 

Si el abogado que defiende a un cliente revela la informaci6n 

que ha recibido de éste o si el Estado interroga al abogado -

acerca de la información que su cliente le ha proporcionado o 

consulta los documentos del abogado para descubrir lo que el­

acusado haya podido decirle o los documentos que haya podido-

entregarle, es posible que la acusación ya no necesite testi­

gos y que el abo3ado se vea reducido a la condición de un te~ 

tigo de cargo. 
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El carlcter reservado de la comunicaci6n entre el -

abogado y su cliente no va, sin embargo, mis allá del caso de 

que se ocupa el pri~ero. Si el cliente estl 8 ~unto de come­

ter un delito, el abogado es libre de informar al rcs~ecto a­

la policía. Incluso puede tener la obligaci6n de hacerlo. 

Todo abogado cuyo cliente haya escapado a la jurisdicci6n del 

tribunal cuando se encuentra en libertad ~rovisional bajo 

fianza está obligado a revelar el paradero de su cliente, aun 

c.uc éste se lo haya hecho saber de ¡:¡odo confidenci:il 22 1, La -

información de que un cliente ha violado las condiciones de -

su libertad condicional no tiene carácter reservado 231 . Co:-l-

arreglo a un dictamen oficioso no publicado, el abogado de un 

procesado en rebeldía no puede correctamente aconsejar a su -

cliente que no se entregue por creer que la histeria colecti­

va va a impedir que se le juzgue con imparcialidad241. 

A los __ abog_ados no se les permite que se hagan l_a _ 

propa~anda, porque eso sería incompatible con la dignidad de­

su profcsi6n. Si, en los últimos años, se ha ~ermitido a los 

abogados que se anuncien en ciertos ~aises, es ~rincipalmente 

porque se considera de interés para el público. Todo abogado 

tiene derecho a ponerse sin demora en contacto con su cliente 

recluido, porque la comunicación entre ambos es necesaria pa-

22/ Ib1CI • ., plg. 20. Dictamen oficial de la A.B.A :-;o. 155. 
T'J/ T6TO., Dictamen oficial No. 156. 
I!I DíCtamen oficioso No. 14, ~·, plg. 21. 
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ra un juicio justo y para el mantenimiento de la ley. Los · 

abogados no pueden aceptar ningún empleo que les co lo_q_ue en· 

posición subordinada de cualquier autoridad,· porque esC>,iria 

en menoscabo de se libertad. 

En todos los ordena:niento-s juridicos existe un CO!!!. 

plicado sistema de normas que indican las incompatibilidades 

y los conflictos de intereses con la prlctica de la abogaci~ 

~ fin de proteger la integridad y la independencia del abog~ 

ao, que son fundamentales para el desempeño de su función en 

la administración de justicia. El abogado no Fuede dedicar­

se a actividades industriales y co~erciales y, en la mayoría 

de los países, no ¿uede ejercer otra profesión, ~crque debe­

estar exclusivamente consagrado a la suya. Es generalmente­

libre de participar en la vida política, social o cultural -

del país, porque eso no compromete su independencia y por lo 

mucho que se aprecian su bagaje intelectual y su condición -­

de persona libre e independiente. 

El abogado tiene la obligación de mostrar el debi­

do respeto al poder judicial y de defender y mantener su di& 

nidad. En todos los sistemas jurídicos, el abo~ado puede o­

no ser considerado como parte del tribunal, pero es en todo­

caso un importante artífice del derecho, y la independencia­

del poder judicial es vital para la independencia del aboga­

do y viceversa. 
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Los fia~istrados, que no son totalmente libres de d~ 

fcnderse a si mismos, tienen en particular derecho al apoyo -

de los abogados contra las criticas y las reclamaciones inju~ 

tas 251 . Esto no significa, sin embargo, que e1 abogado esté-

en modo alguno subordinado al juez. El abogado tiene derecho, 

cuando proceda, a oponerse a la participaci6n de un juez en -

una causa, o a la celebración de un juicio o audiencia. 

Puede pedir también que una causa sea transferida -

de un juez o jurisdicción a otro. Puede denunciar cualquier-

comportaniento indebido o cualquier injerencia de un juez en­

el desempeño legítimo e inde;endiente de las obligaciones que 

le incumben en relaci6n con sus colegas y con el colegio de -

abogados, y éste puede, cuando proceda, manifestar su desapr2 

bación de la conducta del jue~. 

En ciertos países, el presidente del colegio de ab2 

gados transmite a los jueces el sentir de la corporación que-

preside. Los ciembros del colegio se nie~an a veces a actuar 

ante determinado magistrado o adoptan otros métodos para dar-

a conocer clarac.ente su objeción. Un juez no debe utilizar -

sus poderes para castigar un supuesto desacato al tribunal en 

aquellos casos en que lo Gnico que ha hecho el abogado ha si-

do esforzarse ~cr cumplir su ¿eber. De hecho, en ciertos paf 

ses, es el pro~io juez el que ?Uede verse acusado de desacato 

a causa de su ccwportamiento ~busivo con un abogado o de la -

utilizaci6n de un lenguaje ofensivo o desmesurado. 

;15/ Ibid., pág. 16 
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Tampoco deb~ el ma¿istrado al que un Pbogado seftala 

que 61 mismo está incurriendo en desacato incoar a dicho abo­

gado un ~rocedimiento para la imposici6n de sanciones. El 

abogado tiene que disfrutar de inmunidad civil y criminal por 

las declaraciones ~echas de buena fe en sus alegatos escritos 

o verbales o en su trabajo profesional ante una corte, tribu­

nal u otra autoridad judicial o administrativ.a. 

En ciertos países, el consejo.de abogados desempefia 

un papel en la selecci6n de jueces. Eri ese caso; 'e1 colegio­

debe conceder la debida importancia a la competencia de las -

personas seleccionadas para ocupar tales cargos, aprovechando 

la experiencia que ha adquirido en esa esfera para evaluar 

las cualidades de los distintos candidatos 26 /.. Los abogados-

deben abstenerse cscrupulosanente de ejercer cualquier influc~ 

cia personal sobre un juez, as! como de injerirse en la buena 

administraci6n de la justicia. Las relaciones entre jueces y 

abogados no deben prestarse a "malas interpretaciones de moti_ 

vos" y no deben dar la impresi6n de que se favorece en parti­

cular a un abo¡;ado. Como dice una norma estadounidense: "Una 

celosa independencia en el deserapefio de las funciones profe -

sionales, sin negación ni disminuci6n de la cortesia y el re~ 

peto debidos al juez por ra~6n de su cargo es la única base -

adecuada para unas relaciones personales y oficiales cordiales 

entre la ma~istratura y la abogac:ia" 22 1 

TO/ lb1<l., pág. 17. 
7:7 / 1llTcf. • pág. 1 8. 
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La sociedad debe garantizar la seguridad personal 

de l~s abogados Ni el Estado ni ninguna otra autoridad, c~ 

mo tampoco ningún litigante, pueden vengarse de ninguna fo!. 

ma ni en el ¡¡bogado ni en los miembros de su familia •. ·Es -

bien sabido que ha habido abogados a los que se hap:ri.vado­

de su libertad. y de sus medios de vida y que han sid.o pre -

sos de concien-cia por el solo motivo de haber cllllip:h.'do-deci 
__ .::.-_,_,_'. .,- -

dida y valientemente sus deberes profesionales'; e-Muchos' de­

e llos han sido víctimas de torturas y secuestro~. 

Estos episodios extremos constituyen una -forma de 

intimidación organizada y comprometen doblemente las liber­

tades fundamentales y los derechos humanos. Hay formas me­

nos graves de injerencia en la independencia.de la abogacía 

que, aunque no tan evidentes y violentas, son perniciosas y 

censurables. Nos referimos a toda la gama que va desde la­

persuasión y el soborno hasta el nepotismo, el chantaje y -

otras formas aparentemente más sutiles de presión. 

Cuando las personas individuales o colectivas, o­

incluso los organismos del Estado~ utilizan esas formas at~ 

nuadas de injerencia, y siempre que el deterioro de la mor~ 

lidad no haya socavado la vitalidad de la sociedad y de la­

abogacía, esas prácticas abusivas tropiezan con las lllarreras 

que les oponen la conciencia del abogado individual, la 

deontología profesional, las protestas del ~úblfco ~la de~ 

aprobación de la comunidad internacional. 
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La condición mis importante para el fiel desempeno­

de la profesión es la autonomÍ'l y la independencia de su orga­

nización. Para cada aobgado su organización profesional es -

su refugio sagrado. El honor y la integridad de la profesión 

y de sus miembros están garantizados por su independencia, 

que, a su ~~z. está salvaguardada por la autonomía de su org~ 

nización. Un abogado aislado es poco lo que puede hacer ~ara 

proteger en el ejercicio de sus funciones su independencia 

frente a poderosa·s instituciones o personas. Un grupo aut6n~ 

mo colectivo sirve de defensa y de protección institucional a 

todos sus miecbros. Es al mismo tiempo el mejor instrumento­

para la promoción de las tradiciones profesionales, de la éti 

ca colectiva y de la solidaridad. 

Crea entre sus miembros vinculas de intereses comu­

nes y les infunde un sentido de misión. Una or~anización pr~ 

fesional autónoma se convierte en un cauce de continuidad y 

de responsabilidad social colectiva. Es importante que los -

objetivos y las actividades de la organización profesional a~ 

tónoma de abogados sean tales que reflejen toda la gama de 

preocupaciones de la profesión. En la mayoría de los países, 

ésta está organizada como órgano de derecho pfiblico o actfia -

como asociación de carácter voluntario. En muchos países fu~ 

cionan paralelacente órganos de ambos tipos. Estas entidades, 

ya sean obligatorias o voluntarias, tienen una función esen -

cial que desempefiar en la transmisión a los abogados de un 

sentido de ética profesional y de responsabilidad social, asl 
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como de solidaridad profesional y do independencia. Los miem 

bros m5s destacados de la profesi6n ocupan un i~portante lu -

gar en la organizaci6n de la misma y en el mantenimiento de -

su espíritu de obstinada independencia. Su eminencia y su 

éxito como abogados constituye muchas veces una fuente de fo~ 

tale~a para la abogacia. Igualmente importante ?ara la auto­

nomía y la independencia de los abosados en rclaci6n con cua~ 

quier autoridad externa es la libertad interior de discurso -

intelectual en el marco de la profesión. 

En distintos ordenamientos jurídicos se ha adoptado 

toda una serie de medidas estructurales en virtud de las cua­

les la abogacia disfruta de un alto grado de autonomía. Si -

la profesión ha de mantener su autonomia de organización y re 

glamentaci6n internas, es imprescindible que ejerza su juris­

dicción disciplinaria de manera adecuada, efectiva y digna de 

la aprobación de la comunidad, sin indebida indulgencia para­

con sus miembros descarriados. Las facultades disciplinarias 

deben confiarse exclusivamente a un comité establecido por el 

colegio de abogados, que siga un procedimiento justo y adecu~ 

do, con posibilidad de recurso ulterior. 

Lo .. mlis importante, sin embargo, es que todos los 

miembros de la profesión estén imbuidos de la ética propia de 

ésta. Todo abo?,ado debe en todo momento esfor=arse por mant~ 

ner el honor y la dignidad de la profesión, teniendo en cuenta 
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que cuando sigue una conducen censurable por un motivo du¿oso, 

esa conducta va en perjuicio y detrimento de la propia corpor~ 

ción que lo acoge en su seno. Esta es en gran medida, aunque-

aplicada con distin~O"!; grados de precisión, frecuencia y ri -

gor, la norma universalmente reconocida de la profesión de abo 

gado en todos los países del mundo. 

En la mayoria de los paise~ hay, en el marco de l~­

abogacia, tribunales disciplinarios ante los que los abogacos· 

han de responder en primera instancia. La asociación de aoog~ 

dos tiene también establecido un mecanismo de autocrítica pro-

fesional, reforma interna y autodefensE concertada contra cual­

quier amenaza exterior a la independencia de sus miembros. La 

jurisdicción disciplinaria de los colegios de abogados no sig­

nifica inmunidad de éstos de su responsabilidad civil y crimi­

nal. 

En algunos paiscec!ó_•~ las de~nunc_ia_s_ de_ abusos y_ neg_!i­

gcncias profesionales, con reclamación de importantes sumas de 

dinero a los abogados culpables, han asumido proporciones ala~ 

mantes y han convertido en una riecesidad prlctica el segura de 

los abogados para responder de esos actos. En la mayoria ¿e -

los paises, sin embargo, el seguro para las reclamaciones cc~­

tra los abogados no existe, principalmente porque los litigios­

de esta naturale•a no se conocen o no constituyen mis que u~z­

responsabilidad remota~ 
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Esto no exime, sin embargo, a la profesión organiz~ 

da de ejercer de manera eficaz su poder disciplinario. En mu­

chos países hay quejas estridente.s de los "consumidores" del -

sistema legal en el sentido de que los órganos disciplinarios -

de la abogacía adoptan una actitud demasiado blanda e inaulge~ 

te ante las faltas de los miembros de su asociación profesio -

nal. En Inglaterra, por ejemplo, se ha pedido que en la junta 

disciplinaria haya también personas que no sean abogados. Su­

gerencias análogas que se han hecho de ve: en cuando en otros­

varios paises prevén una solución intermedia que no comprometa 

el monopolio profesional, la independencia y la responsabili -

dad social de los abogados. 

El acceso del abogado al sistema judicial eri nombre 

de su cliente, la existencia de un marco adecuado y la posibil.!. 

dad de cualquier persona de relacionarse con el abogado son 

elementos fundamentales del funcionamiento general de la abog~ 

cja y de su independencia. La profesión no puede ser indepen­

diente si depende de hecho, en cuanto a su clientela. del sec­

tor más próspero de la sociedad, sin poder prestar servicios a 

los miembros de otras clases menos favorecidas. si se niegan, 

se recortan o prácticamente se anulan los recursos existentes, 

o si se pri\·a al abogado de su derecho de comunicarse con su 

cliente, o de asesorarlo o representarlo. 

Oficialmente. todo sis tema reconoce cel dl)recho_de -
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toda persona, particularmente de las que se encuentran en prl,. 

sión preventiva, a ponerse en contacto con su abogado, y vic~ 

versa. En- la- mayoría de los -ordenamientos jurídicos se encue.!!. 

t ra también 'un', s ls,t~ma de recursos. Cuando esos recursos se­

supr imen o suspenden, como por ejemplo en estados de excep 

ción, o cuando se Yen privados de su eficacia, un abogado in-

dependiente y un colegio de abogados autónomo poco pueden ha -

cer que no sea recurrir a la opinión pública del pais y a la­

de la comu~idad internacional. 

Otra cuestión que se plantea es la de s~ los servi 

cios de los abogados están, en condiciones de igualdad, a di~ 

posición de todos los miembros de la sociedad. Es ésta una -

cuestión importante que afecta radicalmente a la integridad y 

la independencia de la profesión. Y esto es especialmente 

cierto en l~s paises del tercer mundo, en los que la indigen-

cia, la ignorancia y los impedimentos sociales privan con fr~ 

cuencia a muchas personas de sus derechos humanos y de sus re 
·' ' - - ~ ' . ·- - . " ' - '--·-

cursos -furúlalnent-a:re-s-;--

d,e Aquiles de los sistemas juridicos de -

muchos paise'~ es la inadecuación de los servic los legales que 

se prestan, a 'los_ pobres o, en general, a las personas de pocos 

recursos. Es hoy un principio universalmente aceptado que la 

igualdad de ácceso al sistema judicial es un elemento integra_!! 

te de la igualdad de acceso al sistema judicial es un elemen-
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to integrante de la igualdad en la a<lminsitración de justicia, 

pero la aplicación plena de ese principio supone unos costos -

enormes y una complicada organización. Durante siglos, lama­

yoría de los ordenamientos jurídicos consideraron la igualdad­

de acceso a la justicia mediante una asistencia letradá como 

una simple cuestión de caridad profesional o social; les bast~ 

ba con una igualdad formal, es decir,. con que las p~ert~s~d~ ~ 

la justicia estuviesen te6ri.camente .abiertas tanto· para los r.!_ 

cos como para los pobres. 

En los Estados Unidos de América, Reginald Hcber 

Smith escribió en 1919 una obra precursora, Justice and the 

Poor: A Study of the Present Denial of Justice to the Poor. 281 

Cuando el mismo autor escribió en 1936, ·en colaboración con 

John S. Bradway, Growth of Legal Aid Work in the United State~ 
la situación ya se había modificado considerablemente, pero 

no lo suficiente. En los últimos años, el Tribunal Supremo de 

los Estados Unidos de América llegó, en el conocido caso Gideon 

a la conclusión de que la asistencia letrada era una condición -

sine qua non para unjuicio justo en las causas criminales. 

La Oficina de Igualdad de Oportunida~es Económicas-

Z8/Publ1cadoen 1919 (Nueva York: Carnegie Fouridation for the -
~ Advancement of Teaching). 

29/Publicado en 1936 (Departmento de Trabajo de ~os Estados 
~Unidos, Dirección de Estadísticas del Trabajo, Boletín No.-

607). 
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La Oficina de Igualdad de Oportunidades Económicas 

de los Estados Unidos de América iinanció ampliamente bufetes 

de abogados en ciertas zonas y otros sistemas de asistencia -

letrada, confiando su funcionamiento a una sociedad indepen -

diente dedicada a este tipo de actividad. En el curso de los 

tres 6ltimos decenios se ha producido una verdadera revolu 

ción mundial en esta esfera. El sistema de asistencia letra-

da del Reino Unido está financiado por el Gobierno y adminis-

trado por la Law Society. El plan de asistencia letrada de -

Ontario, por su parte, está basado en la estrecha cooperación 

de los profesionales, pero su administración es autónoma. 

En la India, durante los años 1970-1975, después -

de la Conferencia nacional sobr~ asistencia letrada, hubo m6! 

tiples informes~/ y proyectos que preconizaban programas de­

asistencia letrada con importante ayuda financiera del Esta -

do. Las cuestiones que principalmente se plantean en todos -

los sistemas jurídicos s6n lés de hasta qué ptihto y de qué 

forma pueden esos recursos facilitados por el Estado para asi~ 

tencia letrada influir en la independencia de los abogados, y 

la de qué medios y criterios pueden aplciarse a este respec -

to~.!/. En nin(m país pueden los abogados por sí mismo y sin-

30/ 11 Processual Justice", 1973, y los informes de las comisio­
~ nes de asistencia letrada de Gujaral, Tamilnadu, Rajas 

than y Madhy:i Pradesh. Informe de la Comisión de revisión 
y aplicación, presidida por el Magistrado P.N. Bhagwabi. 

l.!_/ L.M. Singhavi, Le¡¡:al Aid for Ec¡ual Justice, 1985; \l'orld -
~al Aid C'?_t_lo~_1-um, 1975 Pagers and Proceed5ngs. Vease­
Legal Ai<rTn tnc TliTrCílforld Countries. (1975 • 



av~da exterior prestar toda la asistencia letrad~ 

sLta. La tarea esenorme y el costo, 

q~e lo asuma, seria considerabl~. 
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nec~ 

De los abogados, espec~almeni~ en lo~ paises del -

tercer mundo, cabe esperar que se ofre:can para defender gra­

tuitamente a algunos clientes, pero sólo dentro de ciertos li­

mites. Al Estado incumbe indudablemente la responsabilidad -

f~~damental de financiar la asistencia letrada, pero hay que­

te~cr cuidado de asegurarse de que la aportación de fondos pú­

b:~cos no socava la independencia de la abogacia. Habria que 

e~=ontrar un sistema viable para mantener la independencia de 

é!ta y dar al mismo tiempo cuentas a la colectividad de los -

fa~dos recibidos y de su utilización. 

En muchos paises la financiación pública de la 

asistencia letrada ha dado lugar a nuevos litigios, pero si -

la tarea se confía a una organización profesional de abogados 

(la Law Society, por ejemplo, en Inglaterra) o a una autori -

dad civil de carl¿ter jurídico establecida con ese objeto, la 

inéependencia de los abogados podrá mantenerse mis satisface~ 

ria~ente que si el gobierno administra directamente la asisten 

cía letrada y parece distibuirla como una forma especial de -

patronato o beneficencia. Por otra parte, la autoridad autó­

ncra puede ser independiente y públicamente responsable. 



En algunos paises se ha confiado al poder judicial 

la tarea de supervisar la prestnclón de asistencia letrada. 

Esto aumenta el prestigio de dicha asistencia, pero plantea -

tambión el problema de la participación del poder judicial en 

los litigios fuera de su función propiamente judicial y del p~ 

ligro de una injerencia indebida. En todo elmundo se presta­

asimismo atención al problema-de la prestación de asistencia­

letrada a las personas de condición modesta. Atrapados en la 

espiral ¿e la inflación y dado el elevado costo de los liti -

gios, esas persor.as no pueden permitirse pagar las costas, pe­

ro no son tampoco tan pobres que puedan aspirar a una asiste~ 

cia gratuita. Su acceso al sistema judicial puede basarse en 

los modelos }"a existentes en varios países, ra en forma de un­

seguro de costas judiciales, ya de sistemas subvencionados r­
autónomanente administrados por los colegios de abogados. 

Un factor importante para asegurar la independen -

cia de la abogacía es su se-ntiClo- de la solidaridad. La prof~ 

sión podrA mantener su dignidad, su honor r su independencia· 

siempre que permanezca unida en su fidelidad a sus ideales bá 

sicos. A veces, cuando la independencia de la abogacía se ve 

amenazada en un país y las protestas internas resultan vanas, 

la solidaridad de la comunidad internacional en general y de· 

los abogados de otros países del mundo en particular pueden · 

constituir igualmente unfactor. importante. 
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La solidaridad internacional de la comunidad mun -

dial y de los abogados de los distintos países sólo es posi -

ble cuando existen canales regulares y continuos de comunica­

ción, intercambio y acción recíproca, y<se dispone de.inform_!! 

ción sobre la independencia de los abogados.:~ i~ ~~ftuación 
que a este respectºo reina en lo~ dis~Ünto~J ~aÍ.sés'. "Con una -

buena información ya se tiene" ganada la'. Íltúi:id<dÉl 
-, ----

Esta cuestión debería· ocupar uli:' Ú1ga~ importante -

en el sistema de las Naciones Unidas, a las que tanto' las or­

ganizaciones internacionale~ reconocidas com~ entidades con -

sultivas como las asociaciones de abogados deberían informar-

regularmente sobre las violaciones del principio de indepen -

dencia de la abogacía. Los requisitos fundamentales de la in 

dependencia de los abogados se identifican con cuatro garan -

tías fundamentales relativas al derecho al ejercicio de cual­

quier profesión, al derecho a la libertad de expresión, al de 

recho a la libertad de asociación y al derecho de reunión. 

Sin esos cuatro derechos fundamentales, a los que viene a aft~ 

dirse el derecho a un juicio imparcial, la abogacía no puede-

mantener su independencia. Si esos derechos se garantizan, -

la independencia de los abogados puede, en cambio, quedar ef~ 

cazmente preservada. La última salvaguardia de la independe~ 

cia de los abogados reside en el sistema legal y en la sacie-

dad. En cambio, en una sociedad y en un ordenamiento jurídi-

co en los que el imperio de la ley y los derechos humanos no-
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ocupen un lugar destacado, los abogados quedan relegados a una 

posición inferior y su independencia, su honor y su dignidad-

pueden violarse con impunidad. También tin poder Judicial in-

dependiente es una garantía eseri~ial d~ una abogacía igualme~ 

te independiente. La independencia;de los jueces y la inde -

pendencia de los abogados son interdependientes y cooplement~ 

rias. 

La dificultad de acceso a los tribunales y a los -

abogados, el elevado costo d_e los litigios, las demoras proc!:_ 

sales y una desconfianza general hacia los abogados ha contri 

buido muchas veces a dar una imagen deformada de la profesión. 

Ni siquiera los jueces se han salvado de acusaciones de presu~ 

ta connivencia con los abogados , habiéndose descrito a veces­

ª ambas profesiones reunidas como ejemplo de conspiración co~ 

tinua para la promoción de los propios intereses. Los aboga-

dos están tan seguros de si mismos que es poco lo que hacen -

para cultivar las relaciones públicas y ofrecer una ~ejor im~ 

gen de su profesióñ. Los abogados saben que son un elemento-

esencial de cualquier sistema de administración de justicia. 

Y estiman que las criticas que se les hacen son desmesuradame~ 

te exageradas o maliciosas. 

Las razones de esas criticas del público contra los 

abogados son bastante evidentes, y no hay que olvidar que el -

público desconoce las tradiciones y la deontología de la prof.!!_ 
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sión. Los abogados de mis 6xito se crean una buen situación-

y no dejan de suscitar envidia. El lenguaje que utilizan los 

letrados no es fácilmente intelegible. Y, por desgracia, sus 

servicios cuestan diner6, ya gue 16s abogados tienen que vi 

\'ir. Por otra parte, sólo una de las partes en el litigio 

puede ganar-, por lo que la otra es muy. posible que vea en su­

abogado o en el sistema judicial-una-fácil victima propiciat~ 

ria. 

Pocas pe~sonas tienen la honradez de-atribuir su-

fracaso a la falta de fundamento de su causa. Y menos aún se 

dan cuenta .de que la verdad de la cuestión no es una catego -

ria simple o absoluta, y de que las pretensiones de verdad y­

<le justicia tienen con frecuencia dos caras. Pero ~a impopu­

laridad de los abogados tiene ademls otras razones importan -

tes que tanto los profesionales como la sociedad debieran con 

tinuament_e pQnde_r_~r, -~ 

L~s emora~ y el elevado costo de los litigios para 

aquellos que'no pueden permitírselo son causa de exasperación, 

de frustración y del acerbo sentimiento de ser victimas de 

una injusticia. Si sólo los ricos pueden recurrir a los mejo­

res abogados y si las puertas de la justicia sólo a medias se 

abren para los pobres y los socialmente desventajados, es in~ 

vitable que se produzca una reacción contraria al sistema ju­

ridico y a los abogados. 
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Si los abogados no contribuyen, o no parecen contri 

buir, a la reforma de las leyes y de los procedimientos inju~ 

tos y a la promoción de ·1a igualdad en la administración de -

justicia, acabarlo siendo vistos como los protectores de los­

privilegiados, no como los defensores del derecho y de la ju~ 

ticia. "El abo~ado en ejercicio" dice la Ley No. 205 del Ja­

pón, de 1949, "t icnc la misión de proteger los derechos huma­

nos fundamentales y de realizar la justicia social". Habría, 

pues, que cumplir esa misión, y los abogados debieran csfor -

zarse por mejorar la imagen que d~ ellos tiene el pGblico en­

general. 

La abogacía tropieza hoy con un aglomerado de pro' -

blemas cuya magnitud y complejidad carecen de precedentes. Se 

ha producido una explosión de conocimientos, de tecnologías y 

de litigios. Los informes jurídicos y los comentarios letra­

dos son cada vez más voluminosos y más sutiles. Y las leyes­

no dejan de r.mltiplicarse. El internacionalismo conteporáneo 

y las raíces y ramificaciones transnacionales de las transac­

ciones obligan al abogado moderno a ver más allá, de las fro~ 

teras de su propio ordenamiento jurídico y de las leyes de su 

país. 

Las empresas y sus negocios son hoy mucho más com -

plicados que nunca. Y en todas las ramas del derecho se es -

tán produciendo cambios fundamentales. Nuevas demandas y 
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Si los abogados no contribuyen, o no parecen contr! 

buir, a la reforma de las leyes y de los procedimientos inju~ 

tos y a la promoción de la igualdad en la administración de -

justicia, acabarán siendo vistos como los protectores de los­

privilegiados, no como los defensores del derecho y de la ju~ 

ticia. "El abogado en ejercicio" dice la Ley 'fo. 205 del Ja­

pón, de 1949, "tiene la misi6n de prote~er los derechos huma­

nos fundamentales y de realizar la justicia social". Habría, 

pues, que cumplir esa misión, y los abo~ados debieran esfor -

zarse por mejorar la imagen que dá ollas tiene el póblico en­

general. 

La abogacía tropieza hoy con un aglomerado de pro· -

blemas cuya magnitud y complejidad carecen de precedentes. Se 

ha producido una explosión ce conocimientos, de tecnologías y 

de litigios. Los informes jurídicos y los comentarios letra-

dos son cada vez más voluminosos y más sutiles. Y las leyes­

no dejan de multiplicarse. El internacionalismo conteporáneo 

y las raíces y ramificaciones transnacionales de las transac-

clones obligan al abogado moderno a ver más allá, de las fro~ 

teras de s.u propio ordenamiento jurídico y de las leyes de su 

país. 

plicados 

Las ·empresas y sus negocios son hoy mucho niás com 

que;nh~·ca: Y en todas las ramas del derecho se es -

tán produd~~d~ c~mbios fundainentales. Nuevas demandas y 
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~uevas estrategias, esperanzas no realizadas y aspiraciones­

pendientes, todo converge hacia los modernos abogados, 6spe­

cialmente en los países del tercer mundo~ en los QUe estln -

pugnando por nacer nuevos 6rdenes socioecon6micos y en los -

qlle los ordenari.ientos jurídicos necesitan la ayuda del abogi!: 

do en un mundo de necesidades y de sufrimientos, así como de 

~ala distribuci3n de la riqueza. 

Por una parte, se necesitan leyes y _abogado_s para­

iuchar contra la probreza y las privaciones; por otra~-la 

ley tiene que ajJstarse a las aportaciones y a las facilida­

des que ofrece la ~oderna tecnología para hacer más eficien­

tes los procedinientos legales, liberando a los abo~ados de­

Jn trabajo engorroso; rermitiéndoles, así como a los jueces, 

<ledicar una parte mayor de su tiempo a la sociedad, y todo -

ello procurando que ni la ley ni los abogados pierdan su se~ 

<:ido hwnano. 

La formaci6n jurídica contemporlnea tiene que res­

~ondcr a las demandas de profesionalismo avanzado, especial! 

zado e incluso computarizado, pero también al clanor de jus­

ticia social, responsabilidad colectiva y respeto de los de-

roches humanos y las libertades fundamentales. La realiza -

ci6n de esas esperanzas depende en gran medida del fortalec! 

ciento del principio de independencia de los abogados en to­

do el mundo y de la sensibilidad con que comprendan y reali­

cen los propios ?rofesionales la funci6n que les corresponde 

en la sociedad noderna, funci6n cuya independencia debe garn~ 

tizarse. 



TEMA I I [ 

T IPOLOGIA DE. LAS DESVIACIO~ES DE LAS NORMAS 

DE IMPARCIALIDAD E !~DEPENDENCIA 

Una introducción al estudio y el control de los f~ 

nómenos de desviación del principio de independencia de la -

justicia puede ser de una gran utilidad pr&ctica. 

efecto, servir para clasificar y sistematizar las manifesta­

ciones sinLom&tlcas de tal <lcsviac!6n y ?ara determinar y 

comprobar la manera, el procedimiento y el alcance de tales­

abusos. Y permitirla, en cierta medida, prever por analogia 

futuras tendencias en esa esfera. Una presentación anual de 

info1'!es facilitaría la aplicación de normas y la elección -

de estrategias para el tratamiento de las aberraciones más -

graves y persistentes relativas a la administración de justi 

cia. El objeto del presente estudio es, sin.·embargo, más g~ 

neral y teórico; de lo que se trata es de proceder a una ex­

posición representativa de estos fenómenos particulares, tr~ 

tanco de extraer la esencia de tales desviaciones. 

El principio de la independencia de la justicia es 

un principio universalmente aceptado, pero que no pocas ve -

ces se viola. Y no se trata de infracciones marginales o de 

menor cuantía, ni de ocasionales errores involuntarios. Cua~ 

do una norma ha sido razonablemente entendida, pero se obser 
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va que es repetidamente tr .. ns'.(red.ida, no ya en un pa:is sino­

en ~uchos, el fen6meno de desviaci6n de esa norma no puede -

simplemente considerarse como algo superficiaL, epis6dico y­

sin consecuencias duraderas. 

Los fen6menos de desviaci6n pueden catalogarse en­

tér~inos generales refiriéndose a lo que sucede a los jueces, 

a los jurados, a los asesores y a los abogados, a sus condi­

ciones de trabajo' a su posici6n e soc"ial y a sus funciones' 

así como a su sentido de la seguridad y de la independencia. 

'.:e:-; c-:>rrleutes a est:e respecto los siguientes tiIJOS de des -

viaci6n, que muchas veces coinciden y se superponen, y que -

generalmente se producen de manera concertada: 

a) Destituci6n, que "en unos casos implica el despido o 

la separación del cargo de"un juez que se hanega­

do a fallar un caso particular de forma determina­

da, y en otros, el despido o la separación de sus-

" cargos de varios jueces a la vez, o a la" supres"ión 

de tribunales completos cuando se estima que están 

estorbando los proyectos, las ambiciones o los oh" 

jetivos del poder ejecutivo. Constituye también -

una amenaza conexa para la independencia de los 

jueces la reforma de las leyes relativas a la per­

manencia de los jueces en sus cargos con objeto de 

poder separarlos de éstos a discreción del poder -

ejecutivo. 



b) 

c) 

d) 
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Es tambi6n sabido cómo se utilizan los traslados, 

bien para sancionar a un juez, bien para alejarlo 

de una jurisdicción en la que su independencia 

constituye un problema para el poder ejecutivo. 

Cabe, por ejemplo, trasladar de un tribunal penal 

a otro civil a un juez que haya mostrado simpatía 

por alg(ln acusado perteneciente a una minoría ra­

cial, o trasladar de un tribunal de jurisdicción-

general a otro exclusivamente encargado de cues -

tienes fiscales a un valeroso defensor de las li-

bertades civiles. 

Se dan igualmente casos de nombramiento de jueces 

con mandato temporal, o con carúcter suplente o -

interino, y de confirmación de ciertos jueces en­

cargos estables y permanentes sobre la base de 

consideraciones políticas. 

En aquellos países en los que el ascenso o la con-
~ . ' 

firmaci6n de los jueces se basa en normas o en 

prácticas establecidas, no en los poderes discre -

cionales del poder ejecutivo, la abolición de esas 

normas o prácticas para el ascenso puede conside -

rarse como una variante de la utilización de los -

traslados con fines punitivos. 



e) 

f) 

g) 

152. 

Aunque con menos frecuencia que el asesinato y la­

"desaparici6n" de los abogados, el asesinato y la­

"desaIJarici6n" de los jueces se producen con fre -

cuencia suficiente como para que sean considerados 

como un problema que afecta a la independencia del 

po.::er judicial. 

También afectan a la independencia de los jueces -

las medidas de emergencia que se adoptan durante -

los estados de excepción y por las que se priva al 

poder judicial de su facultad de examinar ciertas­

cuestiones relativas a la ley constitucional, de -

hacer aplicar sus decisiones o de entender de cie~ 

tos casos, y por las que se entorpecen y limitan -

las funciones judiciales. En algunos casos, dejan 

de existir simplemente esos aspectos de su juris -

dicción, mientras que en otros se transfieren a 

tribunales militares o a otros especialmente cons­

tituidos, cuya parcialidad y falta de indeIJenden -

cia, de conocimientos jurídicos y de experiencia -

es alarmante. A veces esas medidas se toman aun -

sin promulgación.·formal del estado de emergencia. 

llay que citar asimismo los casos de publicidad ne­

gativa, acusaciones pdblicas embarazosas y !lresio­

nes populistas para desviar al poder judicial de -

la función que le es propia y desacreditarlo. 
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A éstas cabe afia<lir, entre otras, las siguientes -

desviaciones: 

h) 

i) 

j) 

k) 

1) 

ProtecciÓ~.;lndireéta ')"/_o/selectiva de ciertos jue­

ces por ~l podei- ej<l~utiVdc;. 

Ofre_cimiento de nombramientos extrajudiciales o de 

impo'rtantes cargos judiciales a discreción del ej~ 

cutivo. 

Nezación sistem4tica de ~resupuestos y personal 

adecuados, denegación de autonomía en la adminis -

tración interna, e insuficiencia de la remunera 

ci6n, del sistema de ~ensiones y de otros benefi -

cios y privilegios en relación con otros cargos 

comparables. 

Nombramiento de jueces .sin consideración de_ su in-

tegridad y de su capacidad, o con un criterio dis-

criminatorio, o denegado~la igualdad de acceso a -

la profesión a ciertos sectores de la población. 

Exclusión del poder judicial del proceso de nombr~ 

mientos de sus miembros y falta de consultas con -
: . . 

el poder judicial o de"l~ debida·co~sideración de-
· .. ··-- . ' 

su asesoramiento en cuestiones- relacionadas ·con él. 



m) 

n) 

o) 

p) 

q) 

r) 
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Ascenso de los jueces sobre la base de consideraci~ 

nes ajenas a su profesión, y falta de consideración 

a tales-efectos de su capacidad e integridad. 

!>fa.ndatos de carácter temporal, especial o parcial, -

da.eles por el ejecutivo con bbj eto de someter a los­

j ueces a una psicosis de temor. 

Promesas o esperanzas de empleo posterior al retiro, 

dadas por el poder ejecutivo o por personas indivi­

duales, empresas y grandes asociaciones. 

Miedo de vejaciones o de procedimientos criminales, 

civiles o disciplinarios, especialmente cuando la -

facultad no está atribuida al poder judicial. 

Suspensi6n o abolici6n de los derechos de los ciud.!!_ 

danos, desposesi6n de jurisdicción mediante una re­

organizaci6n--de-;las-funciones judiciales y atrib_Üc .,; 

ci6n esencial de .estas funciones a 6rganos no judi­

ciales. 

DeriekacÍ6~- _c;te~ la debidá '.consideración ~acial; nega!!. 
• -- e ' '"~ -

do alo{juci¡;~;;,;ia. deliid.ii prC¿edenc).i:Í. y adoptando -

en gener;ili' ¿ri~~ acÜtüd é¡Üe'. no OS1•1Íi .•• ~iquiera r~spe­
tuosa y- ~b~~é~ ha~{a los'. mismos. 



s) 

t) 

u) 

V) 

w) 

x) 

155. 

Ataques desmedidos e injustificados de miembros i~ 

fluyentes del poder ejecutivo o lcgisla~iv6, o dc­

otras autoridades, contra el poder judici¡¡l el'I el~ 

parlamento y en otras tribunas oficiales, asi.crimo 
',. '.· .. ' 

en los medios de infornaci6n pública; invectivas· y 

pro~esas o amenazas electorales y ata,que~ ·part-idi~ 

tas de los grupos políticos. 

Dudosos estilos de vida de los jueces, ,que .. dan pá­

bulo a la murmuraci6n y desacreditan al poder jud.!_ 

ciar: 

Controversias privadas de los jueces o celos exce · 

sivo _de ésto~ __ en la dirección de sus propias causas. 

F3.I~~ de moderación en _las declaraciones públicas o 

inobservancia de la obligac.i6n de discreción,. com 1-
'. . . 

__ poriamiento aut~ritario· >·~rudeza- de maneras~en eT ~ 

tribunal o fuera de .él. 

Negativa c!e un juez a inhibirse en una caus_a dudosa 

que pueda plantear incompatibilidades o conflictos­

de intereses. 

Pertenencia de los jueces a organizaciones o movi -

mientas que puedan rebasar los-lÍmit:s de~ buen-gu~ 
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to o de la moral pública aceptada, o que puedan te­

ner objetivos discutibles o participar en activida­

des dudosas,·. o asociaci6n de los. jueces con .tales -
,- . :.··"' ' 

oria..ii~~cii:mes. 

' ' 

SeiiÚldad y Otras formas.de incapacidad iJ1C~piente-

Prc&áric~c!ói'i j µ<licia.l en; forma: -de dbrruribí.~1{. ven~ 
lidad, o< den~gaci6n grave y patente 'de fu~tida:. 

Los asesores, por su parte, son como los jueces en­

muchos países, pero en otros, son simplemente expertos. Ju­

rados y asesores desempeñan funciones judiciales. Los fen6-

menos de desviación en el caso de los asesores y de los jur~ 

dos se plantean en primer lugar a causa de los efectos del -

sistema. Hay injerencia en el desempeño de la función y en· 

la independencia de los asesores y jurados cuando éstos son­

elegidos por un procedimiento o mediante un sistema concebi· 

do con arrejlo. a criterios injustos, desiguales y discrimin~ 

torios. Oesignaci6n global de jurados, exclusi6n de ciertas 

clases o grupos de personas de esa función, nombramiento ar" 

bitrario de jurados o de asesores expertos con miras a obte· 

ner determinado tipo de decisión, inducción e intimidación, 

son algunos de los tipos más conocidos de violación- de --su i!! 

dependencia. En aquellos paí_ses en los que esos asesores o· 
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jurados son considerados como la última salvaguardia del ci~ 

dadano, la abolici6n del sistema de jurados o de la institu­

ción de los asesores plantea una 3rave amenaza_. :También 
- . ~ ._- .. -- " ., 

constituye una amenaza para su independ,encia :l.a ~existencia -

entre ellos de elementos coritaminantos c,·-el intl?nto de_ un 

juez de imponerles su voluntad. 

En el caso de los abogados, los fenómenos de.desvi~ 

ción provienen también de factores externos o internos .como­

se pone de relieve en. el siguiente cat&logo de ~ipos ~e si -

tuaciones y factores que pueden menoscabar su independe_ncia: 

a) 

b) 

c) 

d) 

Suspensión o abolición del colegio o asociaci~~ de­

abogados o prohibición oficial. de es_e tipo de aso -

elaciones, o. cercenamiento de sus funciones~ 

Negaci6n del derecho a la libert_ªd de asociacii6n 

reunión, opinión, expresión, palabra y movimiento -

de los abogados y las organizaciones ?io{~sÍ.onales. 

Acci6n punitiva contra los dirige~tes ~e ia a~oga -

cía, haciendo con ellos escarmientos:ql.le :i.~ti;n~den-
al conjunto de la ; ·: .. -.~ 

·.• -• ••.. ·, .•.•.. ·_. )J . .,:_: 
Ataques contra la organizaci6n y ·ia :dirécci6ri da la 

profesi6n, tanto desde el interior ~o~ode~de el e~ 
terior de la misma, y tanto por procedimientos ofi· 

ciales como de otra índole. 



e) 

f) 

g) 
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ExpcJicr.lt~~; tliscir.1ljn¡1rios ~ cxpul:;ión. del colcgio­

profesionul, suspensión del ejercicio de la profe­

sión o procesamiento de abogados por actos reali=~ 

<los dentro del á~bito de sus funciones, tales como 

presentar reclamaciones por maltrato pdlicial a un 

cliente, poner en duda la im~arcialiclad de un jue; 

discutir la legalidad de una ley o de una decisión 

ad~inistrativa, o defender la legalidad de la con­

ducta o de las declaraciones de un cliente. 

Amenazas, intimidación, expulsión del colegio pro­

fesional, suspensión del ejercicio de la profesión, 

procesamiento por presunto desacato o abuso de los 

privilegios profesionales, así como por declaracio­

nes hechas en juicio o fuera de las actuaciones ju­

diciales, en las que se criti~ue a ~ersonas o sist! 

mas o se propongan caobios en la administración de­

la justicia. 

Persecución selectiva por motivos políticos, media~ 

te registros, alla~amientos, incautaciones y otros­

tipos de hostiga~iento, así como a,licaci6n de san­

ciones de carácter adrainistrativo contra abo~ados -

conocidos por su defensa de las liber~ades civiles, 

los presos ,aliticos o ~rupos sociales tales como -

los campesinos, los sindicatos o ciertas minorías -

raciales o religiosas, por delitos supuesta y aste~ 

siblemente n~ relacionados con esas act'vidades. 
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Dctcnci6n sin acusación o juicio. Aun cuando ::10r 

lo general las autoridades de sc~uridad no dan las 

razones de tales detenciones, es muy frecuente que 

se detenea al mismo tie~po a diversos abogados que 

son conocidos ?Or sus actividades como defensores, 

procuradores o asesores de grupos de oposici6n o -

de sectores desfavorecidos de la sociedad. El re-

sultado, y presumible~ente el objetivo, de tales -

detenciones es castinar e intimidar a abogados que 

se han mostrado dis?uestos a prestar tales servi -

cios, y dominar y reprimir a toda la abogací~. 

En ciertos países la eliminaci6n física o la "des.!!_ 

parición" de abor,ados se ha convertido en·un grave 

problema en los Olti~os aftos. En algunos casos se 

desconocen los motivos del asesinato, ~ero e~otros 

las amenazas de muerte o comunicados posteriores -

confirman que el motivo fue la actuaci6n profesio-­

nal en favor de algunas personas o grü!)ós~ -- .Ei re­

sultado ha sido que en algunos países los presos -

políticos no puedan encontrar un abogado crimina -

lista independiente y con experiencia dispuesto a­

defendcrlos. El asesinato o la "desaparici6n" si~ 

temáticos de abor.ados debe considerarse, por lo 

tanto, no sólo como una violaci6n del derecho de -

las personas a la vida y la libertad, sino también 

corno una amcna=a a la independencia de la profesi6n 

y a los derechos humanos y 1 ibertacles fundamenta-les; 
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guientes: 

k) 

1) 

m) 

n) 

o) 

1 60. 

En unos pocos paises se excluye del ejercicio profe 

sional a los abogados por razones politicas. En un 

pai•¡ por ejemplo, la pertenencia a ciertas organi­

zaciones políticas o profesionales se considera co­

mo prueba de que el aspirante a abogado no apoya el 

"orden constitucional básico'', mientras que en otro 

pais los abogados pueden ser excluidos del ejerci -

cio de la profesión, a pesar de tener un historial­

profesional meritorio y notable, porque no han dado 

muestras suficientes de apoyo a los dirigente~ pol! 

ticos que en ese momento gobiernan el pais. 

si-

de-

profesional. 

Divisiones y diieriiiones entre los miembros de la -

profesión; falta <le uriidad y solidaridad. 



p) 

q) 

r) 

s) 

t) 

u) 

v) 

w) 

x) 

! ti 1. 

Falta <le ingresos adecuados. 

Inse3l1r.i'.tl¿¡d ~n cáso'~c.11iu~rt<? °c.i~l:abaci~~tl.prcma­
turas., b ·~:~ ;!l1Jsi,Ú1o~ida!1 . ;e1:'i'to'. 

·,''. :·:.::·<·,, 

Falta de C>por.tullic!ad~s d.e Eormaci6n profesional y­

fal ta de a·tenci.6ri a la formación dcionto16gica. 

Composición elitista de la abogacía; falta de acc~ 

s6 a la. f6rmaci6n juridica para todos los sectores 

de la so¿iedad e insensibilidad de los dirigentes­

profesionales a los problemas de los. nuevos aboga­

dos. 

Falta 

Prácticas 

abogados.· 

Falta de ·acceso del hombre de la calle al sistema-

legal y ausencia de sistemas legales efectivos~ 



y) 

¡;) 
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Falta de relación adecuada con el poder judiclal;­

utilizaci6n excesiva o injustificada por el juez -

de sus facultades para caso .. de desacato; -someti· · -

miento excesivo al poder judicial. 

Falta de procedimientos Judiciales justos, despo -

seimiento de jurisdicci6n o denegaci6n del ·derecho 

-d~- representación a los abogados. 

Podrían multiplicarse los casos y las categorías de 

factores y situaciones de este tipo. Para llegar, sin eraba!: 

go, a un análisis significativo de los distintos tipos de 

desviación basta identificar las ~rincipales situaciones. 

Desde el punto de vista de la ~uente o la dirección de que -

proceden las amenazas o los ataques a la independencia de la 

justicia, es posible ideritificar los siguientes ti,os princi 

pales: 

a) 

b) 

Injerencia .. del ejecutivo por procedimientos que van 

desde el favoritismo hasta la animosidad .oficial y -

desde las muestras corrientes de cortesía hasta una 

hostilidad abierta. Hay países enl.los. que se sabe­

que ·el descontento oficial 'se ha• manifestado .en fo!:_ 

mas .injustificables y brutál~s 

Injerencia de grupos sociales de presión y de inte­

rl!s; 



c) 

d) 

e) 
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Injerencia ~or medio de normas legislativas sobre­

los podei:es y.las funciones judiciales, las inmuni_ 

dad.es o l~ inmnovilidad de los jueces, etc., o me­

diante:'io que la Sra. Nicole Questiaux ha descrito 

en ,sti. informe sobre los estados de excepci6n como­

la degradación extrema del Estado constitucional; 

Las desviaciones debidas a falta de competencia 

Jrof~:;ioriaiy de la iriobservancia de !as normas 
~ '), 

-~~;.~ ';~, -- -.iv,· éticas yprofesion3.les; 

pública insatisfecha. 

Estos problemas no admiten una sola solución. La -

lucha por la independencia ha de extenderse a múltiples fre~ 

tes, y no de una vez para siempre, sino diari~~ente. Y esa­

lucha tiene que llevar ante todo y sobre todo el convencí 

miento a la mente de las personas. Los sistemas judiciales -

nah de merecer la confianza y la aprobación de todos lo hom­

bres justos. Es éste el secreto del movimiento destinado a-

asegurar la independencia de la justicia. La justicia, des-

pu&s de todo, esti siendo juzgada diariamente. No es una 

virtud enclaustrada. Tampoco es el patrimonio de· unos .pocos. 

Es un derecho innato de la humanidad y forma parte de la bú~ 

queda incesante de la civilización humana. 
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La enfermedad de las desviaciones tiene que tratar­

se por medios naturales que manten3an sano el sistema y bo -

rren hasta ias~dltimas razas de una autoritarismo arbitra 

rio. El p;obl~~á más grave es el que plantea la situación 

de los jueces en los estados de excepci6n y de siti~. Los -

regímenes autoritarios atacan solapadamente al poder judi 

cial y recurren para ello a una fácil demagogia o al puro 

ejercicio de la fuerza bruta. Pero siempre empiezan desacr~ 

<litando a los jueces y terminan recortando sus poderes, sus­

funciones y su independencia. 

En los estados de exce~ci6n, la estrategia destina­

da a terminar con la independencia del poder judicial es más 

directa. En ellos se destituye, por ejemplo, sin previo avi 

so a los jueces, los cuales se ven repentinamente privados -

de sus cargos bajo un pretexto u otro. En algunos casos, se 

les obliga a renovar su juramento de fidelidad al nuevo régi 

men so pena de destitución. Jueces y abogados pueden ser e!!_ 

carcelados, esposados, torturados, intimidados, hechos desa­

parecer o asesinados. 

Los tribunales~Ja,5~ vez, pueden ser abolidos; ó ver 

reducidas a la nada sus facultades y sus finciones. Se. 
crean también nue.vas<c?rtes o tribunales. no s6lo para juz -

gar delitos de guerra o de emergencia, sino también para asu 

mir la jurisdicci6n civil y criminal o para controlarla. Así 
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Asi desaparecen derechos y recursos y se crea un -

clima ~e terror que esclaviza al poder judicial y lo somete­

al ejecutivo. Las normas y los principios universalmente 

aceptados de independencia de la justicia pueden en tales s!_ 

tuaciones, más o menos graves, ser útiles, primero para eva­

luar las violaciones cometidas, y segundo para hacer 

a tales regimenes todo el pesd de la opini6n mundia. 

A este respecto· va trazando ya un nuevo 

labor del Comité de Derechos Humanos, de la Comisi6n Infi:ir··­

americ~na de Derechos Humanos, de la Subcomisi6n de Preven 

ci6n de Discriminaciones y Protecci6n a las Minorías, asi e~ 

mo la de numerosas organizaciones no gubernamentales recono­

cidas como entidades consultivas. Esas entidades han dado -

una nueva dimensi6n, un nuevo significado y un nuevo sentido 

de urgencia al principio de responsabildiad internacional. 

Pero las desviaciones no son siempre abiertas y tu~ 

bulentas, sino que pueden presentarse en múltiples formas in­

sidiosas y sutiles. Por eso es necesario que tanto el incau­

to ciudadano como los observadores y creadores de opini6n, 

más perspicaces, estén atentos dentro y fuera de la 6rbita 

profesional. A largo plazo, las garantias más duraderas son-· 

la vigilancia pública y profesional, especialmente en el pla­

no no gubernamental, el fortalecimiento <le las institucio.ne.s­

lcgalcs y democr4ticas, la promoci6n de los der~chos humanos, 

la cducaci6n en materia de ley y la solidaridad de la comun!_ 

dad internacional. 
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!~ce muchos si~los, cuando el Rey Jacobo intervino 

personalmente en favor de una de las partes en un caso .. pen -

diente (Bruce contra Hamil ton), "e.l Lord de Newbottle. (New -

battle) se levant6 y dijo al Rey que en la ciudad se estaba­

diciendo, en descrédito dei monarca y en el suyo propio, que 

e !los s6lo administraban justicia conforme a los dictados 

del Rey, pero que iba a verse que no era así, ya ·que .. ellos -

estaban dispuestos a votar en contra del Rey, pero con arre­

glo a la justicia, en su propia presencia". Así--- lo -hicieron 

los lores efectivamente, "con lo que el Rey se encolerizó en 

extremo y sigue enojado con sus seftorias. El Rey jura que -

conseguirá anular la decisión del caso Bruce, pero el Presi­

dente, enterado, dice que pondrá su decisi6n, en latín, en -

francés y en qriego, en conocimiento de todos los jueces del 

mundo, y que su voto no será nunca anulado. Y lo mismo di­

cen los demás"!/. Hay en estas palabras, no s6lo una afirm~ 

ción del principio de independencia e imparcialidad, sino 

también una articulación incipiente de la universalidad de -

ese principio, así como de la existencia de una responsabil!_ 

dad internacional por• las graves violaciones .del mismo. La­

unidad del poder judicial como cuesti6n de principio y·e_l 
,,._ -\· --·-· 

llamamiento del magistrado escocés a la solidaridad interna-

cional de los jueces y a su conciencia colectiva siguen res2 

nando a través de los siglos y transmitiendo un mensaje de -

combate contra los fenómenos crónicos de desviaci6n de las -

normas de independencia de la justicia. 
T/T .B:-S"míth, British Justice: The. Scottish Contribution, 
- Hamlay Lectures, 1961. 
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Sistemas políticos de la libertad y para la libertad 

únicamente se dan donde el principio y el fin de la organiz~ 

ción política. hu 

manos. 

-.... ''' ._., ·-.· -- ·-. 

humanos, lossisteJJla,s•jur;ídicos nacionales muestran .insufi -
. ·-_.-·-; - - -- ·-_-_-- -· 

ciencias para cla.rles protección efectiva. 

Diversos instrumentos internacionales enumeran los -

derechos y libertades fundamentales, los Estados ratifican -

tes quedan obligados a su cumplimiento, sin embargo, toda 

vía es muy largo, el camino que debe recorrerse para que las 

ideas contenidas en ellos sean una realidad. 

Es menester relacionar la protección internacional -

de estos der.echos con el ámbito interno, ya que en este últ_!_ 

mo es donde hay que comenzar por recuperar' iorl:afecer y am=­

pliar su efectiva vigencia. 

Todas las anteriores aseveraciones no.~ ;~\i.log-r:arán 
hasta cuando exista la imparcialidad def~od.~r}j~~iclai en -

la adminsitración de justicia. 



e o N e L u s I o N E s 

La historia del hombre es la historia de su lucha -

por el r.econocimien~o de su dlgnidÜd y su libertad. 

El.ser.humanopor la sol¡i circunstancia: 

posee todoyn c()nju~to de d~rechos~ ..... . 

;J. .. ·~:,_ .. :::._:.-Ce=:- ,: ... ·-. 

nidad carece de v~lor si, no ~e/a~~gtiÚ .lª· vige!l.FJa de :fos 

de rocho> .:·:::::~ .. ,X~:~i~ci;f .; ,• •. i.~.',,~¡:.~?y'e 1 . re op~ 
·.r~---~::~.r.:~~1 ~~:· ·-·,- .,.,. -~'.:··" - '2 ·,·/~~:l·.'-

to de los d~rechó~ humarit1s:.no 'e~; aiéntádoT': 

de los aspectos ideológicos de la propaganda~ de los meca -
...= -----~_.'. __ ;___ ::_;_,_·: • e -~----

nismos clásicos p~r~ ~on~C:.g~lrel eqi:iÚibrio yl;s límites­

al poder y de su ostehtaci<lri como democracia; debemos inda-
- . .-. 

gar qué derechos hum~nos .s~ reconocen.y como e~tán realmen-

te protegidos. 

nía. 
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